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          Colombia vive un conflicto armado complejo, con diversos actores y muchos 
años de duración. La complejidad está dada por las causales históricas del mismo y la 
caracterización diversa de los grupos armados que lo encarnan. Más de cuarenta años de 
conflicto constituye un tiempo excesivamente largo para una estructura institucional en 
formación y una población que ha sido victima de estos actores armados. 
 
El relativamente reciente involucramiento del narcotráfico, como combustible 
financiador de las actividades armadas, le ha dado una continuidad y un impulso 
alarmante a estas manifestaciones de violencia.  El papel del Estado, principalmente en 
lo que compete a su debilidad y/o ausencia en amplios territorios del país, ha alentado y 
generado expresiones de violencia, de distintos signos y en diferentes circunstancias, 
dando lugar a una “institucionalidad” no legal y con propósitos explícitos diversos. Esto 
se refleja en amplias regiones del país, que se han transformado en el escenario de 
formaciones armadas, jefes y estructuras que, ligadas a las actividades ilícitas, 
especialmente al narcotráfico, han constituido verdaderas redes de influencia, 
infiltración y decisión al margen de la legalidad estatal. 
 
Los propósitos fundamentales que habrían fundamentado las acciones armadas en un 
inicio, en todos los actores involucrados, hoy en día se encuentran totalmente 
desdibujadas. Se advierte una evidente descomposición y criminalización del conflicto, 
donde la disputa territorial, del poder político y el control de la población mediante el 
uso de amenazas y extorsiones, constituyen el denominador común. 
 
El Gobierno del Presidente Álvaro Uribe ha encarado una propuesta de paz, dando una 
oportunidad a estos grupos, independientemente de sus orígenes y justificaciones 
ideológicas, de sentarse a dialogar para lograr la desmovilización y reinserción a la vida 
civil dentro del marco de un mayor control del Estado sobre los territorios que estos 
actores armados tienen bajo su control. Se busca que dentro del marco de la Política de 
Seguridad Democrática, la cual ha permitido mayores niveles de seguridad y el 
descenso de los principales indicadores de violencia, se afiance el monopolio de las 
armas en la fuerza pública, se restaure la autoridad del Estado y se restituya la seguridad 
a amplias regiones y franjas poblacionales de Colombia. 
Es dentro de ese marco que se desarrolla el proceso de paz colombiano. Los desafíos 
son enormes: devolver territorios enteros a la institucionalidad, bajar los índices de 
violencia, generar confianza, recuperar Colombia para los colombianos, acabar con 
expresiones armadas que hoy son escudos para los negocios ilícitos, el narcotráfico y la 
violencia indiscriminada contra la población. 
 
Centrar el análisis en las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), también conocidos 
como paramilitares, responde a una evidencia clara. Este grupo armado al margen de la 
ley ha accedido a un diálogo con el gobierno, firmado acuerdos y avanzado en algunos 
hechos de paz que es necesario tomar seriamente en cuenta. Esta situación crea un 
escenario inédito, novedoso y que difícilmente encaje en modelos de resolución de 
conflictos desarrollados con anterioridad, lo que implica un verdadero desafío. Es 
también de enorme significación porque de lograrse la desactivación del aparato militar 
de esta organización, se estaría dando un paso enorme para abrir las puertas a un 
proceso de paz con todos los actores armados. No hay que olvidar que el argumento 
central de las FARC para no acceder a la desmovilización, hace apenas tres años, fue 
“la desmovilización previa de los paramilitares” 
 
De tal manera que, ocuparse de las AUC no constituye un capricho ni una elección al 
azar, menos aún una preferencia personal de ningún tipo. Sino al intento de esbozar un 
análisis de los posibles caminos de la paz colombiana. Intentando hacerlo desde la 
realidad en marcha y no solamente desde premisas meramente teóricas. Los diálogos 
entre el Gobierno y las AUC es lo que tenemos delante. Es el proceso real que muestra 
realidades concretas. Cuestionadas?, Si. Pero reales. Y desde allí intentamos nuestro 
trabajo. La paz entendida entonces como un objetivo amplio. Nunca será válida esta paz 
si se intenta construirla parcialmente. 
 
La hipótesis que marcará el rumbo de nuestro trabajo se centra en la siguiente 
afirmación: avanzar en la desmovilización real y efectiva de los grupos paramilitares en 
Colombia abre el camino para una paz más amplia que incluye necesariamente a todos 
los actores armados ilegales (FARC y ELN). 
 
Es por todo lo antes mencionado que esta investigación está destinada a estudiar la 
propuesta de paz de los colombianos, sus propósitos y alcances.  
Acercarse al análisis de la naturaleza del proceso de paz con las Autodefensas Unidas de 
Colombia (AUC), su fundamento, problemas, dudas y logros, aproximarse a percibir el 
rol del Estado colombiano dentro de esta propuesta, estudiar la naturaleza de las AUC y 
su incidencia en la vida nacional y regional, analizar el papel de la Comunidad 
Internacional y su actitud frente al conflicto; y el mandato de la OEA, sus objetivos, 
funciones, limitaciones; la realidad de las víctimas del conflicto, las secuelas más 
importantes del mismo en los niños, lo que representan las minas, los desplazados. 
 
El reconocer e interesarse por esta realidad y desarrollar esta tesis monográfica basada 
en esos elementos, nos conduce de alguna manera a demostrar solidaridad hacia el 
pueblo colombiano, que desgraciadamente está solo en esta partida porque se anteponen 
prevenciones y prejuicios a la ayuda necesaria y al respaldo. 
 
Solidaridad, por que el proceso en sí representa un enorme desafío, peligros y dudas por 
la enorme complejidad nacional e internacional que representa el conflicto. Es necesario 
conocerlo de cerca, de ser posible, desde dentro mismo. Desde sus actores reales, desde 
las comunidades afectadas por la violencia, por todo esto, esta tesis es un intento de 
aproximación. 
 
Una vez reconocida esta realidad podremos tener la capacidad de evaluar críticamente la 
información existente acerca del conflicto, muchas veces realizada desde los parámetros 
de la controversia ideológica y política y no desde la realidad misma. La oportunidad de 
verlo desde la misma Colombia, es una oportunidad única de intentar comprenderlo 
mejor. 
 
Si logramos conocer mejor el conflicto, tendremos la posibilidad de comprenderlo 
mejor como realidad, necesidad y anhelo de un pueblo hermano al que solo hasta ahora 
le deseamos buena suerte en este desastre de muerte y crimen organizado. Esta tesis 
monográfica representa una manera de dar un testimonio de acercamiento con los 
colombianos, especialmente con aquellos que sufren la violencia día a día. Representa la 
oportunidad de despertar interés y conciencia a aquellos que se creen ajenos al drama y 
actúan con desdén e indiferencia, pensando que no les pertenece. 
 
El conflicto colombiano no ha sido un tema fácil de abordar, existen diversas 
interpretaciones del mismo, generalmente inspiradas en enfoques ideológico o políticos, 
y determinadas por la ubicación personal o grupal respecto a algunos de los actores del 
mismo.  
 
Es difícil no verse involucrado con estos enfoques. El material de consulta generalmente 
está afectado por estas visiones. En Colombia se es pro-guerrilla o pro-AUC, y de esas 
definiciones es difícil escapar. Sin embargo, sí intentamos escapar de estas 
clasificaciones y nos centramos en el sujeto principal de la paz, justicia y de la 
posibilidad de una Colombia mejor, es posible que le erremos en menor medida. Este 
sujeto es la población colombiana, especialmente la que ha sufrido y sufre la violencia 
constantemente. Esta población no tiene tiempo para reflexionar sobre el conflicto, 
simplemente lo vive. Es allí donde podemos encontrar criterios, opiniones y líneas de 
acción que nos den la clave de la paz y la reconciliación en Colombia. 
 
Sí el Gobierno, con el apoyo de la OEA logra avanzar en la desactivación del aparato 
militar de las AUC, se habrá dado un paso enorme en la búsqueda de la paz colombiana. 
Sí se logra recuperar, mediante la presencia permanente de la fuerza pública, los 
territorios hasta entonces controlados por esta agrupación y se restaura la 
institucionalidad, se podrá apuntar a consolidar la paz deseada. Sí los hombres que 
estuvieron alzados en armas se reinsertan favorablemente a la vida civil, los 
colombianos abrirán un espacio a la justicia.  
 







A. ELEMENTOS DETONANTES DE LA VIOLENCIA EN COLOMBIA 
Y PROCESOS DE PACIFICACIÓN DESARROLLADOS  
 
El surgimiento e impulso de las alternativas insurgentes tiene como telón  de 
Fondo el papel del Estado y sus diferentes manifestaciones, así como también la ausencia 
total o casi total del mismo en amplias áreas del territorio colombiano.  
 
Cuando no existen instituciones que velen por la seguridad y administren la justicia, la 
violencia se generaliza y se privatiza a favor de grupos que, con distintas motivaciones, 
surgen inspirados de diferentes maneras y con apoyos de disímiles sectores políticos y 
económicos, pobladores, comunidades enteras, municipios e incluso departamentos que han 
vivido al margen del Estado. Y, como consecuencia, sufrieron la presión armada de 
diferentes actores desde tiempos remotos. Guerrilleros de los Llanos Orientales en los años 
50, guerrillas en las zonas montañosas desde la década del 60 y 70, autodefensas 
campesinas y manifestaciones paramilitares en los últimos 20 años. Todo ello, casi sin 
solución de continuidad. Un Estado centralizado, controlado por elites conservadoras o 
liberales, alejadas de la realidad de las poblaciones del interior del país. Una geografía que 
define a Colombia como uno de los tres países con mayor complejidad territorial del 
mundo. La configuración de regiones con una visión de autonomía basada en la 
marginación política y económica. Todo ello ha cimentado el surgimiento y sostenimiento 
de manifestaciones armadas con diferente caracterización, composición y objetivos. 
 
 
                        1. La Violencia (1948-1957) 
 
      El asesinato del líder liberal Jorge Eliécer Gaitán1, proveniente de los movimientos por 
la reforma agraria y laboral, y principal candidato a la presidencia de la república, el 9 de 
abril de 1948 en Bogotá, fue el punto de partida de la violencia política en Colombia. 
 
Este hecho produce una revuelta popular, la sublevación por parte de la policía y una 
masiva ola de destrucción y saqueos en la capital.   
                                                 
1 Ver foto. Anexos C: Índice de Fotografías 
Esto fue conocido luego como “el Bogotazo”. El ejército no tardó en retomar el control de 
la situación de una forma violenta. La mayoría de la policía de Bogotá fue destituida y parte 
de ella procesada. El saldo fue dramático, la capital quedó semidestruida, hubo cerca de 
cinco mil muertos considerando que en aquel entonces Bogotá contaba con una población  
de alrededor de los seiscientos mil habitantes. 
 
¿Qué significaba Gaitán en la sociedad colombiana para que la misma reaccionara de la 
manera que lo hizo ante su asesinato?; Esta personalidad llegó a ser uno de los mejores 
penalistas y políticos de su época. Su astucia, habilidad política y la enorme capacidad de 
comunicación social, lo convirtieron en un verdadero caudillo que despertó la admiración y 
se entronizó en el corazón de su pueblo. 
 
La vida de Gaitán se convirtió para los colombianos de todas las generaciones en una 
lección de carácter, de patriotismo, de desinterés y de trabajo. Se había convertido en un 
animador de masas, en un héroe, en un animador de almas. 
 
Dicho levantamiento popular produce la generalización de hechos violentos en todo el país. 
Más tarde este proceso sería conocido como “La Violencia”, que dejaría un saldo estimado 
de doscientos mil muertos. 
 
Al año siguiente, en 1949, dos destacados miembros del partido liberal y conservador son 
asesinados lo cual produce la abstinencia del partido liberal en las elecciones presidenciales 
de 1950 por considerar que no estaba garantizada la transparencia del proceso electoral. Las 
elecciones la ganaría sin oposición alguna el candidato conservador Laureano Gómez2, uno 
de los más caracterizados líderes del Partido Conservador. Para algunos sectores con 
argumentos bastantes sólidos, la elección de Gómez fue antidemocrática a causa de dicha 
abstinencia y generó que el candidato electo subiera a la presidencia con un elevado déficit 
de gobernabilidad considerando que se encontraba frente a un país de mayoría liberal. 
 
En 1951 se recrudece la violencia. El entonces presidente Gómez sufre una trombosis y  
entrega el poder a su copartidario Roberto Urdaneta Arbeláez.   
 
                                                 
2 Presidente de la república (1950-1951). Periodista, político y diplomático. Durante su gobierno pretendió dar 
un nuevo orden al país. Convocó a una asamblea nacional constituyente con la que buscó crear mecanismos 
para desarrollar sus ideas acerca del Estado. 
Dos años más tarde y con el fenómeno de la violencia presente, el general Gustavo Rojas 
Pinilla3 lidera un golpe militar contra el gobierno Conservador. “El 13 de junio cayó 
Laureano y Rojas Pinilla salvó al colombiano”. Esa fue la consigna que se popularizó aquel 
sábado de 1953, cuando el general, Rojas Pinilla, asumió el mando presidencial, 
protagonizando el único golpe militar en la historia del Siglo XX en Colombia. Este 
período de régimen militar en Colombia culminaría en 1957, cuando se consolida un paro 
nacional liderado por industriales, comerciantes y universitarios que tres días después de 
iniciado el mismo lograban derrocar a Rojas Pinilla el 10 de mayo de ese mismo año. 
 
En un referendo llevado a cabo en diciembre de 1958, los votantes aceptan un nuevo 
esquema, el Frente Nacional, el cual se instituyó con el objeto fundamental de eliminar las 
causas que habían llevado a Colombia a una década de violencia y dictadura, en donde los 
partidos dominantes (Liberales y Conservadores) se alternarían en el poder por un período 
de cuatro años. 
 
                       2. El Frente Nacional y la emergencia de los grupos  
                           guerrilleros (1958- 1978) 
 
Alberto Lleras Camargo sube al poder como el primer presidente del Frente Nacional4 
(1958-1962).  
 
Durante un período de dieciséis años, los dos partidos se turnan la presidencia. En los 
siguientes veinte años, se reparten entre ellos todos los cargos del gobierno y de los 
organismos legislativos. 
 
El período del Frente Nacional (FN) marco la vida política del país hasta la actualidad por 
su desafortunada fórmula «salvadora de paz» y de alternancia del poder entre los dos 
partidos históricos (liberal y conservador) durante dieciséis años (1958-1974), pero, 
principalmente, por sus actuaciones de exclusión y represión política a terceros partidos, 
movimientos y protestas sociales, organizaciones y agremiaciones de base. 
 
Por otra parte, la imagen heroica del Che Guevara y poco después la del padre Camilo 
Torres Restrepo que, convencido de que el cristianismo bien entendido suponía la creación 
                                                 
3 Gobernó con el lema “Paz, Justicia y Libertad”. 
4 Ver foto. Anexo C: Indice de Fotografias 
de una sociedad justa e igualitaria, inspiraría a los grupos guerrilleros colombianos en su 
abierta oposición al pacto bipartidista del FN. 
 
En 1964 surge el Ejército de Liberación Nacional (ELN), de orientación castrista, y 
establece su primer centro guerrillero en el sur de Santander. Ese mismo año, el ejército, 
que estaba a cargo de mantener el orden público en todo el país,  ataca a grupos de 
autodefensas campesinas. Estos grupos armados (catalogados como Repúblicas 
Independientes) tuvieron sus inicios en 1949 y se fundamentaron a partir de los llamados de 
la dirección comunista contra los ataques de movimientos reaccionarios del Gobierno. Es la 
época del ataque militar a la Marquetalia5 (considerada una de las “Repúblicas 
Independientes”). Su ocupación se inicio con la disponibilidad de dieciséis mil hombres, 
armados y equipados con instrumentos de guerra y algunas piezas de artillería para tender 
un cerco alrededor de esta región en los departamentos de Huila, Valle del Cauca y el Sur 
del Tolima y, de esa manera, ir estrechando ese cerco hasta lograr la aniquilación del 
núcleo campesino.  
 
Este evento constituyó la formación de guerrillas móviles por parte de estos grupos, 
creando así el Bloque Sur, que es el eje central del nacimiento de las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC)6 
 
En 1966 las FARC se forman oficialmente en la Segunda Conferencia del Bloque Sur. 
 
En 1967 surge el Ejército Popular de Liberación (EPL), una fracción del Partido 
Comunista. Esta agrupación prosperó en determinadas zonas del país con el apoyo de las 
llamadas “Juntas Patrióticas”, organizadas con el campesinado. Estas juntas alcanzaron a 
actuar como gobiernos locales, imponiendo los precios del tabaco, del fríjol y del maíz, de 
las materias primas agropecuarias y celebrando matrimonios.  
 
El 19 de abril de 1970, el general Gustavo Rojas Pinilla participa nuevamente como 
candidato a la presidencia por el partido Alianza Nacional Popular (ANAPO), pero fue 
derrotado por un estrecho margen por el candidato del Frente Nacional, Misael Pastrana 
Borrero7. 
                                                 
5 Ver mapa Anexo A: Indice de mapas 
6 Ver mapa de ubicación en Anexos Capitulo I 
7 Político conservador, fue presidente de la república durante el período 1970-1974. Su lema fue “Frente 
Social”, su propósito como presidente fue integrar al país marginado con el país participante. 
Se consideró que el recuento de votos en esas elecciones fue un fraude y se crea en 1973 el 
Movimiento 19 de Abril (M-19) adoptando la fecha de la elección por nombre. Los 
orígenes políticos de esta agrupación se encuentran en sectores provenientes de las Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), sectores independientes de la clase media 
y partidarios de ANAPO quienes estaban descontentos con el denunciado fraude electoral 
de 1970. 
 
Tanto el ELN, el M-19 y el EPL eran movimientos liderados por intelectuales urbanos, 
exponentes típicos de los grupos guerrilleros emergentes en América Latina durante la 
década de los sesenta. 
 
Las elecciones presidenciales de 1974 pusieron punto final a la alianza del Frente Nacional 
ya que los candidatos Liberales y Conservadores participaron por separado. 
 
3. Turbay y el fracaso del modelo represivo (1978-1982) 
 
En 1978, Julio César Turbay es elegido presidente de Colombia. Durante su gobierno se 
aprueba el Estatuto de Seguridad, el cual le permite a las Fuerzas Armadas arrestar y 
procesar a los civiles en tribunales militares. 
 
En 1979, el M-19 se roba más de cinco mil armas del Cantón Norte de Bogotá. Al año 
siguiente, un comando del M-19 se toma la embajada de República Dominicana durante 61 
días, lo cual genera negociaciones entre el gobierno y los guerrilleros para la liberación del 
cuerpo diplomático. Esta es la primera negociación entre el gobierno y la guerrilla desde el 
período de la violencia. 
 
En 1981, se firmó la "ley de amnistía", orientada a facilitar la entrega de ciudadanos 
levantados en armas, pero no tuvo gran acogida, por esto el presidente Turbay constituye 
una Comisión de Paz encabezada por el ex presidente Carlos Lleras Restrepo la cual 
finaliza al año siguiente. 
 
En 1982, en Puerto Boyacá8, políticos locales, empresarios, hacendados y narcotraficantes 
crean el grupo Muerte a los Secuestradores (MAS), para exterminar a las guerrillas locales 
como represalias por los secuestros contra ellos y sus familiares. 
                                                 
8 Ver mapa de ubicación Anexo A: Índice de mapas 
Ese mismo año fue elegido como presidente de la república el político conservador 
Belisario Betancur. Establece una Comisión de Paz con todos los partidos para comenzar 
diálogos entre las fuerzas políticas y los grupos guerrilleros. En diciembre de ese año, el 
gobierno aprueba una ley de amnistía que no exige como requisito el desarme.  
 
En enero de 1983, la Comisión de Paz comienza contactos con las FARC. En octubre, el 
presidente Betancur se reúne con líderes del M-19 en España.  
 
En 1984 surge el Comando Quintín Lame9, el cual desarrolló su accionar en el 
departamento de Cauca y ligó su lucha a las reivindicaciones de las comunidades indígenas 
de esa región. 
 
Ese mismo año se firma un cese al fuego bilateral entre la Comisión de Paz del gobierno y 
las FARC, de igual forma el M-19, el EPL y los destacamentos disidentes del ELN (El 
Simón Bolívar y El Antonio Nariño) firman acuerdos de cese del fuego con la Comisión de 
Paz, Diálogo y Verificación. Otras facciones del ELN lo harían al año siguiente.  
 
En febrero de 1985 culmina el diálogo nacional sin mucho éxito. En marzo de ese año, las 
FARC crean su frente político, La Unión Patriótica (UP) tras una tregua pactada con el 
presidente Betancur, para participar en las elecciones sin dejar la lucha guerrillera. En 
junio, el M-19, crea “campos par la paz y la democracia” en varias ciudades del país, los 
cuales atraen particularmente a los jóvenes pertenecientes a los barrios pobres. Estos, 
alarman a los líderes empresariales y políticos, así que se prohíben. En julio, tras el 
asesinato de uno de los líderes del EPL, el M-19 y el EPL declaran el fin del cese de 
hostilidades. En noviembre, el M-19 irrumpe en el Palacio de Justicia y toma como rehenes 
a un grupo de magistrados de la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, así 
como a un centenar de ciudadanos que a esa hora, 11:40 de la mañana, estaban dentro del 
edificio. Sin poder de negociación, el entonces presidente Belisario Betancur ordenó la 
recuperación del Palacio de Justicia mediante la fuerza, el saldo es trágico, casi un centenar 
de muertos, once magistrados de la Corte Suprema de Justicia y sesenta y cinco 
funcionarios y visitantes, así como el incendio del edificio y la destrucción total de sus 
archivos. Se llegó a decir que en ese entonces esa era una de las mejores Cortes que había 
tenido el país. 
 
                                                 
9 Organización guerrillera indigenista creada en 1984.  
De igual forma se afirmó que con aquella barbarie ocurrida en 6 de noviembre de 1985 la 
tragedia no fue sólo humana sino de poder. Con la ausencia de control estatal, la guerrilla 
de fin de siglo en Colombia cobró plena vigencia.  
 
                          4. Encontrando un modelo parcial para negociar (1986-1991) 
 
Al siguiente año de lo acontecido en el Palacio de Justicia, las FARC firman un nuevo 
acuerdo de paz para extender el acuerdo de cese al fuego de 1984. Virgilio Barco se 
posesiona como presidente de la república en 1986 y crea la Consejería para la 
Reconciliación, Normalización y Rehabilitación.   
 
Ese mismo año, se pone fin a la tregua firmada entre el presidente Betancur y las FARC y 
se da pie a lo que se llamó la “Guerra Sucia” dirigida principalmente a los dirigentes de la 
Unión Patriótica. Durante ese período cerca de dos mil dirigentes de la UP fueron 
asesinados. 
 
En 1987, el M-19 propone la reanudación de los diálogos y la desmilitarización conjunta de 
resguardos y zonas indígenas en el Cauca. La Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar 
(CGSB) se forma con la participación de todos los grupos guerrilleros. 
 
En 1988, cerca de 200 dirigentes de la Unión Patriótica fueron asesinados. En enero de ese 
mismo año, el M-19 anuncia un cese del fuego de seis meses, pero en mayo secuestra al 
líder conservador Álvaro Gómez Hurtado. En julio se realiza una cumbre política para 
resolver la situación y se crea la Comisión para la Convivencia Democrática. En septiembre 
el presidente Barco presenta la “Iniciativa de Paz” y en diciembre anuncia que el gobierno 
iniciará negociaciones con el M-19. 
 
En 1989, el líder del M-19, Carlos Pizarro y el Comisionado para la Paz, Rafael Pardo, 
inician negociaciones en Tolima. En octubre de ese año, el M-19 decide dejar las armas y 
crear un partido político. En noviembre, el gobierno y el M-19 firman un pacto político en 
el que reconocen los resultados de las Mesas de Análisis y Concertación.  
 
En 1990, el M-19 firma un acuerdo para su desmovilización e incorporación en el proceso 
político. Bernardo Jaramillo, candidato a la presidencia por la Unión Patriótica, es 
asesinado. En abril de ese año, Carlos Pizarro, líder del M-19 y candidato a la presidencia, 
es asesinado. 
Entre mayo y junio, el gobierno de Barco declara su deseo de dialogar con el EPL, PRT y el 
Quintín Lame. Se realizan reuniones iniciales y se inicia un proceso de diálogo con cada 
grupo por separado. 
 
En agosto, asume la presidencia César Gaviria Trujillo y continua con los procesos de paz 
con el EPL, PRT y el Quintín Lame. 
 
En 1991, el PRT firma un acuerdo de paz con el gobierno. Se firman acuerdos similares con 
el EPL y el Quintín Lame en el primer semestre.  
 
En junio, comienzan las negociaciones entre el gobierno y la CGSB, el inicio de los 
diálogos comienzan en Caracas. Se desarrollan dos rondas de diálogos.  
Las negociaciones continúan, pero hay un intervalo violento entre julio y agosto. En 
septiembre, se desarrollan la tercera y cuarta ronda de diálogos en Caracas. 
 
En 1992, se reanudan las negociaciones entre el gobierno y la CGSB en Tlaxcala, México. 
En junio, se rompen estos diálogos por la muerte en cautiverio del  
ex ministro Argelino Durán, secuestrado por una disidencia del desmovilizado EPL. 
 
En 1993 y a pocos meses de haber escapado de una prisión de Medellín, Pablo Escobar, 
jefe del Cartel de Medellín, le declara la guerra al gobierno y comienza una ola de 
asesinatos dirigida principalmente a jueces, policías, entre otros. Se dice que Pablo Escobar 
estuvo involucrado de igual forma en la masacre desarrollada dentro del palacio de justicia. 
En diciembre de ese mismo año y luego de un complejo operativo, la policía antinarcóticos 
da de baja a Pablo Escobar. 
 
En 1994, las CRS10 firman un acuerdo de paz con el gobierno. Así mismo lo hacen las 
milicias urbanas de Medellín, siguiendo el modelo utilizado con los grupos guerrilleros. El 
Frente Francisco Garnica firma un acuerdo de desmovilización y reinserción. En agosto, 
Ernesto Samper, candidato por el Partido Liberal, es elegido presidente. Pide negociaciones 
con todos los grupos guerrilleros y en noviembre, comienzan los preparativos para un 
proceso de negociación. 
 
                                                 
10 La Corriente de Renovación Socialista (CRS) es producto del rompimiento político y orgánico que se 
presentó en 1990 en las filas del Ejército de Liberación Nacional (ELN). Luego de su desmovilización se 
transformó en una organización política con reconocimiento legal. 
En 1995, la administración Samper sufre una severa crisis política al ser acusada de que su 
campaña presidencial se financió con dinero del narcotráfico. En agosto de ese año la 
Iglesia Católica busca alternativas para la paz. 
 
En 1996, las FARC lanzan un ataque en la base militar de Las Delicias, Putumayo, la base 
es destruida, 54 soldados mueren y 60 son capturados (las FARC en la actualidad tienen 
mas de tres mil personas secuestradas). En octubre de ese año, 2,5 millones de niños 
participan en el Mandato de los Niños por la Paz. 
 
En 1997, Carlos Castaño, líder de las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá 
(ACCU), forma una coalición nacional de grupos paramilitares, las Autodefensas Unidas de 
Colombia (AUC), pero es importante aclarar que, sobre el origen de las AUC existen 






























II. LAS AUTODEFENSAS O PARAMILITARES 
 
A. Origen de Las Autodefensas Unidas de Colombia 
 
Como se mencionó en el capítulo anterior, establecer los antecedentes de los grupos 
paramilitares en Colombia puede generar una amplia discusión acerca de la continuidad del 
proceso histórico de esta organización. Más allá de eso, es indudable que algunas 
presencias territoriales son constatables a lo largo de muchos años y han dado perfiles 
característicos a muchas de las agrupaciones aún existentes. 
 
Sobre el origen y la evolución de los grupos armados irregulares que en Colombia se 
denominan en la actualidad “paramilitares” (nombre dado por la guerrilla a esta 
agrupación por considerar que son un grupo clandestino del ejercito colombiano) y 
“contrainsurgentes”, optaremos por llamarlos “grupos armados al margen de la ley” 
para no entrar en debates, existen diferentes enfoques sobre el origen del mismo, pero 
tomaremos tres versiones:  
 
- una que es la versión “oficial” que aparece en varias publicaciones emitidas por 
entidades del Estado colombiano;  
- otra es la versión dada por Carlos Castaño;  
- y una tercera que ha sido difundida por los organismos nacionales e internacionales 
de Derechos Humanos y donde también más o menos se inscriben los pocos 
trabajos académicos acerca del tema. 
 
El Ministerio de Defensa publicó en Diciembre del 2000 un folleto titulado “Los Grupos 
Ilegales de Autodefensas en Colombia”, que junto con otro folleto hecho por la 
Vicepresidencia de la República; “Panorama de los Grupos de Autodefensas”, sostienen 
que dicho grupo surge del narcotráfico a inicios de los años ochenta. Enfatiza el 
protagonismo del narcotráfico, así como afirma el informe del Ministerio de Defensa: “El 
origen reciente de los actuales grupos de autodefensa se remonta a comienzos de la década 
de los ochenta. En muchas regiones del país empezaron a surgir bandas armadas vinculados 
en su mayoría al narcotráfico ...” (...) “En otras zonas, estos grupos de autodefensa se 
conformaron de manera legal al amparo de las normas vigentes en esos años.”11 
 
                                                 
11 Ministerio de Defensa Nacional: Los Grupos ilegales de Autodefensa en Colombia, 
Bogotá:MINDEFENSA, Diciembre del 2000, pag 8. 
Por su parte la Vicepresidencia sostiene que “La información estadística histórica sobre el 
origen y comportamiento de los grupos de autodefensas permite afirmar que su naturaleza 
es privada y autónoma del Estado.”12 
 
La segunda versión es la de las autodefensas, quienes en tres documentos distintos hablan 
sobre su naturaleza y origen histórico. 
 
El primer documento, “Origen, evolución y proyección de las Autodefensas Unidas de 
Colombia”13, ubica el surgimiento de las autodefensas en la segunda mitad de la década de 
los 70, lo cual culpa a la creciente degradación de la guerrilla, de tal manera que según esta 
versión, la guerrilla fue “sembrando y dejando a su paso una estela de muerte, miseria y 
desolación en el campo colombiano”14. Lo que presenta este documento es la “afiliación 
voluntaria” de miles de campesinos a las AUC generalmente por razones de venganza, 
seguridad, etc. 
 
El segundo documento, el cual es un recuento que hace Carlos Castaño y alias “Ernesto 
Báez” en el libro “Mi Confesión”15 narra en algún detalle el proceso histórico de las 
autodefensas desde el punto de vista personal de Carlos Castaño. De acuerdo con lo 
establecido por Castaño, el origen de las AUC se debió en gran medida al secuestro de su 
padre y posterior asesinato por parte de las FARC. Este documento también hace referencia 
al proceso en Magdalena Medio, y la narcotización de la autodefensa que allí existía lo cual 
desvirtuó el proyecto “honesto” (antisuversivo, no narcotizado). 
 
El tercer documento menos conocido es un artículo titulado “El tercer actor” que aparece en 
Las autodefensas y la paz, libro que salió en 1999.16 Es el único documento hecho por los 
paramilitares que interpreta en algún detalle la dinámica de los 50 años de conflicto armado 
en Colombia y con un lenguaje muy elaborado de un académico profesional, muy diferente 
en el tono que casi cualquier otro texto publicado en nombre de las AUC.17 
                                                 
12 Programa Presidencial de Derechos Humanos y DIH: Panorama de los Grupos de Autodefensas, Bogotá: 
Vicepresidencia de la República de Colombia, Programa Presidencial de los Derechos Humanos y DIH, 2000. 
13 AUC: “Origen, evolución y proyección de las Autodefensas Unidas de Colombia”, AUC:12 de Julio de 
1999, en http://www.colombialibre.net/colombialibre/organización_institucional.htm 
14 AUC: “Origen, evolución y proyección de las Autodefensas Unidas de Colombia”, op. Cit. 
15 Aranguren Molina, Mauricio: Mi Confesión: Carlos Castaño revela sus secretos, Bogotá, Editorial Oveja 
Negra, 2001. 
16 Castaño Gil, Carlos: Colombia siglo XXI. Las Autodefensas y la Paz, Talleres Colombia Libre, 1999. 
17 No se sabe quien es el autor del texto, puede ser un asesor externo o posiblemente Hernán Gómez 
Hernández, a veces citado de ser “maestro y tutor intelectual de Carlos Castaño”. 
A parte del lenguaje y un nivel de detalle elevado, en muy poco se diferencia de lo que citó 
el primero de estos documentos, el elemento más relevante que presenta es que después de 
haber sido superada la etapa de la infiltración del narcotráfico en el Magdalena Medio, son 
ahora las ACCU (no las AUC) quienes se convirtieron en la nueva vanguardia de su nuevo 
proyecto político, planteado en los siguientes términos: 
 
- “Un proyecto político alternativo, portador de una agenda de propuestas 
encaminadas hacia un modelo de sociedad y de Estado, a través del cual la 
transformación de las estructuras políticas, económicas y sociales abrieran 
espacios hacia la remoción de las causas objetivas que dieron origen y 
pervivencia al fenómeno del conflicto armado interno.”18 
 
Por otro lado, de acuerdo a la corporación Medios Para la Paz (MPP), las Autodefensas 
Unidas de Colombia son una organización nacional armada e irregular, que se opone a la 
guerrilla y a quienes consideran su base social. Dicha organización fue creada en Cimitarra, 
Santander a finales de 1994 en una cumbre nacional de grupos de autodefensas. Allí 
conformaron un Estado Mayor Conjunto19 integrado por los comandantes de los distintos 
frentes y coordinado por Fidel Castaño Gil, jefe de las autodefensas campesinas de Córdoba 
y Urabá, ACCU. De esta manera unificaron fuerzas dispersas para institucionalizarlas como 
un elemento de negociación. 
 
Antes de continuar es necesario conocer lo que son las ACCU. 
 
Éstas, están comandadas por un jefe y tienen un Estado mayor conjunto compuesto por 
representantes de los Frentes de Choque, Grupos de Apoyo y Juntas Locales de 
Autodefensas. Cuenta con un Estado Mayor regional compuesto por representantes de 
Bloques.  
 
Las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU) fueron creadas formalmente 
en 1991; son grupos armados integrados en su mayoría por campesinos de la región cuyas 
familias han sido víctimas de la guerrilla. En sus inicios fueron dirigidas por Fidel Castaño 
Gil, ex integrante del Cartel de Medellín  posteriormente miembro de los “PEPES” 
(Perseguidos por Pablo Escobar), a quien sucedió su hermano Carlos. 
                                                 
18 Castaño Gil, Carlos: Colombia siglo XXI. Las Autodefensas y la paz, Talleres Colombia Libre, 1999, 
pag24. 
19 Ver conformación de los bloques en anexo D: Índice de Tablas y Organigramas 
Regresando al elemento AUC, Medios para la Paz (MPP) sostiene que estás propugnan una 
negociación política de paz, en igualdad de condiciones con las guerrillas, argumentando 
que su lucha es anticomunista y que buscan erradicar  a la insurgencia. 
 
De igual forma reconocen que sus grupos de Puerto Boyacá, Cundinamarca y Meta, 
estuvieron controlados por el Cartel de Medellín, pero aducen que ya no están ligados al 
narcotráfico y sostienen que sus grupos son financiados exclusivamente por ganaderos y 
hacendados. Su objetivo militar es hacer presencia en donde opere la guerrilla, 
enfrentándola, según ellos, con sus mismas armas. 
 
El núcleo de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), cuenta con cerca de un millar 
de hombres organizados en trece columnas móviles. Los demás, unos 4.500, son grupos 
privados de vigilancia armada sin mayor capacidad operativa. 
 
Las interpretaciones simplistas sólo sirven para conformar una lectura sin compromiso real 
con la búsqueda de la verdad. Las visiones demasiado impregnadas por ideologismos o por 
las disputas políticas internas que se generan a raíz de los fenómenos de la violencia, no 
ayudan a comprender la realidad. Esto, es aplicable a los grupos guerrilleros como también 
a las Autodefensas o paramilitares. 
 
 Sea como fuere, dentro de las AUC, se ha ido gestando un discurso político, social y 
económico. Discurso que llevó hace tres años aproximadamente a considerar seriamente la 
posibilidad de abandonar la opción violenta y apostar a la vía institucional. Carlos Castaño 
y Salvatore Mancuso encabezaron este discurso y asumieron posiciones frente a la 
posibilidad de iniciar diálogos con el gobierno para explorar esta vía. 
 
Encuestas realizadas por Cid Gallup revelan que los grupos armados al margen de la ley 
tienen escasa aprobación entre la población colombiana. En cuanto a la guerrilla no llega al 
2%, los paramilitares poseen un 7%. Dichos sondeos fueron realizados durante el tercer 
trimestre del 2004. 
 
Dicho sondeo se realizó principalmente en las zonas controladas por los paramilitares y 
tomando en cuenta opiniones y manifestaciones, así como también información calificada, 
se podría afirmar que existe una actitud de apoyo importante. Aunque ese “apoyo” esté 
basado en un control muy acentuado y en el temor.  
 
Dentro de todo esto, es evidente la enorme debilidad estatal en las zonas donde operan tanto 
los grupos de izquierda así como los de derecha y desgraciadamente la población civil es la 
que se encuentra en medio de estos dos frentes.  
 
B. Posición de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) con respecto al 
Proceso de Paz 
            Antes de que el Presidente Álvaro Uribe Vélez asumiera el cargo de Presidente de la 
República, los grupos de autodefensa habían manifestado públicamente su deseo de 
participar en un proceso de negociación con este Gobierno. 
 El 21 de junio de 2002, Carlos Castaño y Salvatore Mancuso declararon su intención de no 
ser un obstáculo para la lucha contra la violencia y la solución negociada al conflicto y se 
comprometieron a cesar sus acciones ofensivas y a abandonar el narcotráfico en el 
momento en que las FARC hicieran un cese nacional de hostilidades.  
En el mes de agosto de 2002, sólo a 5 días de posesionado en el poder, es publicado un 
comunicado de las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá, donde reafirman su 
voluntad de paz y manifiestan que están dispuestas a respetar y facilitar un proceso de paz 
serio entre el Gobierno y las guerrillas, de igual manera, anuncian la disposición de la 
organización para iniciar un proceso de reinserción de sus miembros cuando el Gobierno lo 
considere necesario.  
Entre los meses de agosto y noviembre del año 2002, el Gobierno Nacional se dedicó a 
revisar y reestablecer los contactos que el Gobierno anterior había dejado con los grupos de 
autodefensa. A través de la mediación de la Iglesia Católica reactivó los puentes ya 
establecidos y ratificó el cese de hostilidades como condición principal para iniciar un 
proceso de negociación.  
A mediados del mes de octubre de 2002, en carta enviada al Presidente, el Bloque Central 
Bolívar, el Bloque Vencedores de Arauca y el Bloque Putumayo de las Autodefensas 
Campesinas de Colombia, manifiestan su decisión de acogerse a la iniciativa de paz del 
Gobierno y solicitan la intervención de la Iglesia Católica en el proceso. Un día después, 
los principales comandantes de las AUC manifiestan su sincera voluntad de paz y su interés 
de avanzar en un proceso de negociación política con el Gobierno Nacional.  
En noviembre del mismo año, se realizan las primeras reuniones formales de este Gobierno 
con los bloques de autodefensa interesados en concretar una negociación y tres de éstos, las 
Autodefensas Unidas de Colombia (1 de diciembre), el Bloque Central Bolívar (5 de 
diciembre) y la Alianza Oriente (8 de diciembre) se comprometen a decretar un cese de 
hostilidades a partir del mes de diciembre, en cumplimiento de los requisitos exigidos por 
el Gobierno. Sólo queda excluido de esta iniciativa el Bloque Metro, que aunque pertenece 
a las AUC, no apoya este proceso.  
En respuesta a lo anterior, el 23 de diciembre de 2002, el Alto Comisionado para la Paz, 
Luis Carlos Restrepo, anuncia públicamente la conformación de la Comisión Exploratoria 
encargada de iniciar contactos con los grupos de autodefensa que manifestaron su voluntad 
de paz y se acogieron al cese de hostilidades exigido por el Gobierno. Sus miembros, 
Gilberto Alzate Ronga, Eduardo Espinosa Faciolince, Carlos Franco, Jorge Ignacio 
Castaño, Juan B. Pérez y Ricardo Avellaneda, reciben del Alto Comisionado las directrices 
generales del Gobierno respecto al tema.  
El 9 de enero del 2003, el Presidente de la República recibe a los miembros de la Comisión 
Exploratoria y al Alto Comisionado para la Paz Luis Carlos Restrepo. Se definen, como 
objetivos de la fase exploratoria: exigir la liberación de todos los secuestrados en poder de 
estas organizaciones, la desvinculación de todos los menores que integren sus filas, el 
retorno de desplazados a zonas de influencia de las autodefensas, y el respeto por la vida de 
sindicalistas y miembros de organizaciones no gubernamentales. Estas metas son 
planteadas por el Alto Comisionado para la Paz y la Comisión Exploratoria , el 22 de enero, 
durante la primera reunión con las Autodefensas Unidas de Colombia.  
El 23 de enero, en comunicación escrita dirigida a la Dirección Política y Militar de las 
AUC, el Bloque Élmer Cárdenas manifiesta su decisión de retirarse de los acercamientos 
exploratorios con el Gobierno nacional. José Alfredo Berrío (El Alemán), máximo 
comandante de este bloque sostiene que, tras haberse dado la primera reunión entre las 
AUC y la Comisión Exploratoria , no están dadas las condiciones para que su grupo avance 
en un proceso de diálogos que garantice seguridad y tranquilidad a todos colombianos. 
Igualmente, se muestra escéptico frente a las garantías y el tratamiento digno que el 
Gobierno pueda ofrecer a sus hombres.  
No obstante, la fase exploratoria continuó, definiendo como objetivo principal de ésta 
lograr la disminución de los niveles de violencia y el respeto de los derechos fundamentales 
de la población civil por parte de los grupos de autodefensas.  
En desarrollo de esta fase, el día 11 de junio de 2003 en jurisdicción del municipio de 
Cáceres (Antioquia), representantes de la Oficina del Alto Comisionado para la Paz en 
compañía de miembros de la UNICEF y el ICBF, reciben 40 menores integrantes del 
Bloque Central Bolívar.  
A la entrega se suman 15 menores más, vinculados al programa de reinserción días antes. 
El día 26 de junio en Puerto Gaitán (Meta), las Autodefensas del Meta y Vichada hacen 
entrega de otros 15 menores.  
La Comisión Exploratoria y el Alto Comisionado para la Paz , se reúnen el día 17 de junio 
con el Presidente de la República. Los miembros de la Comisión rinden el informe final de 
la etapa exploratoria del proceso. Recomiendan: avanzar en los diálogos, previo 
cumplimiento total y verificable del cese de hostilidades; exigir a estas organizaciones el 
abandono de actividades como el narcotráfico, el secuestro, la extorsión y el robo de 
gasolina; acordar formulas para la concentración de fuerzas de las autodefensas; solicitar el 
acompañamiento de la comunidad internacional y continuar con las labores de facilitación 
de la iglesia católica, entre otros puntos.  
Los días 14 y 15 de julio en Tierra Alta (Córdoba), el Alto Comisionado para la Paz , los 
miembros de la Comisión Exploratoria y delegados de la Iglesia Católica , se reúnen con 
los representantes de las Autodefensas Unidas de Colombia. Las partes suscriben el 
"Acuerdo de Santa Fe de Ralito para contribuir a la paz de Colombia". En éste, las 
Autodefensas Unidas de Colombia se comprometen a desmovilizar gradualmente la 
totalidad de sus miembros, estableciendo el 31 de diciembre de 2005 como fecha límite 
para cumplir con este propósito.  
El Gobierno se compromete a adelantar las acciones necesarias para reincorporarlos a la 
vida civil. Igualmente, se acuerda establecer zonas de concentración para facilitar la 
desmovilización gradual. Entre otros puntos, las autodefensas ratifican su compromiso con 
el cese de hostilidades, y se hace un llamado conjunto para convocar la solidaridad y apoyo 
de la comunidad nacional e internacional.  
Con el Bloque Central Bolívar, el Gobierno Nacional acordó el 8 de noviembre de 2003, 
que la desmovilización de sus miembros se hará de manera masiva y simultánea, antes de 
que finalice este Gobierno. Igualmente, la organización manifiesta su voluntad de mantener 
y perfeccionar el cese de hostilidades, y su interés por permitir la intervención y 
participación de las comunidades en el proceso. Se acuerda, iniciar un trabajo conjunto 
entre las partes para tratar el tema de las garantías jurídicas, las concentraciones y el trabajo 
político y pedagógico al interior de la organización.  
Por último, el Bloque Central Bolívar manifiesta su disposición de integrar una mesa única 
de negociación.  
Así mismo, el 13 noviembre de 2003, el Gobierno Nacional en cabeza del Alto 
Comisionado para la Paz , suscribe un acta de compromiso con la Alcaldía de Medellín. En 
esta, el Gobierno Central asume la responsabilidad en la dirección del proceso de 
desmovilización y reincorporación del Bloque Cacique Nutibara de las AUC, y se establece 
el 25 de noviembre de 2003, como el día de inicio del proceso de reincorporación de este 
Bloque. La Alcaldía , en conjunto con el Gobierno Nacional, se compromete a buscar 
opciones y oportunidades para las personas reincorporadas. Como resultado de los avances 
de paz con el Bloque Cacique Nutibara, este mismo día, se hizo entrega a las autoridades 
regionales y representantes del Gobierno Nacional, de 48 menores integrantes de esta 
organización.  
Dando cumplimiento a lo acordado en el Acuerdo de Santa Fe de Ralito y al Acta de 
Compromiso suscrita entre el Gobierno Nacional y la Alcaldía de Medellín, el día 25 de 
noviembre de 2003, 874 integrantes y dirigentes del Bloque Cacique Nutibara de las AUC, 
ante autoridades nacionales e instancias internacionales, hicieron entrega formal de armas 
en la ciudad de Medellín. Por un periodo de 21 días, se beneficiarán de un programa de 
reeducación e inducción a la civilidad en el Centro de Convivencia y Paz de la Oficina del 
Alto Comisionado para la Paz , ubicado en la Ceja-Antioquia , y posteriormente iniciarán la 
fase de reincorporación.  
En este mismo sentido, las gestiones de paz del Gobierno Nacional permitieron que el 7 de 
diciembre de 2003, las Autodefensas Campesinas de Ortega, un grupo de 168 hombres, 
autónomo y campesino, se desmovilizaran, entregaran las armas y comenzaran un proceso 









III. REGIONALIZACION DE LA VIOLENCIA EN COLOMBIA 
 
            La idea de la ausencia del Estado no es nueva, y se expresa continuamente en la 
escena nacional colombiana. Es por esto que se la puede catalogar como uno de los 
mayores problemas que ha venido sufriendo ese país.  
 
El origen de la violencia no está en la pobreza ni en la desigualdad, sino en la debilidad 
histórica del Estado para ejercer su autoridad. 
 
La histórica debilidad del Estado colombiano que, de acuerdo a Eduardo Pizarro 
Leongómez, desde sus orígenes en las luchas de Independencia a principios del siglo XIX, 
ha sido incapaz de controlar el conjunto del territorio nacional y, se fue agudizando con la 
opción elegida por los grupos guerrilleros de realizar el desdoblamiento de sus frentes con 
el objeto de ir lentamente copando el conjunto del territorio nacional20. 
 
Dicha debilidad no puede ser asumida como un hecho dado e invariable. El proceso de 
formación del Estado, de acuerdo a Pizarro Leóngomez, no sigue una trayectoria unilineal. 
Como cualquier otro proceso social, tiene altibajos, avances y retrocesos. La época de la 
Violencia representó un período de crisis y decadencia tanto en la autoridad estatal como en 
su capacidad de gestión. El retorno de las instituciones civiles en 1958 constituyó una 
nueva etapa de fortalecimiento estatal que se prolongó, con altibajos, hasta finales de la 
década del ochenta.  
 
Es también en la década de los ochenta que se produce una situación similar a la ocurrida 
en la década del cincuenta – donde el Estado sucumbe parcialmente a causa de la guerra 
civil bipartidista –, como consecuencia de la “doble guerra” – Término acuñado por el ex 
presidente Alfonso López Michelsen21, donde hacía referencia al duro desafío que debió 
enfrentar el Estado con la emergencia del narcoterrorismo del Cartel de Medellín y, a su 
turno, la convergencia de todos los grupos guerrilleros en la (efímera) Coordinadora 
Guerrillera Simón Bolívar –, donde el Estado pone al descubierto sus profundas 
                                                 
20 Pizarro Leongómez, Eduardo, “Una Democracia Asediada – Balance y Perspectivas del Conflicto Armado 
en Colombia”, Bogotá, Grupo Editorial NORMA, 2004, pg 139 (369). 
21 Nació en 1913, se presentó como candidato presidencial en 1982 con Ernesto Samper como su jefe de 
debate, cuando enfrentados Luis Carlos Galán (asesinado) y el ex presidente López, mientras el primero 
rechazaba públicamente en el Parque de Berrio en Medellín el apoyo del narcotráfico a su campaña, el 
segundo lo recibía, junto con su jefe de debate, daba la bendición a la lista que llevó a Pablo Escobar, jefe del 
Cartel de Medellín, al Congreso de la República y aceptaba sus aportes financieros (El Espectador). 
incapacidades ante los constantes desafíos y demandas que desbordan su ya precaria 
capacidad de control y manejo, sobre todo en instituciones claves como son la  justicia y 
seguridad.  
 
Es también durante la década de los ochenta y, a raíz del  desdoblamiento realizado por la 
guerrilla, que se da la primera reunión de ganaderos, agricultores y comerciantes de la 
región de Puerto Boyacá (una de las zonas más golpeada por la violencia), donde alrededor 





Cabe recalcar que a partir de determinadas disposiciones legales de 1965 y 1968 las cuales 
permitían a los ciudadanos portar armas con salvoconductos, surge la primera asociación de 
autodefensas colectiva ACDEGAM (Asociación Campesina de Ganaderos y Agricultores 
del Magdalena Medio). Dichos grupos emergen con la expresa auto-justificación de intentar 
llenar los vacíos estatales.  
 
Durante la década del noventa, las expresiones del derrumbe del Estado eran múltiples. Se 
evidenciaba, sin duda, en las altas tasas de criminalidad. Pero, esta criminalidad desbordada 
era solamente una expresión dramática de la erosión del Estado en el cumplimiento de 
algunas de sus funciones básicas. Por un lado eran notorias las insuficiencias de la Policía 
Nacional, su deterioro era totalmente visible “... revelaciones sobre corrupción a todos los 
niveles, experiencias cotidianas de una policía autoritaria y represiva, indicios sobre el 
involucramiento de policías en robos, acciones de “limpieza social”22 o masacres ...”23.  
 
Frente a esta realidad y similar a lo sucedido en la década del ochenta, las élites deciden 
optar por la seguridad privada dando origen a un auge inusitado de empresas privadas de 
seguridad y vigilancia cuyos miembros llegaron a duplicar el pie de fuerza de la Policía 
Nacional.  
 
A todo esto le seguiría la incapacidad de las Fuerzas Militares para contrarrestar la 
estrategia de expansión de la guerrilla a lo largo y ancho del territorio nacional, lo que da 
lugar a la constitución legal de grupos de autodefensas amparados, como se menciono 
anteriormente, por la ley 48 de 1968 y más tarde, tras la derogación de la ley de Seguridad 
Nacional por parte del presidente Virgilio Barco24, el apoyo a la conformación de grupos 
paramilitares ilegales. Es decir, una privatización de la guerra de contrainsurgencia. De ahí 
que Carlos Castaño, uno de los principales líderes de las Autodefensas Unidas de Colombia 
sostenga que “ Las Autodefensas son una organización contrainsurgente, y aspiramos a que 
donde haya un frente guerrillero, haya un frente de autodefensas. Y como se van perfilando 
las cosas en este país, así va a ser. Porque cada día el Estado, a través de las Fuerzas 
Armadas se muestra más incapaz de controlar ese avance de la guerrilla. Entonces nosotros 
tenemos que ir marchando paralelo a como se vaya perfilando nuestro enemigo”. 
 
De acuerdo a Pizarro Leongómez, la gestación de estos grupos paramilitares tuvo como 
objetivo primordial fortalecer la maquinaria militar al servicio del Estado o de las élites 
(ganaderos, agricultores, empresarios, etc), a un costo menor que la expansión de las 
Fuerzas Armadas regulares. Estos grupos constituyeron un instrumento decisivo en las 
operaciones de contrainsurgencia, sobre todo en las estratégicas zonas rurales ya que 
debido a la incapacidad del control territorial por parte del Estado, los grupos paramilitares 
                                                 
22 Es la llamada purificación moral de la sociedad colombiana mediante la aniquilación física de adictos a las 
drogas, ex convictos, ladrones de poca monta, delincuentes, prostitutas, homosexuales, indigentes y niños 
abandonados a su suerte en las calles. 
23 Pizarro Leongomez.pag 217 
24Durante su mandato Colombia padeció de un agravamiento de la violencia guerrillera y, sobre todo, de la 
generada por los cárteles del narcotráfico. Su gobierno fue criticado por muchos colombianos, líderes 
políticos, comunales,  sindicales, defensores de los derechos humanos y tres candidatos presidenciales como: 
Jaime Pardo Leal, quien fue asesinado en octubre de 1987, Bernardo Jaramillo y Luis Carlos Galán de una 
facción del Partido Liberal. 
en sus distintas modalidades podían suplir la ausencia estatal con un orden 
parainstitucional. De igual manera dichos grupos constituían un instrumento de inteligencia 
local complementarios de los servicios estatales y su existencia le permitía a las fuerzas 
regulares eludir las “tareas sucias” y así disminuir los costos internacionales que implicaban 
los atentados a los derechos humanos, además le facilitaban al Estado llevar a cabo una 
confrontación con la guerrilla con sus propios métodos de la guerra irregular. 
 
Por su parte, Jorge Orlando Melo sostiene que, “ (...) la apelación a los ciudadanos 
identificados con el Gobierno para la realización de tareas de orden militar revelaba una 
insuficiente fuerza del Estado, que no contaba con recursos suficientes para enfrentar en 
forma adecuada la rebelión guerrillera. El tamaño  relativamente pequeño de las Fuerzas 
Militares y las dificultades para financiar su expansión hicieron que los dirigentes civiles de 
Estado consideraran preferible armar provisionalmente a ciudadanos particulares”25 
 
Todo lo anteriormente mencionado, presenta un evidente panorama de subordinación 
creciente del Estado y sus Fuerzas Armadas hacia todo tipo de organizaciones locales de 
seguridad, incluyendo a los grupos de Autodefensas y Paramilitares. Se generó una relación 
de dependencia hacia estas organizaciones, sin las cuales es indudable que el Estado 
hubiera podido ser desbordado. 
 
El mismo Álvaro Uribe Vélez, actual presidente de la República reconoció que la debilidad 
del Estado permitió que muchas organizaciones ciudadanas tuvieran que someterse a la 
guerrilla y refugiarse con los paramilitares. 
 
Pizarro Leongómez por su parte considera que el fenómeno paramilitar es uno de los peores 
errores cometidos por las élites colombianas.  
 
Así lo afirma Juan Linz: un gobierno pierde legitimidad sí “permite a grupos organizados 
con disciplina paramilitar, cuyo propósito es usar la violencia con fines políticos, emerger 
en la sociedad. Tales grupos tienen la propensión de llegar a ser más y más autónomos,  
tienden a desarrollar su propia ideología y propósitos, y en general, tienden a ser 
refractarios a los gobiernos elegido democráticamente” y añade a continuación “Sin duda, 
                                                 
25 Jorge Orlando Melo, “Los Paramilitares y su impacto sobre la política”, en Francisco Leal y León Zámosc 
(eds), Al filo del caos: crisis política en Colombia en los años 80, Bogotá, IEPRI/Tercer Mundo Editores, 
p.482. 
la tolerancia de un régimen democrático hacia la creación de organizaciones paramilitares 
por parte de oposiciones desleales, crea una amenaza muy seria para su existencia ...”26 
 
De todas maneras, es indudable que, sumando todos los factores que dieron lugar a este 























                                                 
26 Juan Linz, “Crisis, Breakdown and Re-equilibration of Competitive Democracies”. 
 
IV. CONSECUENCIAS SOBRE LOS AFECTADOS DIRECTAMENTE POR EL 
CONFLICTO 
 
          En todo conflicto se producen ataques indiscriminados contra las poblaciones civiles, 
que se han convertido en parte de la lógica de la guerra y sufren trágicamente sus 
consecuencias. En las zonas bélicas, la destrucción de infraestructuras y la situación de 
inseguridad dificultan el transporte de suministros sanitarios y ocasionan la falta de agua 
potable, electricidad, comunicaciones, entre otras ocasionando la situación de desamparo 
total de estas poblaciones. 
 
En las zonas en conflicto se produce una recesión económica y un aumento de la pobreza 
que ocasiona desabastecimiento de alimentos, lo que causa desnutrición, sobre todo dentro 
de la población infantil.  
 
Esta es la tragedia que se vive hoy en las regiones que sufren conflictos armados y lo 
importante es reconocer a las víctimas, tratarlas y rehabilitarlas, ofrecerles seguimiento y 
apoyo.  
 
Colombia, no es la excepción, dentro de su conflicto interno que lleva más de cuarenta años 
de duración las principales víctimas de la violencia es la sociedad dentro de la cual se 
contiene a la niñez, los desplazados por el conflicto, los secuestrados y sus familias, 
aquellas poblaciones que sufren en carne propia el conflicto. 
 
Las Minas Antipersonales 
 
Este es uno de los fenómenos propios de conflictos internos. 
 
Utilizadas desde la Segunda Guerra Mundial por combatientes regulares e irregulares como 
dispositivos estratégicos, para obstaculizar o impedir el paso del enemigo, atemorizarlos o 
desorganizarlos, se convierten en armas de efectos indiscriminados puesto que matan o 
mutilan a hombres, mujeres, niños y animales no sólo durante el conflicto, sino también 
durante el curso de muchas décadas después de terminadas las hostilidades27. 
 
                                                 
27 Ver Fotografías en Anexo C: Índice de Fotografías 
Las minas antipersonales son artefactos pequeños, generalmente con apenas medio 
kilogramo de explosivos. Se encuentran entre los dispositivos de guerra más baratos, puesto 
que su producción e instalación no sobrepasan los US$ 30, aunque muchas no cuestan más 
de US$ 3. Fáciles de fabricar y transportar, están al alcance de todo tipo de grupos armados 
al margen de la ley, incluso de la delincuencia común. 
 
Cuántas minas antipersonales se encuentran plantadas o almacenadas en Colombia?, dicha 
pregunta es virtualmente imposible de responder con exactitud. Se cree que la cantidad de 
minas plantadas en territorio colombiano oscila en 70.000, de las cuales las Fuerzas 
Militares habrían instalado 20.000, y el resto por grupos armados al margen de la ley como 
las FARC y el ELN. 
 
El Ejército ha identificado una variedad de minas antipersonales28 utilizadas por los 
diferentes grupos armados al margen de la ley, entre ellas las llamadas Quiebrapatas, que 
se entierran en el suelo para proteger campamentos; las minas tipo sombrero chino 
utilizadas para emboscadas y con un alcance efectivo de 25 metros; las minas tipo cajón, 
compuestas por una caja de madera con una lámina metálica en ángulo para la acumulación 
de gases y para la metralla; la mina tipo abanico, caracterizada por un cono para la 
acumulación de gases y para la metralla, con un alcance efectivo de 10 metros; la mina 
cumbo, instaladas en las ramas de los árboles a una altura de 50 centímetros;  la mina tipo 
claymore, que se instala a  orilla de caminos y  arboledas; y la mina tipo costal, que se 
lanza desde una parte alta hacia el objetivo. Todas estas minas son de fabricación artesanal 
y utilizan explosivos caseros como el nitrato de amonio, aserrín fino, aluminio en polvo, y 
la metralla es integrada con tuercas, tornillos, clavos, grapas y trozos de metal menudo.  
 
Según el Ejercito Nacional, entre 1990 y Junio del 2002, Colombia ha sido víctima de más 
de 1,800 eventos generados por artefactos explosivos colocados por grupos armados y que 
en 411 municipios ubicados en treinta de los treinta y dos departamentos colombianos se ha 
detectado la presencia de dichos artefactos. 
 
Situación de la niñez 
 
            Dentro de toda esta barbarie se encuentra la situación de la niñez, la cual es una de 
las mayores afectadas por la violencia.  
                                                 
28 Ver Fotografía en Anexo C: Índice de Fotografías 
En el conflicto colombiano al igual que en un sinnúmero de conflictos en otros países se dio 
el fenómeno del reclutamiento de niños para participar en el mismo. 
 
¿Qué hay detrás del reclutamiento de niños? 
 
• primero de todo, la perdida de contacto con sus familiares y seres queridos, tras la 
amenaza de muerte en caso de deserción o fuga;  
• segundo, la interrupción del desarrollo de su ciclo vital, es decir, la violación 
incuestionable de su derecho a ser niños o niñas; 
•  tercero, las enfermedades a las que se ven expuestos, no sólo físicas, sino también 
mentales y emocionales;  
• cuarto, la interrupción de la educación, con el reclutamiento se le corta al niño o 
niña la posibilidad de crecer intelectualmente, además le niegan la posibilidad de 
socializar, de adquirir valores y proponerse metas propias de un ser humano 
constructivo. 
 
En un informe publicado el 18 de Septiembre del 2003, Human Rights Watch afirma que en 
Colombia hay más de 11,000 niños combatientes, una de las cifras más altas del mundo, 
sólo en el caso de Birmania (Myanmar) y la República Democrática del Congo se cree que 
existan cantidades significativamente mayores de niños combatientes.  
 
Según el informe de Human Rights Watch, el 80 por ciento de los menores han sido 
reclutados por la guerrilla, las FARC es el grupo con mayor número de menores de edad 
entre sus filas (7,400), seguidos por los paramilitares (2,200) y el ELN (1,480). 
 
De igual manera, Human Rights Watch expone que de cada cuatro combatientes 
irregulares, uno es menor de 18 años. De ellos varios miles son menores de 15 años, la edad 




                                                 
29 El número de niños reclutados por la fuerza o que se alistan voluntariamente en grupos armados aumenta 
paulatinamente, a pesar de que en el derecho internacional humanitario se estipula que "Las Partes en 
conflicto tomarán todas las medidas posibles para que los niños menores de quince años no participen 
directamente en las hostilidades, especialmente absteniéndose de reclutarlos para sus fuerzas armadas. Al 
reclutar personas de más de quince años pero menores de dieciocho años, las Partes en conflicto procurarán 
alistar en primer lugar a los de más edad" (Protocolo I, artículo 77, párrafo 2). 
Los siguientes datos son alarmantes30: 
 
- Como consecuencia de la guerra, al menos un millón cien mil (1,100,000) niños y 
niñas no asisten a las escuelas. 
- Según UNICEF, después de 40 años de conflicto armado interno, se estima que 
catorce mil (14,00) niños y niñas están asociados con las fuerzas de combate en 
Colombia. 
- Más de un millón (1,000,000) de niños y niñas están en situación de 
desplazamiento. 
- Durante el 2001, cada cinco días hubo un niño o niña herido o muerto a causa del 
conflicto armado. 
- En el 2003 se calculó que un promedio de 27,5 niños son secuestrados cada mes. En 
Diciembre del 2002 la Fundación País Libre reportó 357 menores de edad 
secuestrados. Según esta fuente, los menores de edad se han convertido en uno de 
los principales objetivos de los grupos armados ilegales. 
 
Según investigaciones realizadas por la Defensoría del Pueblo, con base en entrevistas 
realizadas a niños, niñas y jóvenes después de su desvinculación de los grupos armados: 
 
- El 18 por ciento ha matado por lo menos una vez. 
- El 60 por ciento ha visto matar. 
- El 78 por ciento ha visto cadáveres mutilados. 
- El 25 por ciento ha visto secuestrar. 
- El 13 por ciento ha secuestrado. 
- El 18 por ciento ha visto torturar. 
- El 40 por ciento ha disparado contra alguien alguna vez. 
- El 28 por ciento ha sido herido en combate. 
 
“Tanto la guerrilla como los paramilitares aprovechan la desesperación 
de los niños pobres de zonas rurales en conflicto. Muchos se incorporan 
para obtener alimentos o protección física, o se alistan por simple 
miedo. Otros son niños de la calle que no tienen a donde ir. Se entrenan 
                                                 
30 Fuentes: Fundación Dos Mundos. (Octubre 12, 2001), Fundación País Libre (Diciembre 16, 2002), 
Organización Watchlist (Febrero 2004) 
a los niños de hasta 13 años, algunos aún más jóvenes, en el uso de 
fusiles de asalto, granadas y morteros”31 
 
El desplazamiento también ha afectado directamente a los niños colombianos, según 
CODHES32,  en los últimos quince años, se han desplazado, como consecuencia del 




            Otro tema de vital importancia dentro del conflicto son los desplazados33. Las 
estadísticas presentan que el 89 por ciento del territorio colombiano está afectado por el 
desplazamiento. Más de un millón (1,000,000) de desplazados internos fueron registrados 
por el Gobierno colombiano entre el 2000 y el 2003. Sólo en el 2003, el Gobierno registró 
más de 172 mil nuevos desplazados. ACNUR afirma que tres de cada cuatro personas en 
situación de desplazamiento interno en Colombia son mujeres o niños.  En los últimos tres 
años y como consecuencia del conflicto interno, cerca de 21 mil colombianos han solicitado 
el status de refugiados en Ecuador. Sólo en el 2003, según CODHES, Ecuador recibió unas 
10,086 aplicaciones de ciudadanos colombianos para el status  de refugiados y Venezuela 
2,386. 
 
Para comprender esta situación se debe entender primeramente lo que es un desplazado.  
 
“Un desplazado es toda persona que se ha visto obligada a emigrar 
dentro del territorio nacional, abandonando su localidad de 
residencia o sus actividades económicas habituales, por que su vida, 
integridad física han sido vulneradas o se encuentran amenazadas, 
debido a la existencia de cualquiera de las siguientes situaciones 
causadas por el hombre: conflicto armado interno, disturbios o 
tensiones interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de 
Derechos Humanos u otras circunstancias emanadas de las 
                                                 
31 Human Rights Watch, en su informe “Aprenderás a no llorar: Niños Combatientes en Colombia” 
(Septiembre 2003). 
32 Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento (CODHES) 
33 Ver Fotografías en Anexo C: Índice de Fotografías 
situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el 
orden público”34. 
 
Dentro del concepto de desplazados podemos encontrar tres escenarios de lo que significa 
el desplazamiento: 
 
1. El desplazamiento intrarregional el cual significa la movilidad hacia pueblos 
cercanos o anexos, donde la concentración de población es mayor. El objetivo de este 
tipo de desplazamiento es ser menos vulnerable a los ataques o amenazas. 
2. El desplazamiento extrarregional el cual significa la movilidad hacia ciudades 
capitales de los departamentos. Este tipo de desplazamiento significa un mayor 
desarraigo y cambios culturales severos y radicales. 
3. El confinamiento en zonas rurales en donde la población se reduce a campamentos 
para preservar sus vidas. Por lo general, ante la violencia subversiva, los pobladores 
buscan protegerse incluso ante la imposibilidad de salir de la región.  
 
Un desplazado debe afrontar una serie de dificultades interrelacionadas con el simple hecho 
de ser un desplazado. Estas dificultades las encuentra en el ámbito laboral, donde se 
enfrenta a un nuevo mercado laboral (el que ofrecen las ciudades) y por lo general su grado 
de educación les impide acceder a dichos trabajos; dificultades al acceso de viviendas, en el 
mejor de los casos logran acudir a familiares, amigos o conocidos que viven en otras 
ciudades o regiones, en otros casos simplemente quedan a la intemperie; problemas 
alimenticios, la precariedad económica produce una deficiencia alimenticia, el acceso a los 
alimentos acostumbrados a consumir se torna complicado ya que su costo es menor en las 
zonas rurales que en la ciudad y generalmente dichos alimentos eran cultivados en sus 
propios hogares;  problemas de salud, el cambio de clima (sobre todo en todo el territorio 
colombiano donde el clima es variado) los expone a diferentes tipos de enfermedades las 
cuales al ser desplazados les resulta difícil de controlar debido al excesivo precio de los 
medicamentos. Así se pueden seguir enumerando un sinnúmero de dificultades que deben 
afrontar las personas que sufren el desplazamiento.  
 
ACNUR, agencia de las Naciones Unidas para los Refugiados, expone cómo el 
desplazamiento interno forzado para las mujeres jóvenes, las niñas, las mujeres indígenas y 
                                                 
34 Definición de desplazados dada en la Reunión Técnica de la Consulta Permanente sobre Desplazamiento en 
América. 
las afrocolombianas supone efectos de ruptura con su cultura, discriminación étnica, e 
irrupción de los actores armados en su vida cotidiana. 
 
Detrás del desplazamiento de una mujer se desencadenan una serie de amenazas tales como 
el reclutamiento, la violencia sexual y violencia de género.  
 
              “Los actores armados ejercen contra las mujeres diferentes 
formas de violencia sexual y de genero que causan afecciones 
psicológicas y sociales profundas. Las mujeres también son 
particularmente afectadas por los bloqueos económicos o de 
movimientos que imponen los actores armados, siendo las 
responsables de la alimentación del hogar. Algunos estudios 
muestran una presencia creciente de las mujeres como 
interlocutoras frente al Estado en nombre de las familias en 
situación de desplazamiento”35. 
 
Las siguientes son cifras de desplazamientos en Colombia36. 
 
- Desde 1985 hasta el 2003 han sido desplazadas más de 3 millones 100 mil personas. 
En el 2002 hubo 412,553 desplazados, 12 por ciento más que en el 2001. 
- El mayor impacto del conflicto recae  sobre las minorías étnicas. Cuatro de cada 
diez  personas internamente desplazadas en Colombia pertenecen a grupos étnicos 
afrocolombianos, buena parte de ellos provenientes de comunidades que han sido 
objeto de las más radicales estrategias de confinamiento aplicadas por los actores 
armados en confrontación. El 33 por ciento de las personas internamente 
desplazadas en Colombia (83,650) pertenecen a comunidades afrocolombianas y el 
5 por ciento del total nacional corresponde a personas pertenecientes a comunidades 
indígenas (12,649). 
- En el 2003, según CODHES, un total aproximado de 13 mil personas solicitaron 
oficialmente refugio en Ecuador (10,086) y Venezuela (2,386), de los cuales fueron 
reconocidos 1,151. En el caso de Ecuador, esta cifra es 36 veces mayor a los datos 
que se tenían en el 2002. 
                                                 
35 ACNUR, Marzo 8, 2004 
36 Sistema de Información sobre el Desplazamiento de la Consultoría para los Derechos Humanos y los 
Desplazamientos (CODHES), Abril 2004. 
- Según el representante en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Refugiados (ACNUR), uno de cada cinco colombianos admite tener como 
vecinos, amigos o conocidos desplazados. 
- 36910 colombianos han sido recibidos en condiciones de refugiados en 24 países 
según un informe divulgado por la oficina de la ONU en Bogotá (junio 2004). 
- En el 2003, el gobierno registró mas de ciento setenta y dos mil nuevas personas 
desplazadas. 
- ACNUR afirma que tres de cada cuatro personas en situación de desplazamiento 
interno en Colombia son mujeres y niños. 
- En los últimos tres años y de igual manera como consecuencia del conflicto interno 
que vive Colombia, casi veintiún mil colombianos solicitaron el estatus de 
refugiados en Ecuador. 
- Según el informe del Comité de Estados Unidos para los Refugiados (USCR), 
divulgado en mayo del 2003, en el mundo hay cerca de 21,8 millones de 
desplazados internos, de los cuales Colombia aporta cerca del 12 por ciento. A esta 
cifra se le suman otros cien mil colombianos que abandonaron el país en calidad de 
refugiados o asilados políticos. 
- De acuerdo al Sistema de información sobre la población desplazada por la 
violencia (RUT), a excepción del Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina, todos los departamentos que conforman el territorio colombiano cuentan 
con población desplazada. 
 
Es de suma importancia el tener conciencia que el desplazamiento no debe ser catalogado 
como un factor o elemento de un conflicto, sino que,  el desplazamiento debe ser visto 
como una de las principales consecuencias de lo que acarrean consigo los conflictos. 
 
Así lo afirma el representante en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Refugiados (ACNUR) Francisco Galindo Vélez “más que un factor de 
agravamiento de otras crisis, el desplazamiento debe ser visto como uno de los principales 
grupos de víctimas del conflicto” 
 
Lo importante de todo esto una vez conocida la situación de las víctimas dentro de un 
conflicto no es únicamente tratar de llevarles una solución a su problemática, lo 
verdaderamente importante y valioso es, además de reconocerlas, apoyarlas y tratarlas, 
conocer su realidad, que desde su punto de vista como víctima sufre y a partir de esa 
realidad trabajar en conjunto con la víctima para encontrar la solución a dicho problema.  
Para esto, nos planteamos determinadas preguntas como el Por qué no se consulta a las 
víctimas del conflicto, sí es posible que los lesionados por minas antipersonales tengan una 
opinión sobre el conflicto, qué piensan los desplazados, los campesinos e indígenas que 
viven a diario bajo la violencia y el hostigamiento, Sí tienen una opinión sobre como 
resolver este tema. Sí existe temor en preguntarle a esta gente, sí estaríamos dispuestos a 
aceptar sus puntos de vista, etc; éstas y muchísimas preguntas se podrían formular acerca 
del tema. Lo que es desgraciadamente una realidad es que generalmente podemos 
plantearnos dichas interrogantes pero no se hace nada al respecto, ¿Por qué? Porque se 
considera que las víctimas de un conflicto no tienen capacidad de razonamiento o de 
proporcionar soluciones al problema, que son ignorantes, traumados por la violencia, y se 
tiende a cree que los individuos que estamos ajenos al conflicto, viéndolo desde una 
perspectiva totalmente diferente al de las víctimas tenemos la solución adecuada a su 
problema por la simple y sencilla razón que se profesa que con toda la teoría con la que se 
cuenta estamos más que aptos para resolver dicho tipo de situaciones y en la realidad, la 
práctica o vivencia de dichas situaciones está bastante, por no decir, totalmente alejada de 
esta teoría.  
 
Entonces, en lugar de estar haciéndoles un bien, les estaríamos creando una nueva e 
innecesaria problemática porque buscaríamos la forma que ellos entiendan la postura que 





















V. EL NARCOTRÁFICO 
 
      El comercio de drogas ilícitas es un negocio global de dimensiones multimillonarias. La 
ONU calcula que, a nivel mundial, hay más de 50 millones de personas que consumen 
regularmente heroína, cocaína y/o drogas sintéticas. Millones más están vinculadas a la 
producción, tráfico, distribución y venta de drogas. 
 
El comercio global en drogas ilícitas genera miles de millones de dólares al año. Según 
algunos cálculos, el volumen económico del narcotráfico equivale al volumen internacional 
del turismo. 
 
Las enormes cantidades de dinero en juego lo convierten en una de las actividades 
criminales más lucrativas y peligrosas en el mundo de los negocios ilegales. 
 
La globalización, la desregulación bancaria y los acuerdos de libre comercio ofrecen 
herramientas hechas a la medida de las narcomafias, algunas de las cuales poseen la 
organización y el alcance de las grandes empresas multinacionales. 
 
Este fenómeno se encuentra fuertemente instalado en Colombia.37 Si bien no es un 
elemento detonante dentro del conflicto que sufre dicho país desde hace más de 40 años, lo 
alimenta de tal manera que ha llegado a degradarlo y lo ha convertido en el conflicto 
armado más complejo registrado en toda América Latina. 
 
De acuerdo a un informe38 desarrollado por el Departamento de Estado de los Estados 
Unidos, Colombia sigue siendo el principal productor y distribuidor de cocaína en el 
mundo, y un importante abastecedor de heroína para los Estados Unidos. 
 
Por su parte, Eduardo Pizarro Leongómez39 se refiere al Plan Nacional de Desarrollo 
elaborado por el Departamento Nacional. Dentro de uno de sus apartados aborda el tema de 
la desarticulación del proceso de producción, fabricación, comercialización y consumo de 
                                                 
37 Ver fotografías en Anexo C: Índice de Fotografías  
38 Informe Sobre la Estrategia Internacional de Control de Narcóticos 2002, difundido el 1 de Marzo. 
39 Sociólogo de la Universidad de Paris VIII y Magíster en Relaciones Internacionales del Instituto de Altos 
Estudios para el Desarrollo. Obtuvo también un DEA en el Instituto de Estudios Políticos de Paris y se 
encuentra próximo a sustentar su tesis doctoral en la Universidad de Paris. De igual manera es miembro 
fundador, ex director y, actualmente, profesor del Instituto de Estudios Políticos y Relaciones Internacionales 
de la Universidad Nacional de Colombia y columnista del Periódico colombiano EL TIEMPO. 
drogas. En el cual se sostiene: “el crecimiento de los cultivos ilícitos, especialmente la 
coca, ha sido la principal causa de los grupos al margen de la ley ... las rentas originadas 
por los cultivos ilícitos han permitido el incremento de personal y capacidad logística de los 
grupos violentos”. 
 
Para Eduardo Pizarro Leongómez, la droga es la moneda circundante y con ella se pagan 
los víveres, las armas etc. 
 
Lo que se pone en discusión dentro de todo esto es, sí el narcotráfico es la motivación final 
de los actores armados o si se trata de un simple combustible del conflicto. De optar por el 
primer planteamiento, lo que existiría en la actualidad como elementos partes del conflicto 
en Colombia serían una narcoguerrilla y un narcoparamilitarismo. Sí se prefiere optar por el 
segundo planteamiento, entonces lo que tendríamos en la actualidad en Colombia, serían 
aparatos armados con motivaciones ideológicas y cuestionables formas de financiamiento. 
 
En síntesis lo que buscan probar los planteamientos anteriormente expuestos es sí el 
narcotráfico es el elemento detonante del conflicto o sí es un elemento, como se mencionó 
al principio de este apartado, que alimenta de manera degradante al mismo. Sea uno u otro 
el planteamiento que está en lo correcto, lo que si es cierto es que este fenómeno opaca las 
verdaderas causas que puedan tener tanto la guerrilla como los paramilitares de su 
levantamiento en armas. 
 
Lo que sí es un hecho es que las drogas ilícitas por la forma de apropiación, lejanía y 
dispersión, favorecen como recurso óptimo la guerra. 
 
Otro punto que es importante mencionar es que en sus comienzos los grupos guerrilleros 
(originalmente Autodefensas Campesinas) no fueron subvencionados con ayuda externa 
proveniente del campo socialista u otra nación que poseía este signo ideológico y en la 
década de los ochenta tanto los grupos guerrilleros así como las organizaciones 
paramilitares, con el paso del crecimiento vegetativo al exponencial, pasan de la dinámica 
de extorsión a los productores de petróleo, oro o banano a pasar aceleradamente a ser parte 
directa de los distintos eslabones de la producción o tráfico de drogas. 
 
Eduardo Pizarro cita en su escrito a Paul Collier y Anke Hoeffler40, quienes dan tres fuentes 
principales de financiamiento de los conflictos armados internos que actualmente se 
desarrollan en el mundo: 
 
- La apropiación directa o extorsión a los productores de recursos naturales, un 
ejemplo de esto es el caso de los diamantes en África Occidental en Angola y Sierra 
Leona, los  rebeldes de Afganistán lo hacen con el comercio de jade, lapis  lazuli y 
narcóticos, En el sur de Sudan, noroeste de Kenya y nordeste de  Uganda, grupos 
rebeldes armados controlan la minería de oro y rubís, que son  traficados 
ilegalmente hacia la India, la madera en Camboya y la cocaína, petróleo, oro y 
carbón en Colombia. 
- Donaciones provenientes de diásporas nacionales, ejemplo de estos es el caso del 
IRA en Irlanda del Norte el cual es financiado por población irlandesa residente en 
el exterior. 
- La subvención a grupos rebeldes por parte de Estados hostiles hacía los gobiernos 
que enfrentan esas rebeliones, ejemplo de este tipo de situación fue el período de la 
Guerra Fría, el caso en años recientes en Costa de Marfil. 
 
Ambos autores llegan a la conclusión de que las utilidades provenientes de recursos 
naturales, se han constituido en el combustible más generalizado de las guerras internas en 
el mundo. 
 
Es importante remontarse un poco a la historia para comprender el porqué los recursos 
naturales son considerados combustibles de las guerras, poniendo como ejemplo el caso del 
petróleo. Históricamente el petróleo está vinculado a guerras, ejércitos y conflictos desde 
que en 1912 el entonces almirante W. Churchill decidió que sus barcos de guerra usarían 
petróleo en lugar de vapor. En las dos guerras mundiales fue clave como combustible y 
también como elemento estratégico que llegó a ser causa de no pocas batallas.  
 
Durante la Guerra Fría tanto EEUU como la URSS trataron de hacerse con el control de 
zonas como el Golfo Pérsico. 
 
                                                 
40 Paul Collier y Anke Hoeffler, “Greed and Grievance in Civil War”, Development Research Group, Banco 
Mundial , 2001, en Pizarro Leóngomez, Eduardo, “Una Democracia Asediada – Balance y Perspectivas del 
Conflicto Armado en Colombia”, Bogotá, Grupo Editorial NORMA, 2004. 
Los analistas del tema Colombia, sobre todo en el campo de lo exterior, definen a la lucha 
de estos grupos armados como una degradación delincuencial (extrema derecha y extrema 
izquierda) para los cuales la apropiación de los recursos provenientes de la cocaína, 
secuestro, extorsión, ha eliminado toda motivación de orden político. 
 
Otros por el contrario sostienen un carácter estrictamente instrumental de esas formas de 
financiamiento. 
 
Por su parte, Pizarro Leongómez sostiene que “la guerrilla ha hecho del dinero no un fin en 
sí mismo, sino un medio, uno de sus principales recursos políticos y, obviamente el sostén e 
impulsor de su capacidad bélica”. 
 
Estos análisis son concurrentes para ver sí las agrupaciones guerrilleras y las 
organizaciones paramilitares son aparatos armados guiados por una suerte de ideario 
político o son organizaciones que se esconden tras justificaciones ideológicas para concluir 
en una acción delincuencial, es decir, el narcotráfico, el secuestro y la extorsión dejan de 
ser combustibles del conflicto para convertirse en motivación del mismo. 
 
Existen visiones que se acercan a pensar que en los grupos guerrilleros existen aún sectores 
más politizados, cuyas aspiraciones son de orden político, aunque no se puede negar que el 
contacto de los grupos armados con el tráfico de drogas ha deteriorado la percepción en 
torno a las motivaciones en el ámbito interno como en el internacional. 
 
Sí tomamos a los grupos paramilitares y tomamos el testimonio de Carlos Castaño, uno de 
los líderes de las Autodefensas Unidas de Colombia, donde declara que algunos grupos 
regionales sustituyeron la motivación política por la criminal, entonces llegamos a ver que 
la apropiación de los recursos primarios pueden modificar la conducta e imagen de los 
actores e influir en la prolongación y en la intensidad de los conflictos. 
 
Hay autores que sostienen que no hay una correlación fuerte entre ambas variables, sin 
embargo, investigaciones llevadas a cabo en Sierra Leona y Camboya permiten concluir 
que muchas veces los objetivos políticos interactúan y son distorsionados por agendas 
económicas, a veces se producen retrocesos cuando se da prioridad a la agenda económica 
o corren peligro las rentas que se derivan del control de los recursos naturales. 
 
Es importante tener en cuenta que el grueso de las ganancias del tráfico de drogas se 
obtiene al menudeo que se haya en manos de múltiples grupos nacionales en los países 
consumidores. 
 
El narcotráfico representa ingresos repatriados al año en un promedio de dos mil millones 
de dólares con una distribución inequitativa. Es decir, la mayoría de los ingresos van hacia 
los “peces gordos” del narcotráfico y muy pocos recursos fluyen hacia los sectores bajos de 
la cadena. 
 
La mayor ganancia queda en el tráfico ilícito de drogas en los países en los que se venden y 
consumen los productos finales y no en los países donde se desarrolla el cultivo ilícito. 
 
De todo lo mencionado, el análisis del narcotráfico como combustible de guerra interna, 
como consecuencia, nos lleva a relacionar la guerra antinarcóticos con el combate contra 
los actores armados de derecha e izquierda. 
 
Tenemos quienes consideran que se trata de una misma guerra (guerra antinarcóticos y la 
guerra contrainsurgente) vista desde este punto de vista, la guerrilla y los paramilitares han 
permitido la expansión de los cultivos por ende el crecimiento del narcotráfico hace posible 
la expansión de los actores armados, esta postura defiende la estrategia del Plan Colombia. 
 
Por otro lado tenemos a quienes consideran que es una “mezcla contraproducente de 
estrategias (...) un plan monstruoso de dos cabezas, que revuelve en la confusión dos 
estrategias encontradas” ... el argumento de Luis Alberto Restrepo es el siguiente: Un 
modelo de la guerra contra las drogas fundado en la represión y fumigación de aérea, lo 
único que genera son efectos perversos; por una parte, echar en los brazos de las FARC y 
las AUC a la población empobrecida, y por otra parte, la destrucción de nuevos bosques en 
zonas distantes de las áreas de fumigación, es decir, más guerrilla, más narcotráfico y más 
depredación ecológica. 
 
En consecuencia, las FARC impulsan una coordinadora nacional de cultivadores de coca y 
amapola con lo cual tiende a tener apoyo y movilización campesina contra el Plan 
Colombia. 
 
En conclusión, tanto la guerrilla como los paramilitares han incurrido en el terreno de la 
criminalidad común. Dentro de la guerrilla tenemos a las FARC y al ELN y dentro del 
paramilitarismo tenemos a las AUC. 
 
La guerra interna se ha visto de esta manera nutrirse por el narcotráfico, lo que ha ido 
desmoralizando y corrompiendo a algunos sectores de bajas convicciones ideológicas, 
inclusive, existen agendas económicas comunes entre la guerrilla y los paramilitares. 
 
Es indudable que, en los últimos 20 años, el narcotráfico constituyó el ingrediente más 
significativo de la violencia en Colombia. Sin este combustible esencial no hubieran sido 
sostenible ninguna de las organizaciones armadas. Ni guerrilla, ni paramilitares. Al menos 
con el poder que ostentan en el presente. Ya que todo el apoyo o la legitimidad social de 
estos grupos es casi inexistente. Tendencia que se acentúa al ritmo de la creciente 






























VI. POSICIÓN DEL GOBIERNO COLOMBIANO 
 
      Cumpliendo los mejores pronósticos, el 26 de mayo del 2002 Alvaro Uribe Vélez se 
alzó con la victoria en las elecciones presidenciales sin necesidad de una segunda vuelta 
con el 53,1% de los sufragios, seguido de Serpa con el 31,8%, Luis Eduardo Garzón, 
novedoso representante de la izquierda democrática, del Frente Social y Político con el 
6,2%, Sanín con el 5,8% e Íngrid Betancourt, secuestrada por la guerrilla desde el 23 de 
febrero en un crudo testimonio del alcance de la crisis de la seguridad en el país 
sudamericano, del Partido Verde Oxígeno con el 0,5%. La abstención fue bastante alta, el 
53,6%, cinco puntos más que en 1998, y en parte se la achacó al clima de intimidación y 
amenazas en diversos puntos del país. 
 
En el discurso inaugural, Uribe sintetizó sus ambiciosas propuestas de cambios y reformas 
a todos los niveles, pero omitiendo alharacas y triunfalismos: en lugar de una "victoria" 
contra la violencia habló de una mera "contención", y en lugar de "milagros" anunció 
"voluntad política" para sacar adelante el recorte generalizado de "gastos y números". 
Partiendo del cese de hostilidades, ofreció a las FARC un "diálogo útil".  
 
Los intentos de acercamiento con los paramilitares no son recientes, ni contituyen una 
novedad. Durante el gobierno de Cesar Gaviria se llevó a cabo una negociación y 
desmovilización de un grupo de Autodefensas en la zona del Magdalena Medio, con 
resultados poco satisfactorios. Durante el gobierno de Ernesto Samper, en su última etapa, 
se intentó un acercamiento y una propuesta con las autodefensas, pero sin éxito alguno. En 
la última etapa de Pastrana ocurrió algo similar. 
 
Con el gobierno de Uribe recién el proceso arranca, aunque bajo una lluvia de críticas y 
prevenciones. En parte porque la coyuntura internacional es ampliamente favorable para 
“arrinconar” a estos grupos, calificándolos de terroristas y narcotraficantes y solicitando en 
extradición a sus jefes. En parte por los avances de la seguridad democrática. 
 
También es importante acotar que algunos observadores internos y externos califican al 
presidente Uribe como muy cercano políticamente a la posición de los paramilitares. 
 
Los innegables avances de la política de Seguridad Democrática del gobierno del presidente 
Uribe, especialmente en la mayor presencia de la fuerza pública (policía y ejército) en 
prácticamente todos los municipios del país (332 poseen presencia policial después de 
muchos años), han reducido los espacios y territorios para las acciones ilegales. 
 
Esta serie de factores determinantes, sumados al incremento en los enfrentamientos 
militares incluso con los paramilitares y las detenciones y bajas producidas a raíz de los 
mismos, han cambiado las condiciones de aproximar decisiones referidas a un posible 
diálogo de paz. 
 
Política de Seguridad Democrática 
 
            La Política de Defensa y Seguridad Democrática es el documento marco mediante 
el cual el Gobierno Nacional traza las líneas básicas de la Seguridad Democrática para 
proteger los derechos de los colombianos y fortalecer, con la solidaridad de la ciudadanía, 
el Estado de Derecho y la autoridad democrática, donde quiera que esté amenazada. La 
Política de Defensa y Seguridad Democrática es una política de Estado de largo plazo, que 
se desarrollará en coordinación con todas las entidades del Gobierno y las demás ramas del 
poder. La verdadera seguridad depende no sólo de la capacidad de la Fuerza Pública de 
ejercer el poder coercitivo del Estado, sino también de la capacidad del poder judicial de 
garantizar la pronta y cumplida administración de justicia, del Gobierno de cumplir con las 
responsabilidades constitucionales del Estado y del Congreso de legislar teniendo presente 
la seguridad como el bien común por excelencia de toda la sociedad. 
 
El objetivo general de la Política de Defensa y Seguridad Democrática es reforzar y 
garantizar el Estado de Derecho en todo el territorio, mediante el fortalecimiento de la 
autoridad democrática: del libre ejercicio de la autoridad de las instituciones, del imperio de 
la ley y de la participación activa de los ciudadanos en los asuntos de interés común. 
El fortalecimiento del Estado de Derecho es la condición necesaria para cumplir con el 
propósito de la Seguridad Democrática: la protección de todos y cada uno de los habitantes 
de Colombia, como dispone la Constitución Política. Si el Estado de Derecho rige 
plenamente, los derechos y libertades del ciudadano estarán protegidos; y en la medida en 
que el ciudadano se sienta protegido, se fortalecerá la participación ciudadana y la 
seguridad. 
 
La seguridad no se entiende en primera instancia como la seguridad del Estado, ni tampoco 
como la seguridad del ciudadano sin el concurso del Estado, sino como la protección del 
ciudadano y de la democracia por parte del Estado, con la cooperación solidaria y el 
compromiso de toda la sociedad. La Seguridad Democrática se funda así en tres pilares: 
 
• La protección de los derechos de todos los ciudadanos, independientemente de su 
sexo, raza, origen, lengua, religión o ideología política. Todos los ciudadanos, tanto 
los que viven en el campo como los que viven en la ciudad, son iguales ante la ley y 
gozan de los mismos derechos. Los derechos del campesino, del empresario, del 
sacerdote, del sindicalista, del maestro, del defensor de derechos humanos, del 
profesor universitario, del periodista, del soldado o del policía serán igualmente 
protegidos, sin discriminación. 
 
• La protección de los valores, la pluralidad y las instituciones democráticas. La 
pluralidad del debate político depende de unas condiciones de seguridad que 
permitan la libre expresión de diferencias de opinión y el libre ejercicio de la 
autoridad democrática. El gobernante, el opositor o el disidente político requieren 
garantías que les permitan ejercer su mandato popular o participar en la política sin 
temer por su seguridad personal. Quienes atacan, secuestran o amenazan a alcaldes, 
concejales, gobernadores, diputados, congresistas y demás dirigentes políticos 
atentan no sólo contra un ciudadano, sino contra la voluntad democrática de la 
población. La Política de Defensa y Seguridad Democrática busca proteger a 
dirigentes y disidentes políticos, afianzando a la vez el marco democrático y las 
amplias posibilidades de participación ciudadana que establece la Constitución 
Política. 
• La solidaridad y la cooperación de toda la ciudadanía en defensa de los valores 
democráticos. Corresponde al Estado garantizar los derechos de los ciudadanos y 
proporcionar los mecanismos institucionales que permitan una resolución pacífica 
de conflictos. Pero el buen funcionamiento de las instituciones requiere igualmente 
de la participación activa y el compromiso solidario de los ciudadanos. La 
participación democrática se expresa no sólo en el ejercicio del voto, sino también 
en el respeto y la promoción de los valores cívicos que enmarcan la pluralidad del 
debate político, en el desempeño de un papel activo en los asuntos públicos, y en la 
defensa de las libertades de todos 
 
Política de Paz del Gobierno 
         Desde el inicio del Gobierno, el presidente Álvaro Uribe Vélez ha dejado en claro, 
que las puertas para una negociación están abiertas para todos aquellos grupos armados 
ilegales que deseen retornar a la vida democrática del país, previa condición de decretar un 
"cese de hostilidades", con el único fin de lograr una disminución de la violencia y asegurar 
el respeto de los derechos humanos en todo el territorio nacional.  
El señor Presidente tiene muy claro, que una salida negociada con los actores violentos le 
permite al país, entre otras cosas, superar los altos índices de violaciones humanitarias 
cometidas por estos grupos irregulares; garantizar el respeto a los derechos fundamentales 
de todos los colombianos; ofrecer las condiciones mínimas de seguridad para el libre 
desarrollo de los intereses de los ciudadanos; incrementar el pluralismo y la oposición 
política desde la legalidad y, fortalecer todos las acciones que reivindican la vocación 
democrática del Estado Colombiano.  
Para lograr que Colombia consiga la tan anhelada paz y la tranquilidad ciudadana, contenga 
y elimine el poder ilegal de los grupos violentos y sus ganancias millonarias ilegales, 
destruya la corrupción y la política de falsas promesas y ejerza el poder del cual fue 
investido democráticamente, fue necesario diseñar la "Política de Seguridad Democrática", 
que tiene como objetivo primordial garantizar el derecho de cualquier ciudadano a gozar de 
la seguridad como principio básico de desarrollo y bienestar.  
Sin seguridad no hay paz, sin seguridad no hay progreso, sin seguridad no hay confianza 
para la inversión, y por tanto no hay desarrollo. La política de seguridad democrática 
refuerza al Estado en lo local y en lo nacional, mediante el fortalecimiento de las 
instituciones y de las autoridades democráticamente elegidas, la aplicación eficaz de la ley 
y la participación activa de todos los ciudadanos de bien. La política de seguridad 
democrática no se opone a la salida negociada, antes bien, la incluye dentro de su horizonte. 
La política de paz de Colombia, que ofrece la oportunidad a los grupos armados ilegales de 
sentarse a dialogar y concretar el reintegro de sus miembros a la vida civil con todas las 
garantías necesarias para que puedan expresar sus ideas y luchar sin armas para defender 
sus propósitos, se debe entender como un complemento a la política de Seguridad 
Democrática.  
La recuperación de la seguridad y la tranquilidad de todos los ciudadanos en Colombia, es 
un mandato constitucional que el gobierno está en el deber de cumplir, ya sea a través del 
dialogo útil o ya sea, a través del uso legítimo y controlado de las armas en manos de las 
instituciones. En lo que va corrido de este gobierno, el Presidente Álvaro Uribe Vélez, ha 
demostrado su voluntad de buscar la paz con todos los actores armados. No hay diferencia 
en el tratamiento que se le debe dar a los grupos subversivos o a los grupos de autodefensa: 
ambos son igualmente ilegales y dañinos para el bienestar ciudadano. La política de paz del 
gobierno nacional sin embargo, tiene límites que no se pueden transgredir: La ley, la 
Constitución Política y los Tratados internacionales suscritos y ratificados por Colombia. 
1. Oficina del Alto Comisionado para la Paz 
           Dentro de la Política de Paz del Gobierno se encuentra la Oficina del Alto 
Comisionado para la Paz, dicha oficina es un mecanismo el cual se desprende de dicha 
política antes mencionada. El actual Alto Comisionado para la Paz es el Señor Luis Carlos 
Restrepo Ramires41 y, de acuerdo con el decreto 127 del 19 de enero de 2001, la Oficina del 
Comisionado tiene carácter de Consejería para la Paz. 
Sus funciones son las siguientes: 
- Asesorar al Presidente de la República en la estructuración y desarrollo de la 
política de paz. 
- Verificar la voluntad real de paz y reinserción a la vida civil de los alzados 
en armas, con el fin de determinar la formalización de diálogos y 
celebración de acuerdos de paz, de conformidad con lo que disponga el 
Presidente de la República. 
- Convocar a los sectores de la sociedad civil en torno al propósito de la 
reconciliación nacional. 
- Facilitar la participación de representantes de diversos sectores de la 
sociedad civil en las gestiones que a su juicio puedan contribuir al desarrollo 
y consolidación de los procesos de paz, de acuerdo con las instrucciones del 
Presidente de la República. 
- Dirigir los diálogos y firmar acuerdos con los voceros y representantes de 
los grupos alzados en armas, tendientes a buscar la reinserción de sus 
                                                 
41 Ver foto. Anexo C: Índice de Fotografías 
integrantes a la vida civil, de acuerdo con las órdenes que le imparta el 
Presidente de la República. 
- Como representante del Presidente, definir los términos de la negociación. 
- Establecer los mecanismos e instrumentos administrativos que permitan el 
desarrollo de sus funciones en forma gerencial y ser el vocero del Gobierno 
Nacional respecto del desarrollo de la política de paz frente a la opinión 
pública. 




           El Plan Colombia es una estrategia del Estado, complementaria al Plan Nacional de 
Desarrollo42, para la paz, la prosperidad y el fortalecimiento institucional. 
 
El conflicto colombiano generó en Estados Unidos preocupación. Ya sea por sus 
características internas, muy particulares, como por la incidencia que podría tener en los 
países limítrofes: Panamá, Venezuela, Brasil, Perú y Ecuador. 
 
Durante el gobierno de Ernesto Samper a partir de 1998, Bogotá y Washington cesan en sus 
tensionadas relaciones y como culminación, se aprueba un paquete de ayuda al Plan 
Colombia, ejecutado durante el gobierno de Andrés Pastrana, el cuál tendrá más tarde 
continuidad a través de la llamada Iniciativa Regional Andina. El presidente Pastrana 
Arango, concentró sus esfuerzos en guiar la acción del Estado y de los distintos sectores de 
la sociedad colombiana para la construcción de la paz como prioridad nacional. 
 
El gobierno logró que los diferentes círculos sociales, económicos y políticos, incluidos los 
actores armados, coincidan en éste como el principal objetivo del país: al integrar un 
gobierno que ha hecho de la paz su más importante meta, los grupos armados han 
manifestado una creciente voluntad negociada al conflicto armado. 
                                                 
42El plan Nacional de Desarrollo es un plan el cual señala el camino hacia un Estado comunitario. Un Estado 
participativo que involucre a la ciudadanía en la consecución de los fines sociales. Un Estado gerencial que 
invierta con eficacia y austeridad los recursos públicos. Y un Estado descentralizado que privilegie la 
autonomía regional con transparencia, responsabilidad política y participación comunitaria. 
 
En conjunto con estos objetivos, el gobierno nacional diseñó una estrategia presidencial 
denominada Plan Colombia. Esta estrategia fue formulada con el objetivo de generar las 
condiciones propicias para construir una paz sostenible. 
 
El Plan tiene 4 componentes: 
- Recuperación Económica y Social: Es una estrategia para mitigar la crisis 
económica por la que atraviesa actualmente el país. Para ello han diseñado 
las “herramientas para la Paz” que son los instrumentos de choque con los 
que hoy cuentan los colombianos más pobres. Acá se contemplan varios 
programas denominados: Empleo en Acción, Familias en Acción, Jóvenes 
en Acción. 
- Fortalecimiento Institucional y Desarrollo Social: Contempla la segunda 
parte de las “Herramientas para la Paz” donde el Estado asume un procesote 
reconstrucción de la sociedad y la comunidad mediante u avance real en la 
institucionalización que otorgue las garantías para la seguridad y el respeto 
por los derechos y las libertades de los ciudadanos. Los programas que lo 
componen son: Atención humanitaria, Derechos Humanos, Transparencia y 
Convivencia, El Campo de Acción, Vías para la Paz, Obras para la Paz. 
- Estrategia Antinarcóticos: Consisten en combatir uno de los fenómenos 
que más daño le ha hecho al país en los últimos tiempos. Esta estrategia 
combina la erradicación voluntaria de los cultivos ilícitos, la interdicción y 
la erradicación forzosa de los mismos, teniendo en cuenta que la producción 
de sustancias psicoactivas le ha generado a Colombia un problema social de 
grandes proporciones con altos niveles de corrupción en las instituciones, así 
como el grave deterioro ambiental y ha desatado una ola de violencia que ha 
dejado miles de muertos, viudas y huérfanos. Cualquier camino hacia la paz 
deberá contemplar la eliminación de este problema. 
- Superación del Conflicto Armado: Su objetivo es lograr la paz a través de 
la negociación política con los actores armados y de acciones dirigidas a 
generar condiciones para el desarrollo, a través de la promoción del sector 
agropecuario, el fortalecimiento de la sociedad civil, la promoción y respeto 
de los derechos humanos, la reinstitucionalización de la justicia, el 
mejoramiento de la infraestructura física y social, la protección del medio 
ambiente y, en conjunto, la recuperación de las funciones del Estado en las 
zonas más afectadas por el conflicto y la violencia.  
 
Se habla de un círculo virtuoso entre la paz y el desarrollo, La violencia y la criminalidad 
son un obstáculo para el desarrollo social, político y económico.  
 
Por el contrario, la paz genera efectos positivos sobre la reducción de la pobreza a través de 
sus consecuencias sobre la consolidación del capital físico, humano, natural y social, 
principales determinantes del crecimiento y el desarrollo. La combinación de estos efectos 
positivos genera, a su vez, condiciones de equidad social propicias para la construcción de 
una sociedad armónica y pacífica. 
 
El proceso de negociación política del conflicto es el componente eje del Plan Colombia. 
Busca avanzar en el establecimiento de acuerdos con los actores armados, que permitan su 
desmovilización y reincorporación efectiva a la vida civil, reconociendo la necesidad de 
adelantar reformas económicas, políticas y sociales. Se basa en la integridad territorial, la 
democracia y el respeto a los derechos humanos. 
 
De igual manera establece una estrategia de lucha contra la droga psicoactiva en donde la 
agudización del conflicto y la grave situación de violencia que se registra en Colombia se 
encuentra en gran parte asociada al problema del cultivo, producción y tráfico de drogas, 
pues estos se han convertido en la principal fuente de financiamiento de los sectores 
armados que operan en el país. El narcotráfico constituye una amenaza para la estabilidad 
de las instituciones democráticas y es un potencial corruptor que limita la capacidad de 
acción del Estado43. 
 
De acuerdo a Eduardo Pizarro Leóngomez, en su libro “Una Democracia Asediada”, el 
Plan Colombia en un comienzo se concibe como una herramienta de apoyo para combatir el 
tráfico de drogas ilícitas y afrontar las consecuencias negativas, para la sociedad y para el 
Estado. 
 
                                                 
43 Fuente: Departamento Nacional de Planeación. Gobierno de Colombia. 
El 11 de septiembre del 2001, tras los ataques terroristas en Estados Unidos, Washington 
tiende a conformar una coalición mundial antiterrorista, donde serán utilizados recursos 
para el conflicto interno, contra las organizaciones no estatales de izquierda o de derecha. 
 
El general James Hill, jefe del Comando Sur de los Estados Unidos, sostuvo el 10 de 
septiembre del 2002: “No podemos fallar en esta coyuntura decisiva o el problema con toda 
seguridad se extenderá más allá de Colombia, seguirá socavando una región frágil”… “con 
nuestro país, profundamente comprometido en puntos convulsionados del mundo, no 
podemos permitir tener Estados parias poblados de narcotraficantes y terroristas 
internacionales en nuestro propio sur”44 
 
Con respecto a la eficiencia del plan y la forma en que Estados Unidos encara el tema, se 
pueden encontrar quienes consideran que este proceder puede llevar a: 
 
- Elevar el conflicto 
- No cumplirse los objetivos de la “guerra contra las drogas”, por ser un plan 
carente de elementos que realmente contrarresten semejante problema. 
- Obtener un impacto negativo con la fumigación en el orden ambiental y 
social, lo que podría llevar como contrapartida que los cultivos se dispersen 
a otras zonas. 
 
Pero también podemos preguntarnos si la ayuda se aproxima a algunas de las necesidades 
urgentes de la sociedad colombiana, por ejemplo: 
 
- Urgencia en el fortalecimiento de las Instituciones Estatales. 
- En seguridad (militar – policial) 
- Debilitamiento del tráfico de drogas. 
- Disminución de los niveles de pobreza. 
 
Este controvertido plan comienza con un apoyo de 1,319 millones de dólares, lo que 
significa un 65% de volumen total para Colombia y el resto para los demás países, agencias 
y bases norteamericanas. 
 
 
                                                 
44 http://usinfo.state.gov//español 
DISTRIBUCION DEL PAQUETE NORTEAMERICANO 
DISTRIBUCION APORTES (millones de u$) PORCENTAJE 
Ayuda para Colombia 860.3 65% 
Ayuda a otros países 180.0 14% 
Agencias USA 223.5 17% 
Clasificado 55.3 4% 
TOTAL 1,319.1 100% 
Fuente: USAID-Colombia. 
Nota: Además de todo esto, EEUU provee 1 millón de dólares anuales provenientes del Programa de 
Asistencia Antiterrorista (ATA). 
 
Lo correspondiente a Colombia fue designado el mayor porcentaje para Fuerzas Armadas y 
Policía Nacional, el resto para desarrollo de cultivos alternativos, a la coca, amapola y 
marihuana, desplazados por la violencia, apoyo a las ONGs de Derechos Humanos, 
Instituciones Judiciales y Proceso de Paz. 
 
La Política de Seguridad Nacional, pasa a ser la variable más importante. 
 
El programa sin embargo, pasa a llamarse Iniciativa Andina, este cambio se debe a que los 
países de la región comienzan a percibir la posibilidad de agudización y expansión del 
conflicto a países limítrofes y no tener como hacer frente al fenómeno. 
 
Se teme que al disminuir Colombia, el cultivo de coca y amapola retornen a Bolivia y Perú. 
 
Se puede observar que el apoyo a los aportes dentro del orden socioeconómico han sido 
menores que los aporten de orden militar. Además, la ayuda deja de ser condicionada para 
la lucha antinarcóticos.  
 
Los recursos del Plan Andino así como los del Plan Colombia pueden ser utilizados para 
ambos fines, lucha antinarcóticos como para lucha contra los grupos armados no estatales 







VII. ACUERDOS Y DECLARACIONES QUE DAN LUGAR AL INICIO DEL 
PROCESO DE PAZ 
 
ACUERDOS Y DECLARACIONES 
 
JULIO 15/2003 
ACUERDO DE SANTA FE DE 
RALITO POR LA PAZ DE 
COLOMBIA 
Acuerdo marco para el proceso de paz con 
las Autodefensas 
DICIEMBRE 10/2003 
ACUERDO DE PAZ ENTRE EL 
GOBIERNO Y LOS 
REINCORPORADOS DE BLOQUE 
CACIQUE NUTIBARA DE LAS AUC 
Reincorporación a la vida civil de los 
desmovilizados del Bloque Cacique 
Nutibara de las AUC 
DICIEMBRE 7/2003 
DESMOVILIZACION DE CAJIBIO 
Entrega de armas y la desmovilización de 
168 integrantes de las Autodefensas 
Campesinas de Ortega 
MAYO 13/2004 
ACUERDO DE FATIMA 
El Gobierno Nacional y las Autodefensas 
acuerdan la creación de una zona de 
ubicación en tierralta, Córdoba 
OCTUBRE 7/2004 
DECLARACIÓN DE LAS AUC 
“Acto de Fe por la Paz” 
Las AUC anuncian la desmovilización de 
por lo menos 3000 de sus miembros, antes 
de finalizar el 2004 
 
 
A.    ACUERDO DE SANTA FE DE RALITO – JULIO 15 DEL 2003 
 
        Dentro de los factores que dan pie al inicio de esta nueva y alentadora etapa están, El 
Acuerdo de  Santa Fe de Ralito45 firmado entre representantes del Gobierno Colombiano y 
representantes de las Autodefensas Unidas de Colombia. 
 
Para que se llevara a cabo el acuerdo de Santa Fe de Ralito se conformó una Comisión 
Exploratoria la cual fue creada el 23 de Diciembre del 2002.  
                                                 
45 Ver texto completo en anexo B: Índice de Acuerdos, Convenios y Declaraciones 
Su misión era de realizar contactos con los grupos de Autodefensas que declararon 
públicamente un cese de hostilidades y voluntad de iniciar acercamientos con el Gobierno a 
fin de buscar opciones para la paz y la reconciliación nacional. 
 
Como resultado de una fase exploratoria realizada por la Comisión Exploratoria, el 
Gobierno y las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) firman el Acuerdo de Santa Fe de 
Ralito realizado el 15 de Julio del 2003 y posteriormente un acuerdo en cumplimiento de lo 




- Restablecimiento del monopolio de la fuerza en manos del Estado. 




- Reincorporación a la vida civil y desmovilización de la totalidad de sus miembros 
antes del 31 de diciembre del 2005. 
 
B.    ACUERDO DE PAZ ENTRE EL GOBIERNO Y LOS REINCORPORADOS DE 
BLOQUE CACIQUE NUTIBARA DE LAS AUC46 – DICIEMBRE 10 DEL 2003 
          La desmovilización del Bloque Cacique Nutibara (BCN) se gesta a partir del 
Acuerdo de Santa Fe de Ralito, firmado el 15 de julio del 2003 entre el Gobierno Nacional 
y las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC).  
En el numeral 2 de dicho acuerdo se establece que “ ... las Autodefensas Unidas de 
Colombia se comprometen a desmovilizar a la totalidad de sus miembros, en un proceso 
gradual que comenzará con las primeras desmovilizaciones antes de terminar el presente 
año y que deberá culminar a más tardar el 31 de diciembre del 2005. El gobierno se 
compromete a adelantar las acciones necesarias para reincorporarlos a la vida civil.” 
                                                 
46 Ver texto completo en anexo B: Índice de Acuerdos, Convenios y Declaraciones 
A partir de ese momento se da inicio a una serie de reuniones con las Autodefensas Unidas 
de Colombia, tendientes a allanar el camino hacia la desmovilización y desarme de sus 
miembros. 
En total se realizarían alrededor de 40 reuniones a nivel nacional y 30 de carácter local con 
las AUC, las cuales condujeron a la desmovilización de 858 hombres y 10 mujeres 
pertenecientes al Bloque Cacique Nutibara (BCN) de la ciudad de Medellín.  
Los temas que contemplo la agenda para dicha desmovilización son diversos: tiempo, 
lugares, garantías, actividades y logística para la concentración de los miembros del 
Bloque. De igual forma se tocaron temas tales como los beneficios jurídicos, económicos y 
sociales así como garantías de seguridad para los desmovilizados y para las zonas y 
comunidades en donde hacían presencia. 
Como resultado de múltiples reuniones, se estableció el día 25 de noviembre del 2003 
como fecha para la dejación de armas, inicio de la desmovilización y posterior 
reincorporación a la vida civil de los miembros del BCN. 
ENTREGA DE ARMAS   






 Revólveres  204
 Lanzagranadas 4
TOTAL*  623
ENTREGA DE MUNICIONES Y GRANADAS  4.490
El número de armas entregadas por el BCN es más del doble del número de armas entregadas por cerca de 
900 hombres del M-19 en marzo de 1990.47 
 
                                                 
47 Fuente: Presidencia de la República de Colombia. Oficina del Alto Comisionado para la Paz. 
C.    DESMOVILIZACION DE CAJIBIO – DICIEMBRE 7 DEL 2003 
 
 El 7 de diciembre de 2003, en la vereda del Edén en el corregimiento de Ortega, se realizó 
la entrega de armas y la desmovilización de 168 integrantes de las Autodefensas 
Campesinas de Ortega con la presencia del Alto comisionado para la Paz, Luis Carlos 
Restrepo, El delegado de la O.E.A Sergio Caramagna, el asesor del Alto Comisionado para 
la Paz, Darío Mejía, El Coronel Juan Ramón Ponce, el Obispo de Popayán y El Gobernador 
del Valle entre otros.  
ENTREGA DE ARMAS48 











                                                 
48 Fuente: Acta de las Fuerzas Militares de Colombia, Batallón José Hilario López. 
 TOTAL 12 
MUNICIONES TOTAL 1532 
  UNIFORMES 38 
  RADIOS 2 
D.    ACUERDO DE FÁTIMA 
El 13 de mayo del 2004 se firmó entre el Gobierno colombiano y las Autodefensas Unidas 
de Colombia (AUC) un acuerdo para poner en marcha la primera zona de ubicación que es 
el término técnico establecido por la ley, o zona de concentración, que es el término más 




Ubicada en la zona rural del municipio de Tierralta, con los siguientes límites:  
Partiendo de Los Volcanes, baja por la Carretera que conduce a Caramelo, continúa hasta 
Santa Fe de Ralito, sigue a Nuevo Paraíso, pasa por Las Aguaditas, hacia la carretera que 
conduce a San Felipe de Cadillo, toma la desviación de la carretera que sube a Cumbia, 
baja a las Pailas y sigue hasta Palmira.  
De Palmira sube en la línea recta hasta Cerro Pelao. De Cerro Pelao en línea recta hasta la 
finca Los Agujos, y de allí por la carretera que conduce de Los Agujos a los Volcanes.  
EXTENSIÓN:  
368 KM2, que corresponden al 7.3% de la extensión del municipio de Tierralta (5.079 
km2). 
OBJETIVOS DE LA ZONA DE UBICACIÓN 
 
- Facilitar la consolidación del proceso de paz que se adelanta con las AUC. 
- Contribuir al perfeccionamiento del cese de hostilidades. 
- Avanzar hacia la definición de un cronograma de concentración y 
desmovilización de los integrantes de las Autodefensas Unidas de Colombia. 
- Permitir la interlocución de la mesa de dialogo con todos los sectores nacionales e 
internacionales. 
- Facilitar la participación y contribución de los ciudadanos al proceso. 
 
E.    DECLARACIÓN DE LAS AUC – ACTO DE FE POR LA PAZ49 
 
“En medio de enormes dificultades e incomprensiones las Autodefensas Unidas de 
Colombia (AUC), en un gesto de grandeza con la patria, de honestidad con el país, de 
franca seriedad ante el Gobierno Nacional y de sinceridad frente a la Comunidad 
Internacional, damos el paso a la más grande desmovilización jamás producida en 
Colombia. Este hecho constituye el gran Acto de Fe y lo realizamos de manera unilateral, 
sin exigir la más mínima contraprestación o condicionamiento.  
 
Nos basta la confianza y credibilidad que ante la Nación y el mundo, genere nuestra 
voluntad manifiesta de paz. 
                                                 
49 Ver texto completo en anexo B: Índice de Acuerdos, Convenios y Declaraciones 
A partir del 3 de noviembre próximo iniciaremos una etapa de desmovilizaciones de tropas 
hasta completar un número no menor de tres mil (3.000) combatientes, antes de finalizar el 
año. A la cabeza de esta desmovilización masiva estarán los Comandantes Salvatore 
Mancuso Gómez e Iván Roberto Duque Gaviria.  
El proceso de reincorporación de los combatientes a la vida civil es responsabilidad total 
del Gobierno Nacional. La transparencia y el éxito de este proceso, les brindará a los 
grupos armados, claridad y seguridad para un futuro cierto y seguro en el seno de la vida 
civil. Además de este Acto de Fe por la Paz, ratificamos con toda claridad nuestra decisión 
de cumplir con los acuerdos de Santa Fe de Ralito, suscritos con el Gobierno Nacional, a 
fin de realizar la desmovilización de las Autodefensas Unidas de Colombia antes del 31 de 
diciembre de 2005...”50 
PROCESO DE DESMOVILIZACION COLECTIVA – AÑO 2004 
OBJETIVO 
Desmovilizar al menos 3000 miembros  de las Autodefensas antes de finalizar el 2004. 
DESMOVILIZACION DE 11 ESTRUCTURAS 
 
- BLOQUE CATATUMBO 
- AUTODEFENSAS DE CORDOBA 
- BLOQUE BANANERO 
- BLOQUE CALIMA 
- BLOQUE PACIFICO 
- BLOQUE CUNDINAMARCA 
- FRENTE MOJANA 
- FRENTE DEL SUROESTE DE ANTIOQUIA 
- AUTODEFENSAS DEL META Y VICHADA 
- AUTODEFENSAS DEL SUR DEL MAGDALENA E ISLA DE SAN 
FERNANDO 
- FRENTE VICHADA – BLOQUE CENTRAL BOLIVAR 
 
                                                 
50 Ver texto completo en anexos 
P R E S I D E N C I A  D E  L A  R E P Ú B L I C A
A l t o  C o m i s i o n a d o  p a r a  l a  P a z
E S T R U C T U R A S  A  D E S M O V I L I Z A R S E
A u t o d e f e n s a s  
d e  C ó r d o b a
A u t o d e f e n s a s  d e  M e t a  y  
V i c h a d a
B l o q u e   C a t a t u m b o
B l o q u e   
B a n a n e r o
F r e n t e  
S u r o e s t e  
A n t i o q u e ñ o
B l o q u e  
P a c í f i c o
B l o q u e  
C a l i m a
B l o q u e  
C u n d i n a m a r c a
A u t o d e f e n s a s  S u r  d e l  
M a g d a l e n a
F r e n t e  M o j a n a
F r e n t e  V i c h a d a  d e l  B l o q u e  
C e n t r a l  B o l í v a r
 
 
OTRAS ENTIDADES QUE ACOMPAÑAN EL PROCESO DE 
DESMOVILIZACION 
 
- Vice-presidencia – Programa de Derechos Humanos 
- Fiscalía General de la Nación 
- Registradura Nacional del Estado Civil 
- Gobernaciones y Alcaldías 
- Ministerio de Protección Social 
- SENA 








FASES DE LA DESMOVILIZACION 
PRIMERA ETAPA                                                                   RESPONSABLE 
 
1. Fase de sensibilización, preparación y adecuación                 Oficina del Alto 
2. Fase de concentración, desmovilización y verificación          Comisionado para 
3. Inicio del Proceso de Reincorporación                                    la Paz                        
 
SEGUNDA ETAPA                                                                    RESPONSABLE 
 
1. Reincorporación                                                                      Ministerio del Interior 
                                                                                                    y Justicia 
 
 
ESQUEMA PROCEDIMIENTO JURÍDICO 
 





DELITOS COBIJABLES POR                           DELITOS NO COBIJABLES POR LOS  
LOS BENEFICIOS JURÍDICOS:                                 BENEFICIOS JURÍDICOS  
CONCIERTO PARA 
DELINQUIR Y CONEXOS 
 
MINISTERIO DEL INTERIOR                            UBICACIÓN EN ZONA ESPECIAL 
                                                                                       (SANTA FE DE RALITO) 
 
- FISCALIA                                                 - LEGISLACIÓN ESPECIAL 
- CONSEJO SUPERIOR                               EXPEDIDA POR EL CONGRESO 
      DE LA JUDICATURA 
-    JUZGADOS DE EJECUCIÓN 
            DE PENAS 
 
 
Los beneficios jurídicos son un género que incluye varias especies a saber: 
 
    - Cesación de Procedimiento                 (Ministerio del Interior – Fiscalía) 
    - Resolución de Preclusión                    (Ministerio del Interior – Fiscalía)  
    - Resolución Inhibitoria                         (Ministerio del Interior – C.S. Judicatura) 
    - Indulto                                                 (Rama Ejecutiva) 
 
Los desmovilizados, por voluntad propia, deberán presentarse ante el Centro de Referencia 
(los cuales funcionan en los lugares donde se desmovilizaron) para acogerse a los 
beneficios de la ley 782, delitos cobijables (concierto para delinquir y conexos). De no 
existir causa abierta, se inicia. De ahí en más, el Ministerio del Interior pide a la fiscalía la 
investigación de la presente causa; la cual puede sí ya había sido abierta, encontrarse en: 
 
• CESACIÓN DE PROCEDIMIENTO: Cuando el proceso se encuentra en 
investigación previa. 
• RESOLUCIÓN DE PRECLUSIÓN: Cuando el proceso está en etapa de 
instrucción por parte de la Fiscalía. 
• RESOLUCIÓN INHIBITORIA: Cuando el proceso está en etapa de juzgamiento 
por parte de los jueces de la República. 
 
Cuando existe una sentencia condenatoria, la concesión de este beneficio, EL INDULTO, 
es competencia exclusiva del Presidente de la República. 
 
Ahora bien, este conjunto de normas contemplan la posibilidad de otorgar estos beneficios 
siempre y cuando se reúnan una serie de condiciones: 
 
- Dentro de la petición de beneficios no deben presentarse casos sobre crímenes 
atroces, de ferocidad o barbarie, terrorismo, secuestro, genocidio, homicidios 
cometidos fuera de combate o colocado a la víctima en estado de indefensión. 
- Acreditar la condición de miembro de un grupo armado organizado al margen de la 
ley. 
- Que este grupo armado este incurso en un proceso de paz y que haya realizado actos 
tendientes a la realización de diálogos y acuerdos. 
- Solicitar expresamente el beneficio, así como comprometerse con la cesación de 
actos delictivos. 
 
Con respecto a grupos de desmovilizados que no poseen los beneficios jurídicos por no 
encuadrarse su situación en la ley 782, deberán esperar dentro de la zona de ubicación 
especial (Santa Fe de Ralito), hasta que en el Congreso de la Nación se expida una 
legislación especial. 
 































VIII. CESE DE HOSTILIDADES 
 
        El cese de hostilidades unilateral declarado por las Autodefensas Unidas de Colombia 
(AUC), forma uno de los temas de mayor relevancia y urgencia en la etapa actual de los 
diálogos con el Gobierno Nacional. 
 
Esta declaración fue realizada entre noviembre y diciembre del 2002, se ratifica en el 
Acuerdo de Santa Fe de Ralito para contribuir a la paz de Colombia, firmado el 15 de 
julio del 2003 y en el Acuerdo de Fátima, donde se constituye la zona de ubicación en 
Tierralta, Córdoba, firmado el 13 de mayo del 2004, dentro del cual se corrobora el 




        Existen diferencias entre el Gobierno y las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) 
respecto al contenido exacto del cese de hostilidades, y, al no llegar a una definición 
compartida, las partes en la Mesa de negociación han asumido la definición de cese de 
hostilidades de sentido común. 
 
Por un lado, el Gobierno Nacional entiende por cese de hostilidades “el cese total de 
acciones ofensivas o acciones que afectan a la población civil colombiana; homicidios, 
amenazas, desplazamientos, secuestros, extorsiones, desapariciones forzadas, presiones e 
intromisiones en las actividades de las instituciones legalmente constituidas, de las 
organizaciones políticas y sociales, así como de expandirse territorialmente o reclutar 
nuevos miembros. También deben abstenerse del uso de la violencia en disputas internas, y 
de bloquear la libre circulación de personas, alimentos y medicinas.”51  
 
De igual forma, el Gobierno agrega desde su concepción de cese de hostilidades “el 
abandono total de las actividades de narcotráfico o relacionadas con el negocio de la 
droga”52  
 
Por otro, las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), han reiterado que no cesarán sus 
acciones ofensivas y defensivas contra la guerrilla, y afirman que tampoco pueden dejar de 
                                                 
51 Intervención del Alto Comisionado para la Paz, Luis Carlos Restrepo durante el acto de instalación de la 
mesa de negociación unificada entre el Gobierno y las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), Tierralta, 
Córdoba, julio 1 del 2004. 
52 Ibíd 
ejercer determinadas actividades delictivas las cuales son necesarias para su sostenimiento 
económico. Las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) han repetido que un cese de 
hostilidades cien por ciento no es posible, al mismo tiempo que se han comprometido a 
continuar los esfuerzos para lograr que el cese de hostilidades sea más efectivo.53 
 
Por su parte, la MAPP/OEA (organismo internacional encargado de acompañar el proceso 
de negociación, desmovilización y reinserción de los miembros de las AUC) entiende que 
el cese de hostilidades unilateral por parte de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), 
no exime a estas del pleno respeto de las obligaciones que tienen en el marco del Derecho 
Internacional Humanitario (DIH). 
 
Considera que cualquier grupo armado irregular al margen de la ley, esta comprometido en 
el cese de hostilidades, siempre y cuando dicho grupo comunique públicamente su 
compromiso incondicional con el respeto del mismo.  
 
Considera también que el cese de hostilidades compromete a la totalidad de los integrantes 
de una organización armada al margen de la ley, a todos sus comandantes, bloques, frentes 
y otras estructuras que hacen parte de la misma, se encuentren o no en la zona de 
concentración/ubicación. 
 
La MAPP/OEA ha expresado, tanto al Gobierno como a las AUC, que considera violación 
del cese de hostilidades todo aquel acto que afecte la vida y la integridad de la población 
civil y que por lo tanto verificará el cese de acuerdo con esto. 
 
El organismo considera que la población civil es la principal afectada por dichas acciones, 
las cuales producen desplazamientos, muerte y destrucción entre las comunidades, y por 
esta razón a la MAPP/OEA le preocupa profundamente la seriedad de los enfrentamientos y 







                                                 
53 Acuerdo de Santa Fe de Ralito para contribuir a la paz de Colombia, 15 de julio del 2003, punto 6. ver 
acuerdo en anexo B: Índice de Acuerdos, Convenios y Declaraciones 
B. Vigencia del Cese de Hostilidades 
 
El Gobierno Nacional considera vigente el cese de hostilidades por parte de las 
Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) a partir de las declaraciones unilaterales por 
parte de las AUC, el Bloque Central Bolívar (BCB) y la Alianza Oriente (Autodefensas 
Campesinas del Casanare (ACC) y  las Autodefensas Campesinas del Meta y Vichada 
(ACMV))54, declaradas el 29 de noviembre, el 3 de diciembre y el 8 de diciembre del 2002 
respectivamente. 
 
Los grupos actualmente comprometidos con el cese de hostilidades y sujeto a la 
verificación por parte de la MAPP/OEA son: 
 
• Las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), todos los bloques y frentes que 
hacen parte de dicha organización, incluyendo pero no limitado a las Autodefensas 
Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU), el Bloque Central Bolívar y Vencedores 
de Arauca, las Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio (ACMM), las 
Autodefensas Campesinas del Meta y Vichada (ACMV) y las Autodefensas 
Campesinas del Sur del Cesar (ACSUS), de acuerdo con las firmas de los diferentes 
documentos mencionados y los organigramas publicados por las mismas AUC. 
Dicho compromiso  fue suscrito mediante un comunicado público de las AUC del 
29 de noviembre del 2002, donde las mismas declararon el cese unilateral de 
hostilidades, a partir de la fecha 1 de diciembre del 2002.55 
 
• Las Autodefensas Campesinas de Colombia Bloque Central Bolívar y Vencedores 
Arauca (AC-Colombia-BCB), mediante un comunicado público del 3 de diciembre 
del 2002, donde se afirmó su compromiso con la “cesación unilateral, 
incondicional e indefinida de hostilidades a partir de las cero horas del cinco de 
diciembre del 2002”56. A partir del 31 de marzo del 2004, con la reincorporación del 
                                                 
54 La Alianza Oriente (AO) estuvo compuesto por las ACC y las ACMV, con la incorporación de las ACMV 
a la mesa de Santa Fe de Ralito, la Alianza Oriente de hecho ha dejado de existir. 
55 Autodefensas Unidas de Colombia: “Declaración por la Paz de Colombia”, colombialibre.org, 29 de 
noviembre del 2002, en http://www.colombialibre.net/editorial.asp?auto=120 
6 Autodefensas Campesinas de Colombia Bloque Central Bolívar y Vencedores de Arauca: “Por la Paz de 
Colombia”, publicado el 3 de diciembre del 2002; http://bloquecentralbolivar.org/detalles.php?Id=398 
 
 
BCB a las AUC, mediante la conformación del “Estado Mayor” de las AUC,57 el 
BCB aceptan los acuerdos y compromisos previamente suscritos entre el Gobierno 
Nacional y las AUC, más notablemente el Acuerdo de Santa Fe de Ralito del 15 de 
julio del 2003. 
 
• Las Autodefensas Campesinas del Casanare (ACC), mediante el convenio suscrito 
con el Gobierno Nacional, “Acuerdo del Sur del Casanare por la paz de 
Colombia”58, firmado por el Alto Comisionado para la Paz, Luis Carlos Restrepo en 
representación del Gobierno Nacional y el Comandante Héctor Buitrago alias 
“Martín Llanos” en representación de las ACC, “donde las Autodefensas 
Campesinas del Casanare ratifican su compromiso con el cese de hostilidades, 
declarado el 8 de diciembre del 2002. por tal motivo, aceptan la verificación 
internacional de este compromiso con la paz de Colombia, para que la tranquilidad 
reine plenamente en su región. Las Autodefensas Campesinas del Casanare afirman 
su compromiso de avanzar hacia un proceso de concentración y desmovilización de 
todo sus efectivos, antes de terminar la presente administración.”59. Puesto que el 
Gobierno no ha solicitado la verificación de la MAPP/OEA con este grupo, todavía 
no es sujeto de la verificación del cese de hostilidades. 
 
• Las Autodefensas Campesinas de Meta y Vichada (ACMV), mediante su adhesión a 
la mesa de diálogo con las AUC en Santa Fe de Ralito el 1 de julio del 2004.  
 
Quedan fuera del cese de hostilidades las guerrillas de las FARC-EP, ELN, EPL, ERP, 
ERG, JBC y JEG60, además de las organizaciones de autodefensa “Bloque Elmer Cárdenas” 
bajo el mando del Comandante “Alemán”, el Frente Isidro Carreño, anteriormente parte del 





                                                 
57 Autodefensas Unidas de Colombia: “Manifiesto Público Unidad para la Paz”, colombialibre.org, 32 de 
marzo del 2004, en http://www.colombialibre.org/detalles_col.php?banner=editorial&id=4686 
58 Ver texto completo Anexos Capitulo IX 
59 “Acuerdo del Sur del Casanare por la paz de Colombia”, 29 de enero del 2004, puntos 2 y 3. 
60 Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia – Ejército del Pueblo (FARC-EP), Ejército de Liberación 
Nacional (ELN), Ejército Popular de Liberación (EPL), Ejército Revolucionario del Pueblo (ERP), Ejército 
Revolucionario Guevarista (ERG), Jaime Bateman Cayón (JBC) y Jorge Eliécer Gaitán (JEG). 
C. La Verificación  
 
La verificación del cese de hostilidades, desmovilización y reinserción son las funciones 
principales de la MAPP/OEA de acuerdo al convenio firmado entre el Gobierno de 
Colombia y la Secretaria General de la Organización de los Estados Americanos el 23 de 
enero del 2004. 
 
La MAPP/OEA considera que el destinatario principal del cese de hostilidades debe ser 
ante todo la población civil en las zonas de conflicto. El objetivo primordial de la 
verificación es tener un efecto disuasivo sobre las actuaciones de las autodefensas que 
atropellan y violan los derechos fundamentales de la población civil, sobre todo el derecho 
a la vida, lo cual permitirá salvar vidas humanas y avanzar hacia la resolución pacífica del 
conflicto. 
 
La verificación del cese de hostilidades por parte del la MAPP/OEA comenzó, de manera 
sistemática, a partir de la instalación formal de la Mesa de Negociación Unificada entre el 
Gobierno y las AUC el 1 de julio del 2004. 
 
El objetivo inmediato de la verificación es seguir mejorando, seguir perfeccionando el 
cumplimiento del cese de hostilidades, y avanzar hacia la concentración y desmovilización 
de la cantidad de grupos y miembros de las autodefensas posibles. 
 
Si bien todas las hostilidades cometidas por las autodefensas contra la población civil 
constituyen violaciones del cese de hostilidades y por lo tanto pueden ser objeto de 
verificación, no todas las hostilidades son por igual verificables. Si bien es posible verificar 
hechos como asesinatos y masacres, siempre y cuando se pueda acceder al lugar de los 
hechos, no es igual de factible en caso de desapariciones o secuestros al igual que las 
amenazas, extorsiones y presiones que estos grupos ejerzan sobre la población. 
 
En términos prácticos, la MAPP/OEA deberá priorizar los hechos más graves y los que son 
en efecto verificables. Esto conlleva el grave riesgo de que se sigan cometiendo abusos 
contra la población  que sean difícilmente verificables por esta organización. 
 
Entre las prácticas no muy fáciles de verificar están: las amenazas contra la población, el 
control social que los actores armados ejercen sobre la población civil, la corrupción e 
infiltración de instituciones del Estado, la extorsión y la “vacuna”61. Dicha situación, en la 
medida que se prolongue en el tiempo, sin desmovilización, va a afectar la credibilidad y 
legitimidad del proceso de paz con las autodefensas y disminuirá las probabilidades de 
éxito. 
 
D. Logros del Cese de Hostilidades 
 
En términos generales, el tema del cese de hostilidades es quizá el punto que más ha 
debilitado al proceso de paz con las autodefensas y ha contribuido a generar dudas y fuertes 
cuestionamientos, muchos de los cuales son totalmente válidos. 
 
En febrero del 2004, la Oficina del Alto Comisionado para la Paz (OACP) publicó un 
balance sobre el cese de hostilidades con las autodefensas en donde se observa que, “las 
acciones violentas atribuidas a las autodefensas involucradas en el proceso de paz durante 
el período diciembre del 2002 a diciembre del 2003, registran una disminución significativa 
con respecto al período anterior. Los homicidios cometidos muestran un descenso del 44% 
y las masacres presentan una disminución del 59%. Durante el mismo período, el 
desplazamiento forzado – atribuido en gran parte a los grupos de autodefensas – ha 
presentado una disminución del 53%.62  
 
 Nov 01 – Nov 02 Dic 02 – Dic 03 % 
HOMICIDIOS 459 257 44% 
MASACRES** 32 13 -59% 
Fuente: Boletín de Orden Público DAS, procesado por la Oficina del Alto Comisionado para la Paz. 





                                                 
61 La costumbre del impuesto paralelo o “vacuna”se hizo evidente a finales de los años 60, cuando las 
guerrillas cobraban donaciones para mantenerse en pie. Con el tiempo estas dadivas se fueron especializando. 
Con el recrudecimiento del conflicto en Colombia, la extorsión paso a ser el mejor negocio. De acuerdo a 
Naciones Unidas, después del narcotráfico la extorsión es el segundo dividendo de ingresos de las guerrillas y 
las autodefensas.  
62 Oficina del Alto Comisionado para la Paz (OACP): Proceso de paz-grupos de autodefensas. Balance del 
Cese de Hostilidades, diciembre de 2002 – diciembre de 2003, pp1. 
En lo que corre del año 2004 el Alto Comisionado para la Paz afirma que se ha dado una 
reducción de los homicidios en un 42%, acumulado sobre la reducción de 44% registrados 
en el 2003, y desde que comenzó a funcionar la zona de ubicación en Santa Fe de Ralito 
una reducción del 76%.63 
 
Esta situación sigue vigente, disminuyen las violaciones contra la población civil, pero no 
cesan, lo cual significa que difícilmente se puede hablar de un “cese de hostilidades” en 
términos absolutos. 
 
La idea de un cese de hostilidades cien por ciento, sólo seria posible si las autodefensas no 
existieran, entonces, la idea mas acorde con la realidad es la que presenta el Alto 
Comisionado para la Paz, la de un cese de hostilidades que progresivamente se vaya 
mejorando, ya que es irreal el pensar que en un abrir y cerrar de ojos o de la noche a la 
mañana se puede cambiar por completo el comportamiento de un actor armado ilegal 
establecido por más de veinte años. 
 
Por lo tanto se ha puesto en marcha la idea de un progresivo mejoramiento del 
cumplimiento del cese de hostilidades. Aunque esto es lo que se busca generar, se debe 





• Ampliación de cobertura y capacidad de verificación del cese de hostilidades por 
parte de la MAPP/OEA.  
• No se puede subestimar la erosión de credibilidad que en efecto se está produciendo 
a causa del no cumplimiento del cese de hostilidades y la debilidad de verificación 
del mismo. 
• El cese de hostilidades no puede ser indefinido en el tiempo. Por el contrario, debe 
ser entendido como un mecanismo temporal, mientras se avance hacia el objetivo 
final del proceso de paz con las autodefensas, que, conforme al Acuerdo de Santa Fe 
de Ralito es la concentración y desmovilización de la totalidad de los miembros de 
las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) y su reincorporación a la vida civil. 
                                                 
63 Intervención del Alto Comisionado para la Paz, Luis Carlos Restrepo en la Plenaria del Senado, durante el 
debate sobre el proceso de paz con las autodefensas, agosto 3 del 2004. Ver cuadros en Anexo D: Índice de 
Tablas y Organigramas 
• No es sostenible un proceso de paz basado en un cese de hostilidades a largo plazo, 
el cual no se respeta en su totalidad y donde simplemente no es posible una plena 
verificación del mismo. 
• Solo es factible el cese de hostilidades y por ende el proceso de paz mismo, si se 
avanza, lo más rápido posible hacia la concentración y la desmovilización total de 






























IX. PROCESO DE PAZ EN COLOMBIA. CONTEXTO POLÍTICO 
INTERNACIONAL. 
 
           Durante la Conferencia Especial Sobre Seguridad de la Organización de los Estados 
Americanos (OEA), efectuada en Ciudad de México los días 27 y 28 de octubre de 2003, se 
realizó una declaración de apoyo al Gobierno del presidente Álvaro Uribe, al pueblo 
colombiano en su lucha contra el terrorismo y las acciones gubernamentales orientadas 
hacia la recuperación de la seguridad, la tranquilidad y el bienestar del país. Dicha 
declaración fue firmada por los 34 países del Hemisferio que asistieron a la Conferencia. 
 
Así mismo, la Asamblea General expresó su respaldo al Gobierno de Colombia en la 
búsqueda de "soluciones pacíficas negociadas para superar el conflicto interno, previo cese 
de hostilidades". 
 
A estas decisiones contribuyen de manera muy determinante, la coyuntura internacional. 
Tanto Estados Unidos, como Canadá y Europa, han coincidido en calificar a la guerrilla de 
izquierda y a los paramilitares de derecha como terroristas. Hecho que cierra 
considerablemente el espacio que éstos podrían tener en el exterior. 
  
De igual forma se pueden leer un sinnúmero de declaraciones de apoyo al proceso de paz, 
procedentes tanto de otras organizaciones internacionales, Países Cooperantes, 
Organizaciones promotoras de los Derechos Humanos, ONG’s,  etc. 
 
Pero la realidad en considerables ocasiones difiere de la teoría.  Sí bien numerosos países 
han aplaudido esta acción y/o nuevo camino escogido por el Gobierno del presidente 
Álvaro Uribe Vélez dirigido a consolidar la paz que le ha sido negada por tantos años a 
Colombia, no se ha realizado hasta la fecha ninguna muestra significativa que reafirme 
dicho apoyo por parte de muchas de estas naciones y organizaciones. 
 
Desde el inicio del Proceso de Paz lo único que han realizado (hablando desde la práctica) 
muchas de las entidades que “respaldan” esta iniciativa han sido, análisis de las 
“consecuencias” que podría acarrear el proceso, muchísimas objeciones, una falta de 
confianza y muestra de poca credibilidad no solo del proceso en sí, sino de todo lo que 
representa el mismo (Gobierno, AUC).  
En pocas palabras, mas que abrir caminos para la realización de esta iniciativa que busca la 
pacificación en Colombia, lo que han hecho es poner más y más obstáculos en el camino 
que está dirigido a esta búsqueda y consolidación de la paz. 
 
Sectores importantes de la comunidad internacional insisten en una serie de condiciones 
que el proceso de paz con las AUC debe cumplir para ser aceptado y por lo tanto tener 
transparencia y credibilidad. 
 
Esos puntos constituyen condiciones sin precedentes en el mundo para un proceso de paz. 
Concentración, Desarme y Desmovilización, Verdad, Justicia y Reparación. Por si fuera 
poco, se reclama, además, el desmonte total del paramilitarismo. Todo en el mismo 
momento y bajo una ley especial que los colombianos deben promulgar. Durante muchos 
años se afirmó que los paramilitares eran asesinos y narcotraficantes, y, desde septiembre 
11 también terroristas. Dentro de este esquema y atendiendo a una lógica ya repetida en 
otra oportunidad, sectores de la comunidad internacional rechazan apoyar un proceso de 
paz con un “grupo armado de derecha” involucrado en crímenes atroces. 
 
En la actualidad y tomando en cuenta que en Colombia operan un sinnúmero de 
Organizaciones No Gubernamentales (ONG’s) así como también Organismos 
Internacionales, el único organismo que ha tomado la decisión de apoyar y acompañar al 
proceso de paz entre el Gobierno y las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), ha sido la 
Organización de los Estados Americanos (OEA).  
 
Un proceso de paz es una decisión que acarrea consigo una serie de riesgos, de 
compromisos, de dificultades, y así como el Gobierno colombiano decidió tomar tan 
arriesgado pero necesario compromiso, la OEA como organismo regional que vela por el 
bienestar de todas las naciones que lo conforman, decidió tomar el mismo riesgo, 
acompañando y apoyando a todo el pueblo colombiano en este nuevo emprendimiento.  
 
Ningún proceso conocido con anterioridad en el continente tuvo semejantes exigencias. 
Hace apenas tres años, se apoyó casi masivamente el proceso con las FARC. Proceso que 
fracasó y constituyó una frustración para todos los colombianos. Nunca en agenda alguna 
se trataron temas vinculados a la verdad, justicia y reparación a las víctimas. Y este hecho 
debe llamar a la reflexión. Esto, repetimos, sólo hace tres años. 
 
 
A. Papel de los Organismos Internacionales dentro del Proceso de Paz en 
Colombia. 
 
1. Convenio entre el Gobierno colombiano y la Organización de Estados 
Americanos (OEA) para el acompañamiento del Proceso de Paz 
 
        El día 23  de enero del 2004 se firmó en la ciudad de Bogotá DC (Distrito Capital) un 
convenio entre el Gobierno colombiano representado por el excelentísimo Señor Presidente 
de la República Álvaro Uribe Vélez y la Secretaria General de la Organización de Estados 
Americanos (OEA) representada por su Secretario General Señor César Gaviria Trujillo64. 
 
De acuerdo al Artículo 2 de la Carta de la OEA que establece que la misma “ para realizar 
los principios en que se funda y cumplir sus obligaciones regionales de acuerdo con la 
Carta de las Naciones Unidas, establece los siguientes propósitos esenciales: a) Afianzar la 
paz y la seguridad del Continente ...”. 
 
El Gobierno colombiano ha solicitado en distintas oportunidades el apoyo de la comunidad 
hemisférica con relación a su conflicto interno, el cual ha recibido, en el marco de la OEA, 
entre otros, a través la declaración de la IV Sesión Plenaria de la Asamblea General sobre la 
situación en Colombia y fue en la Declaración de la Conferencia Especial sobre Seguridad 
acerca de la Situación de Colombia, donde los países del hemisferio respaldaron al 
Gobierno colombiano “en su búsqueda de soluciones pacíficas negociadas para superar la 
violencia, previo cese de hostilidades e hicieron un llamado a la comunidad internacional 
para que respalde el pronto inicio de negociaciones, los programas de desmovilización, 
reconciliación, desarme y reinserción que se requieran para lograr, de manera justa y 
transparente, la reincorporación a la vida civil de integrantes de todos los grupos armados 
ilegales”. 
 
El Gobierno colombino solicito a la Secretaria General de la Organización de Estados 
Americanos (OEA) el apoyo en materia de verificación y asesoría a partir de las 
experiencias acumuladas por dicho organismo. 
 
El objetivo general de este Convenio es apoyar al Gobierno en el alcance de los objetivos 
de su Política de Paz, mediante la facilitación de la cooperación que el Gobierno solicite de 
                                                 
64 Ver texto completo en Anexo B: Índice de Acuerdos, Convenios y Declaraciones 
la Secretaria General de la OEA, así como la recepción de la ayuda proveniente de los 
Estados miembros de dicho organismo, de los observadores permanentes de la OEA y de 
otros Estados. 
 
El objetivo específico del Convenio es establecer una Misión de Apoyo al Proceso de Paz 
en Colombia, de ahí las siglas MAPP/OEA, y verificar las iniciativas de cese al fuego y 
hostilidades, desmovilización y desarme y reinserción, que en el marco del Proceso de Paz 
sea establecido por el Gobierno. 
 
La Misión no intervendrá en los asuntos internos de Colombia, así como tampoco emitirá 
juicios sobre las decisiones jurídicas o políticas que son propias de la soberanía del Estado 
Colombiano. 
 
El mandato de la Misión es efectuar un acompañamiento amplio y flexible a la Política de 
Paz del Gobierno con los grupos armados al margen de la ley contemplando: 
 
- La verificación del proceso de paz, en especial en lo que concierne al cese al fuego 
y de hostilidades, desarme, desmovilización y reinserción. 
- Apoyo a las iniciativas del Gobierno Nacional, organizaciones de la sociedad civil y 
otras instancias, mediante el apoyo a la movilización de recursos para dichas 
iniciativas políticas, programas y actividades. 
- Verificación de la entrega de armas, que sean pactadas, monitorear su estricto 
cumplimiento y definir programas para su destrucción. 
- Apoyo a las iniciativas locales en zonas de conflicto, promoviendo medidas de 
fomento de confianza y reconciliación que desarrollen una cultura de democracia, 
paz y resolución pacífica de la violencia, así como la identificación, formulación y 












X. RESULTADOS VISIBLES DEL PROCESO DE PAZ COLOMBIANO 
 
       Como se mencionó en capítulos anteriores, el proceso de paz que vive en la actualidad  
Colombia ha sido fuertemente cuestionado y en muchos casos tachado de corrupto. 
 
La Comunidad Internacional ha mostrado su desconfianza sobre el mismo y por esta razón, 
ha presentado una serie de condicionamientos para que el Proceso sea reconocido como tal 
y para brindar asistencia en las futuras necesidades que conlleva todo proceso de 
pacificación. 
 
Es importante aclarar que, las Autodefensas Unidas de Colombia han sido catalogadas (al 
igual que las FARC y el ELN) como una organización terrorista internacional (sus siglas en 
inglés FTOs), por el Departamento de Estado de Los Estados Unidos de Norteamérica. Los 
líderes de esta organización son acusados por tráfico de drogas y por encontrarse 
implicados en violaciones masivas a los derechos humanos.  
 
Los condicionamientos se resumen en los siguientes: 
 
- Que las organizaciones terroristas internacionales estén respetando un alto el fuego 
y la cesación de actividades ilegales. 
- Que el Gobierno de Colombia no adopte ninguna ley o política contraria a las 
obligaciones bajo el tratado Estadounidense -Colombiano sobre la extradición y que 
confíe a los Estados Unidos que continuará extraditando a ciudadanos colombianos 
a ese país, incluyendo a los miembros de tales grupos armados ilegales, de acuerdo 
con ese tratado.  
- Que el marco jurídico colombiano que gobierna la desmovilización de tales grupos 
prevea el procesamiento y el castigo, en proporción con los crímenes cometidos, de 
aquellos responsables de violaciones graves de los derechos humanos, violaciones 
de la ley humanitaria internacional, y narcotráfico, de reparaciones a las víctimas, y 
de la supervisión de los individuos desmovilizados. 
- Que el gobierno de Colombia ponga en ejecución una política para  desmontar a 
tales grupos, incluyendo el apego de los activos financieros. 
- Que el gobierno de Colombia lleve a cabo acciones para permitir la devolución  de 
activos robados, incluyendo propiedades a sus dueños originales. 
 
El 25 de noviembre del 2004, en la localidad de Turbo, departamento de Antioquia, se 
desmovilizaron 452 miembros del Bloque Bananero de las Autodefensas Unidas de 
Colombia, entregando 350 armas en buen estado. 
El 4 de diciembre, en el corregimiento de Santa Rosa, municipio de Santa Ana, 
departamento del Sur del Magdalena, se desmovilizaron 47 miembros de las Autodefensas 
del Sur del Magdalena e Isla de San Fernando. Los desmovilizados hicieron entrega de 26 
fusiles, tres subametralladoras, una ametralladora, un mortero artesanal, seis pistolas, un 
revolver, una escopeta, granadas, abundante munición y medios de comunicación. 
El 8 de diciembre, en el departamento de Cundinamarca, se desmovilizaron 150 miembros 
de las Autodefensas Campesinas de Cundinamarca. El bloque entregó casi 100 armas entre 
morteros, fusiles AK-47 y M-30, granadas de mano y pistolas 9 milímetros. Además, 
abundante munición, 2 vehículos, 56 radios y un par de antenas de amplio poder. 
 
El 10 de diciembre del mismo año, el Campo Dos, Tibú, Departamento del Norte de 
Santander, se realizó la mayor desmovilización jamás registrada en la historia de Colombia, 
donde 1425 miembros del Bloque Catatumbo de las Autodefensas Unidas de Colombia 
dejaron las armas e iniciaron un proceso de reincorporación a la vida civil. 
 
 
ARMAS ENTREGADAS65  









Granadas de mano 556
Granadas de mortero 201
Granadas de fusil  183
                                                 
65 Fuente: MAPP/OEA yOficina del Alto Comisionado para la Paz 
Granadas de humo 3
Granadas MGL 268
Equipos de comunicación y explosivos  
De igual forma, El Bloque Catatumbo realizó la devolución de bienes66, entre el listado 
entregado por la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, se hace inventario de 105 
fincas, además de 58 inmuebles y 10 lanchas. 
Las fincas entregadas están ubicadas en el municipio de La Gabarra (Norte de Santander) y 
suman alrededor de 6500 hectáreas, un hecho sin precedentes no sólo en Colombia sino en 
toda Latinoamérica, ya que es la primera vez que un grupo armado al margen la ley realiza 
la devolución de bienes y representa una muestra clara de compromiso y apoyo al proceso 
de paz.  
El 20 de diciembre del 2004, en el departamento de Valle, se desmovilizaron los 556 
miembros de Bloque Calima de las Autodefensas Unidas de Colombia, entre los 
desmovilizados se encuentran 14 mujeres y 27 menores de edad. 
ARMAS ENTREGADAS67  





Armas de apoyo 27
Proveedores 1008
Eslabonados 2500
Granadas de mano 83
Granadas 40mm 51
Morteros 10
Granadas de fusil 2
Radios de Comunicación, uniformes y equipos de 
campaña 
51
                                                 
66 Ver cuadros de bienes devueltos en Anexo D: Indice de Tablas y Organigramas. 
67 Fuente:  MAPP/OEA y Gobierno Colombiano 
Con el Bloque Calima la cifra de combatientes de las Autodefensas Unidas de Colombia 
desmovilizados llega a 2.630, de unos 3.000 que se comprometieron a desmovilizar antes 
de fin de año68. 
Muchos de los desmovilizados se reintegrarán a la vida civil, con la excepción de aquellos 
que cuenten con crímenes de lesa humanidad, los cuales deberán concentrarse en Santa Fe 
de Ralito, zona de ubicación y sede de los diálogos entre el Gobierno y las AUC, a la espera 










                                                 




      Puesto que ningún proceso de pacificación es igual o similar a otro y que por esta 
razón no existe manual alguno que indique como llevarlo a cabo de la manera más 
optima, se puede afirmar entonces que en sí todo proceso de esta naturaleza representa 
un verdadero desafío el cual se va construyendo o edificando con el día a día. 
 
Como desafío se entiende que el proceso en sí conlleva riesgos que deben asumirse. 
Que tiene tanto fortalezas como debilidades. Cuando nos referimos a las segundas, se 
debe buscar que éstas sean reforzadas y mejoradas a través de la práctica o consecución 
del mismo. 
  
El proceso de paz que vive en la actualidad Colombia significa la posibilidad de un gran 
logro no sólo del Gobierno, sino de todos los colombianos, entendiendo por esto a la 
sociedad, a los grupos involucrados en la desmovilización – las AUC  –, a las personas 
que viven día a día el conflicto. 
 
Dicho proceso representa una de las iniciativas más audaces y más arriesgada del actual 
gobierno. Constituye la apertura de negociación con los grupos de Autodefensas, como 
afirma Eduardo Pizarro Leongómez. Esta iniciativa política ha significado un quiebre 
histórico frente al inmovilismo y los titubeos de las élites colombianas respecto a este 
escabroso tema, a lo largo de más de dos décadas. Las actitudes de los diferentes 
gobiernos que se han sucedido desde el inicio del paramilitarismo, oscilaron entre la 
convivencia pragmática, el apoyo encubierto o la simple indiferencia. 
 
En Colombia han habido muchas amnistías. En el siglo antepasado, cada guerra civil 
terminaba en amnistía. En décadas recientes se dieron amnistías en el gobierno de Rojas 
Pinilla, en el primer gobierno del Frente Nacional, en el gobierno de Belisario Betancur, 
y luego para la desmovilización del M-19, del EPL, y el Quintín Lame cuyo proceso de 
negociación inicio durante el gobierno de Virgilio Barco y continuo y posteriormente se 




A partir de estos antecedentes, se puede afirmar que es la primera vez en la historia de 
Colombia que se produce la concentración voluntaria de un gran número de miembros 
de una agrupación armada al margen de la ley, en este caso las Autodefensas Unidas de 
Colombia (AUC) que buscan su desmovilización y hacer real su contribución con la paz 
de Colombia,  teniendo en cuenta la no existencia de un marco jurídico específico que 
los contenga con posterioridad a la desmovilización. Ésta es una situación sin 
precedentes en Colombia ya que, como se mencionó anteriormente, es la primera vez 
que un grupo armado al margen de la ley decide desmovilizarse sin estar amparado por 
un marco jurídico especial que de respuesta a su particular situación y naturaleza. 
 
Es por todo esto que el proceso en marcha constituye un ejemplo elocuente de la 
posibilidad de retornar a la paz y a la convivencia mediante la negociación. Este 
ejemplo puede penetrar en las filas renuentes de las autodefensas y en cierta medida a 
las de las FARC, el ELN, y otras agrupaciones, que dan indicios de fatiga, desencanto y 
desmoralización. 
 
El balance del proceso resulta claramente favorable para el Estado, la sociedad y los 
desmovilizados. A partir de lo antes mencionado, se puede afirmar que el proceso en sí 
a pesar de los duros obstáculos que presenta, sigue adelante. Con el apoyo de pocos y la 
oposición de muchos. 
 
El hecho más curioso consiste en, por un lado, la enorme desconfianza y prejuicios de 
ciertos sectores de opinión dentro y fuera de Colombia y, por otro, el vasto apoyo en la 
sociedad colombiana, según reiterados sondeos de opinión. Es decir, mientras a lo 
interno del país el apoyo es muy grande, dentro y fuera existen sectores de opinión 
opuestos al mismo. El problema de agrava ya que algunas decisiones que afectan el 
necesario apoyo al mismo, se adoptan tomando en cuenta a los sectores críticos y no 
sobre la base de la opinión de la mayoría de la población afectada directamente por la 
violencia.  
 
La oportunidad que el proceso de paz significa para Colombia y las dificultades y 
riesgos que entraña, disponen a pensar en el desafío que representa. No cuentan en este 
desafío los modelos precedentes ni las fórmulas teóricas de resolución de conflictos. 
Cuenta sí, la decisión de trabajar a favor del mismo. Sin vergüenzas, despejando dudas 
y prejuicios. Aportando desde dentro. Arriesgando junto a los colombianos. Ese es el 
verdadero desafío. La paz posible de construir diariamente. La paz no como un estado 
ideal en el horizonte lejano. La paz real y concreta. La que se ayuda a construir con los 
hombres y mujeres reales. Con las instituciones y sus limitaciones. Esa es la paz real. La 
que va permitiendo simplemente, día a día,  que no se siga dañando la vida de ciento de 
miles de colombianos y colombianas.  
 
Si este trabajo ayuda, aunque sea en pequeño, a despejar dudas, ampliar comprensiones 
















































































































Mapa de ubicación de la zona de la Marquetalia  
 
El Municipio de Marquetalia se encuentra localizado en la hoya del Magdalena, 
correspondiente a la parte más baja de Departamento de Caldas, sobre su parte Nororiental, en 
la cual tiene asiento, además, del Municipio, las poblaciones de Pensilvania, La Dorada, 
Marulanda, Manzanares y Samaná. Se encuentra localizado a los 5° 18´ de Latitud Norte y  75° 










Ubicación de Puerto Boyacá (encerrado en circulo), zona de conformación de Muerte a los 





















































ANEXO B: INDICE DE ACUERDOS, 










ACUERDO DE SANTA FE DE RALITO PARA CONTRIBUIR A LA PAZ DE 
COLOMBIA 
 
El Gobierno Nacional y las Autodefensas Unidas de Colombia A.U.C., como resultado de la 
Fase Exploratoria adelantada entre las partes a partir del mes de diciembre de 2002,  
ACUERDAN: 
1. Definir como propósito de este proceso el logro de la paz nacional, a través del 
fortalecimiento de la gobernabilidad democrática y el restablecimiento del monopolio de la 
fuerza en manos del Estado. Las AUC reiteran que su mayor aporte a la nación en este 
momento histórico es avanzar hacia su reincorporación a la vida civil y contribuir al 
fortalecimiento del Estado Social de Derecho. Las partes se comprometen en este proceso, 
conscientes de dar un paso que aporta de manera efectiva a la construcción de la autentica paz 
que espera y merece la nación colombiana.  
2. Para el cumplimiento de este propósito, las Autodefensas Unidas de Colombia se 
comprometen a desmovilizar a la totalidad de sus miembros, en un proceso gradual que 
comenzará con las primeras desmovilizaciones antes de terminar el presente año y que deberá 
culminar a más tardar el 31 de diciembre de 2005. El gobierno se compromete a adelantar las 
acciones necesarias para reincorporarlos a la vida civil. 
3. Las Autodefensas Unidas de Colombia valoran muy positivamente las recomendaciones 
finales de la Comisión Exploratoria y coinciden en que las mismas constituyen un norte 
adecuado para el proceso de paz entre el gobierno nacional y las AUC.  
4. Acuerdan que a partir de las recomendaciones del informe final de la Comisión exploratoria, 
se da por terminada la fase de exploración del proceso de paz, para dar inicio a una etapa de 
negociación. 
5. Crear las condiciones para que en un tiempo prudencial se concentren -con las debidas 
garantías de seguridad-, los miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia, en sitios 
previamente acordados. La concentración de sus integrantes incluirá todos los rangos de 
mando, disponiendo de las garantías que para tal efecto se convengan entre las partes. Dichas 
zonas contarán con la presencia permanente de la fuerza pública. 
6. Las Autodefensas Unidas de Colombia ratifican su compromiso con el cumplimiento del 
cese de hostilidades, como expresión de buena voluntad y continuarán con sus esfuerzos para 
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lograr que sea totalmente efectivo. 
7. Las Autodefensas Unidas de Colombia comparten el propósito del Gobierno de una 
Colombia sin narcotráfico y respaldan las acciones del Estado colombiano contra este 
fenómeno que destruye la democracia, la convivencia, la economía y el medio ambiente.  
8. Agradecer la presencia permanente de la Iglesia Católica en este proceso de paz e invitarla a 
seguir acompañándolo, como garantía de transparencia y compromiso de las partes con la paz 
de Colombia.  
9. Convocar la solidaridad y el compromiso nacional para fortalecer al Estado y construir las 
condiciones que hagan posible la desmovilización y reincorporación a la vida civil de los 
miembros de las A.U.C. Piden a los diferentes sectores nacionales y a las comunidades locales 
que apoyen los esfuerzos institucionales para consolidar la seguridad, la convivencia y el 
desarrollo.  
10. Exhortar a la comunidad internacional a respaldar los esfuerzos para defender y fortalecer la 
democracia colombiana y a prestar su concurso para desactivar los factores de violencia que 
afectan a Colombia.  
Con este acuerdo, el Gobierno y las Autodefensas Unidas de Colombia responden al anhelo 
nacional de una Colombia en paz con oportunidades y garantías para todos.  
Por el Gobierno Nacional: 
LUIS CARLOS RESTREPO 
Alto Comisionado para la Paz 
Por las Autodefensas Unidas de Colombia AUC: 
HERNAN HERNÁNDEZ  
RAMIRO VANOY 
LUIS CIFUENTES  
FRANCISCO TABARES 
ADOLFO PAZ  
JORGE PIRATA 






· Miembros de la Comisión Exploratoria de Paz 
Carlos Franco  
Jorge Ignacio Castaño 
Eduardo Espinosa  
Gilberto Alzate Ronga 
Ricardo Avellaneda  
Juan B. Pérez Rubiano 
· Facilitadores del proceso por la Iglesia Católica 
Monseñor Germán García  
Monseñor Julio Cesar Vidal 
Padre Leonidas Moreno 


















ACUERDO DE PAZ ENTRE EL GOBIERNO NACIONAL Y LOS 
REINCORPORADOS DEL BLOQUE CACIQUE NUTIBARA DE LAS 
AUTODEFENSAS UNIDAS DE COLOMBIA -AUC- 
La ceja, Antioquia, Diciembre 10 de 2003. 
El gobierno nacional, representado por el Alto Comisionado para la paz, Dr. Luis Carlos 
Restrepo, y los miembros del Bloque Cacique Nutibara, representados por Jovani de Jesús 
Marín Zapata y Fabio Orlando Acevedo Monsalve; en cumplimiento de lo establecido el 15 de 
julio de 2003 en el Acuerdo marco de Santa fe de Ralito y fundamentados en la resolución 216 
del 24 de noviembre de 2003, hemos acordado los siguientes puntos: 
El proceso de reincorporación a la vida civil de los desmovilizados del bloque se inicia el día 
16 de diciembre de 2003 y se extenderá por el termino de año y medio hasta el 16 de julio de 
2005, al cabo del cual habrá terminado el programa de reincorporación para estos beneficiados. 
Terminado este periodo de reincorporación las partes podrán acordar nuevos programas para 
adelantar en la fase de reconciliación. 
La responsabilidad política de la reincorporación es de competencia del gobierno nacional. La 
alcaldía de Medellín coadyuvara en el desarrollo de los programas de reincorporación y 
especialmente en el desarrollo del modelo de verificación, monitoreo y seguimiento de los 
desmovilizados y de las comunidades. 
El gobierno nacional reconoce a la Organización No gubernamental denominada "Corporación 
Democracia" como la organización representante de los reincorporados del Bloque Cacique 
Nutibara, con quien se mantendrá una interlocución permanente para el seguimiento, desarrollo 
y apoyo del proceso de reincorporación. El gobierno nacional, la Alcaldía de Medellín y la 
Corporación democracia diseñarán los programas de seguimiento, desarrollo y apoyo al proceso 
de reinserción. 
De la misma manera el gobierno nacional y la Alcaldía de Medellín apoyarán -de considerar 
pertinente-, el desarrollo de iniciativas de paz, convivencia y reconciliación que lleve a cabo 
esta organización No gubernamental. 
Los beneficios para los desmovilizados del Bloque Cacique Nutibara, incluidos los jurídicos, 
han sido enmarcados en la ley 782 de 2002 y el decreto 3360 de 21 de noviembre del 2003, así 
como en la resolución 217 del 24 de noviembre de 2003. 
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En materia laboral la alcaldía actual de Medellín ubicará por al menos un año a quienes 
cumplan con los requisitos, en alternativas laborales, al termino del cual la alcaldía -de acuerdo 
con la realidad presupuestal del municipio de Medellín-, evaluará la situación de cada uno para 
prorrogar los contratos si se considera conveniente o buscar otras opciones laborales en el 
sector publico, en el sector privado o en el desarrollo de proyectos individuales o colectivos de 
creación de empresas. De la misma manera el gobierno nacional buscara opciones laborales con 
el sector privado. 
El gobierno nacional proveerá lo pertinente para garantizar la vinculación al SISBEN de los 
desmovilizados, cuando a ello hubiere lugar dentro del marco legal. 
El gobierno nacional, mantendrá la seguridad del conjunto de los reincorporados, así como la 
seguridad de seis de sus miembros líderes y del vocero de la organización. El municipio de 
Medellín y Metro seguridad contribuirán en el diseño de programas y el apoyo logístico para 
lograr este objetivo. Metro seguridad, de la Alcaldía de Medellín, apoyara logísticamente el 
funcionamiento y dotación de la red de información preventiva que se deberá crear para tener 
alertas tempranas que protejan a los desmovilizados y sus sectores de retorno. 
El municipio de Medellín coadyuvará con el programa de seguimiento, monitoreo y 
acompañamiento psicosocial, para los casos individual y colectivo, que estarán a cargo de la 
oficina del Alto Comisionado para la paz. Para tal fin la administración municipal se encargara 
de crear centros zonales de atención a los reincorporados. Al seguimiento podrán ser invitadas 
nuevas personas u organizaciones sobre las que no cabe ninguna duda de su neutralidad y 
seriedad, a quienes deberá definírseles el propósito y objetivo de su invitación. El programa de 
seguimiento, monitoreo y acompañamiento deberá reglamentarse antes de finalizar enero de 
2004. 
La verificación del proceso y de los acuerdos estarán a cargo de la Comisión Verificadora, 
acordada por las partes y designada por el gobierno nacional mediante la resolución #216 del 
24 de noviembre de 2003. La verificación podrá ampliarse de común acuerdo de las partes. 
Los reincorporados, a través de un acta individual de compromiso por la paz de Colombia, 
dejan constancia de su decisión de abandonar la ilegalidad, hacer dejación de las armas y de la 
organización, y se comprometen a no volver a integrar grupo armado ilegal. Quien incumpla 
perderá todos los beneficios derivados de este proceso de paz.  
Las instituciones del estado reconocen y respetan los derechos civiles, políticos y legales de los 
reincorporados como ciudadanos de Colombia. 
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Los reincorporados y especialmente los líderes, se comprometen a colaborar con las 
autoridades legítimamente constituidas, obrando dentro del marco de la legalidad y la 
cooperación que asiste a todos los ciudadanos. 
Los reincorporados tendrán un documento de identificación interna, para fines administrativos, 
avalado por la oficina del Alto Comisionado para la paz. 
A partir del momento de la entrega de armas, los reincorporados se comprometen a cesar todas 
las acciones hostiles, violentas y armadas. Así mismo se comprometen como nuevos 
ciudadanos en la legalidad a abandonar cualquier fuente de financiación ilegal. 
Para dar constancia de lo anterior, se firma en cuatro folios: 
- Por el Gobierno Nacional 
LUIS CARLOS RESTREPO RAMÍREZ 
Alto Comisionado Para la Paz 
- Por los desmovilizados del Bloque Cacique Nutibara 
JOVANI DE JESÚS MARÍN ZAPATA 
Miembro Representante 
FABIO ORLANDO ACEVEDO MONSALVE 
Miembro Representante 
- Como testigos: 
LUIS PEREZ GUTIERREZ 
Alcalde de Medellín 
SERGIO FAJARDO 
Alcalde electo de Medellín 






"DAMOS PASO A LA MÁS GRANDE DESMOVILIZACIÓN JAMÁS PRODUCIDA EN 
COLOMBIA", INFORMAN LAS AUC EN EL COMUNICADO: ACTO DE FE POR LA PAZ 
Bogotá, Colombia 08 Octubre (La FM) - COMUNICADO AUC - ACTO DE FE POR LA PAZ 
- 
 
En medio de enormes dificultades e incomprensiones las Autodefensas Unidas de Colombia -
AUC-, en un gesto de grandeza con la patria, de honestidad con el país, de franca seriedad ante 
el Gobierno Nacional y de sinceridad frente a la Comunidad Internacional, damos el paso a la 
más grande desmovilización jamás producida en Colombia. Este hecho constituye el gran Acto 
de Fe y lo realizamos de manera unilateral, sin exigir la más mínima contraprestación o 
condicionamiento.  
 
Nos basta la confianza y credibilidad que ante la Nación y el mundo, genere nuestra voluntad 
manifiesta de paz.  
 
A partir del 3 de noviembre próximo iniciaremos una etapa de desmovilizaciones de tropas 
hasta completar un número no menor de tres mil (3.000) combatientes, antes de finalizar el año. 
A la cabeza de esta desmovilización masiva estarán los Comandantes Salvatore Mancuso 
Gómez e Iván Roberto Duque Gaviria. El proceso de reincorporación de los combatientes a la 
vida civil es responsabilidad total del Gobierno Nacional. La transparencia y el éxito de este 
proceso, les brindará a los grupos armados, claridad y seguridad para un futuro cierto y seguro 
en el seno de la vida civil. 
 
Además de este Acto de Fe por la Paz, ratificamos con toda claridad nuestra decisión de 
cumplir con los acuerdos de Santa Fe de Ralito, suscritos con el Gobierno Nacional, a fin de 
realizar la desmovilización de las Autodefensas Unidas de Colombia antes del 31 de diciembre 
de 2005.  
 
Desde el comienzo formal de las negociaciones, el pasado primero de julio, abordamos la 
discusión sobre la continuidad de la desactivación de nuestro aparato militar, ahora desde los 
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campos colombianos, donde han operado durante muchos años miles de nuestros combatientes, 
en una lucha frontal contra el comunismo armado, que durante largas décadas sometió a su 
arbitrio criminal a millones de compatriotas, abandonados a su suerte por el Estado. 
 
El pasado 12 de agosto anunciamos a la opinión pública nuestra determinación de desmovilizar, 
en varias zonas del territorio nacional, un considerable sector de nuestras tropas. El asesinato 
aleve de uno de los más destacados Comandantes del Estado Mayor Negociador, 
simultáneamente con el despliegue mediático tendencioso y lleno de argucias en contra de las 
AUC, no mellaron nuestro decidido espíritu de paz y reconciliación.  
 
Las Autodefensas Unidas de Colombia acompañamos esta decisión de desarmar nuestro 
aparato militar, con la declaración firme de que no nos asiste ningún sentimiento vindicativo 
contra quienes han aventurado opiniones adversas. Es nuestro anhelo que este gesto se 
convierta en la apertura de un capítulo nuevo de la concordia y la reconciliación nacionales; 
que cesen las dudas, que la comunidad internacional sea más generosa con la paz de nuestro 
país, que los partidos políticos estén por encima de las contiendas electorales de la coyuntura. 
Que se desarmen los espíritus y la palabra. 
 
Es responsabilidad del Gobierno Nacional la seguridad de las poblaciones. Sus bienes y 
economías quedarán bajo la responsabilidad absoluta e irrenunciable del Estado, al igual que la 
seguridad y financiación de las tropas concentradas. La gobernabilidad y la legitimidad las 
garantizará el Estado con su presencia permanente y eficaz en las regiones que desalojen las 
Autodefensas Campesinas.  
 
Confiamos en que la verificación sobre el desarrollo y cumplimiento del proceso de 
concentración y desmovilización sea tarea de los organismos nacionales e internacionales, 
interesados en la paz de Colombia, dentro de los cuales juega un papel de primera importancia 
la Organización de Estados Americanos (OEA). 
 
Simultáneamente con la primera desmovilización de esta etapa excepcional en la historia del 
conflicto armado colombiano, y honrando el valor sagrado de nuestra palabra empeñada en los 
Acuerdos de Santa Fe de Ralito y de Fátima, las Autodefensas Unidas de Colombia 
presentaremos al Gobierno nacional, al País y a la Comunidad internacional el Cronograma de 
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Desmovilizaciones graduales que permitirá durante 2005 la reincorporación a la vida civil del 
ciento por ciento de los integrantes de las AUC, con pleno ejercicio de los derechos ciudadanos, 
políticos y económicos, y respetuosos de los principios universales de Verdad, Justicia y 
Reparación, conciliados sabia y generosamente en un marco necesario y posible de Paz, 
Equidad, Desarrollo y Reconciliación.  
 
En el día de hoy, el Estado Mayor Negociador ha entregado al Gobierno Nacional el 
cronograma detallado de desmovilizaciones, precisando las fechas, frentes y número de 
combatientes. Esta propuesta se mantendrá en reserva, hasta tanto la oficina del Alto 
Comisionado de Paz, se pronuncie al respecto.  
 
La presente Declaración constituye un Acto de Fe en Dios y en Colombia, y un aporte 
patriótico de las AUC a la construcción de una solución consensuada y definitiva para la guerra 
entre hermanos, que lleva ya más de medio siglo.  
 
¡Bienvenida la reinstitucionalización!. Santafé de Ralito, 7 de octubre de 2004 Día de Nuestra 
Señora del Rosario. 
 
SALVATORE MANCUSO GÓMEZ 
IVÁN ROBERTO DUQUE GAVIRIA 
Dirección Política 
ESTADO MAYOR NEGOCIADOR 
















ACUERDO DEL SUR DEL CASANARE POR LA PAZ DE COLOMBIA 
 
El Gobierno Nacional y las Autodefensas Campesinas del Casanare reunidos el día 29 de enero 




1. Reafirmar su compromiso con el proceso de paz que ambas partes adelantan desde el mes de 
enero del año 2003. 
 
2. Las Autodefensas Campesinas del Casanare ratifican su compromiso con el cese de 
hostilidades, declarado el 8 de diciembre del año 2002. Por tal motivo, aceptan la verificación 
internacional de este compromiso con la paz de Colombia, para que la tranquilidad reine 
plenamente en su región. 
 
3. Las Autodefensas Campesinas del Casanare afirman su compromiso de avanzar hacia un 
proceso de concentración y desmovilización de todos sus efectivos, antes de terminar la 
presente administración. 
 
4. El Gobierno Nacional se compromete a brindar las condiciones jurídicas y sociales para la 
plena integración de los miembros de las autodefensas a la vida civil y democrática. 
 
 
Por las ACC,  
HECTOR BUITRAGO “MARTÍN LLANOS” 
 
Por el Gobierno Nacional 
LUIS CARLOS RESTREPO RAMIREZ 
 
Testigos 
MONS. MISAEL VACCA RAMÍREZ 



















CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE 
COLOMBIA Y  
LA SECRETARIA GENERAL DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS 
ESTADOS AMERICANOS 
PARA EL ACOMPAÑAMIENTO AL PROCESO DE PROCESO DE PAZ 
EN COLOMBIA  
A los 23 días del mes de enero de 2004, en la ciudad de Bogotá, D.C., LAS 
PARTES, el Gobierno de la República de Colombia (en adelante, el 
GOBIERNO), representado por el Excelentísimo Presidente de la República, 
Álvaro Uribe Vélez, y la Secretaría General de la Organización de Estados 
Americanos (en adelante, SG/OEA), representada por su Secretario General, 
César Gaviria Trujillo,  
CONSIDERANDO:  
Que el Artículo 2(a) de la Carta de la OEA establece que la OEA, “para realizar 
los principios en que se funda y cumplir sus obligaciones regionales de acuerdo 
con la Carta de las Naciones Unidas, establece los siguientes propósitos 
esenciales: a) Afianzar la paz y la seguridad del Continente….”  
Que el GOBIERNO, representado por el Presidente Álvaro Uribe Vélez, ha 
establecido una política de paz donde”…. las puertas para una negociación 
están abiertas para todos aquellos grupos armados ilegales que deseen retomar a 
la vida democrática del país, previa condición de decretar un “cese de 
hostilidades”, con el único fin de lograr una disminución de la violencia y 
asegurar el respeto de los derechos humanos en todo el territorio nacional”;  
Que dicha política de paz “ofrece la oportunidad a los grupos armados ilegales 
de sentarse a dialogar y concretar el reintegro de sus miembros a la vida civil 
con todas las garantías necesarias para que puedan expresar sus ideas y luchar 
sin armas para defender sus propósitos, se debe entender como un complemento 
a la política de seguridad democrática”;  
Que el GOBIERNO ha solicitado en distintas oportunidades el apoyo de la 
comunidad hemisférica en relación con relación a su conflicto interno, el cual 
ha recibido, en el marco de la OEA, entre otros, mediante la Declaración de la 
IV Sesión Plenaria de la Asamblea General sobre la situación de Colombia, de 
junio de 2003, contenida en el documento AG/DEC. 34 (XXXIII-0/03) y en la 
Resolución del Consejo Permanente CP/RES. 837 (1354/03) corr. 1;  
Que en la Declaración de la Conferencia Especial sobre Seguridad sobre la 
Situación de Colombia del 28 de octubre de 2003, los países de hemisferio 
respaldaron al GOBIERNO “en su búsqueda de soluciones pacíficas negociadas 
para superar la violencia, previo cese de hostilidades... e [hicieron] un llamado a 
la comunidad internacional para que respalde el pronto inicio de negociaciones, 
los programas de desmovilización, reconciliación, desarme y reinserción que se 
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requieran para lograr, de manera justa y transparente, la reincorporación a la 
vida civil de integrantes de todos los grupos armados ilegales”;  
Que el GOBIERNO ha solicitado a la Secretaría General de la Organización de 
los Estados Americanos el apoyo en materia de verificación y asesoría a partir 
de la experiencia acumulada por esta Organización,  
ACUERDAN LO SIGUIENTE:  
ARTÍCULO I  
OBJETIVOS Y ALCANCE  
1.1. El objetivo general del presente Convenio es apoyar al GOBIERNO en los 
objetivos de su Política de Paz, mediante la facilitación de la cooperación que el 
GOBIERNO solicite de la SG/OEA, así como la recepción de la ayuda 
proveniente de los estados miembros de la OEA, y de los observadores 
permanentes de la OEA, y de otros estados.  
1.2. El objetivo específico es establecer una Misión para apoyar el Proceso de 
Paz de Colombia (en adelante MAPP/OEA o la Misión) y verificar las 
iniciativas de cese al fuego y de hostilidades, de desmovilización y desarme, y 
de reinserción, que en el marco del Proceso de Paz sea establecido por el 
GOBIERNO.  
1.3. El alcance de la Misión es el de la verificación del cese del fuego y de 
hostilidades, la desmovilización y desarme, y la reinserción de los miembros de 
grupos armados organizados al margen de la ley que en uso de sus atribuciones 
constitucionales y legales realice el GOBIERNO con las fuerzas irregulares. La 
Misión no intervendrá en los asuntos internos de Colombia, así como tampoco 
emitirá juicios sobre las decisiones jurídicas o políticas que son propias de la 
soberanía del Estado Colombiano.  
ARTÍCULO II  
MANDATOS Y FUNCIONES DE LA MISIÓN  
2.1 El mandato de la Misión es efectuar un acompañamiento amplio y flexible a 
la Política de Paz con los grupos armados ilegales, contemplando:  
a. La verificación del proceso de paz, en especial en lo que hace al cese al fuego 
y de hostilidades, desarme y desmovilización y reinserción.  
b. El apoyo a las iniciativas del Gobierno Nacional, organizaciones de la 
sociedad civil y otras instancias, mediante el apoyo a la movilización de 
recursos para dichas iniciativas políticas, programas y actividades.  
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c. Verificación de la entrega de armas, que sean pactadas, monitorear su estricto 
cumplimiento y definir programas para su destrucción.  
d. El apoyo a las iniciativas locales en zonas de conflicto, promoviendo medidas 
de fomento de la confianza y la reconciliación que desarrollen una cultura de 
democracia, paz y resolución pacífica de la violencia, así como la 
identificación, formulación y gestación de iniciativas y proyectos de contenido 
social en dichas áreas.  
2.2 A fin de cumplir con sus objetivos y sus mandatos, la Misión podrá realizar 
las funciones siguientes:  
a. Verificar el cumplimiento de los acuerdos que sobre el cese al fuego y 
hostilidades, de desmovilización y desarme, y de reinserción de los grupos 
armados ilegales, a los que llegue el GOBIERNO con los grupos armados 
organizados al margen de la ley;  
b. Proponer, monitorear y evaluar la implementación de Medidas de Confianza 
y Seguridad entre el GOBIERNO y los grupos armados organizados al margen 
de la ley, con el fin de prevenir incidentes que puedan perturbar el normal 
desarrollo del proceso de cese de fuego y de hostilidades, desmovilización y 
desarme y reinserción.  
c. Proponer al GOBIERNO y a los grupos armados organizados al margen de la 
ley otras recomendaciones para facilitar el desarrollo del proceso de 
negociación, pero no podrá participar ni opinar sobre el mismo, a menos que 
específica y puntualmente, su colaboración sea solicitada de común acuerdo por 
ellas.  
2.3. En el desempeño de sus funciones, la MAPP/OEA cumplirá con los 
principios generales de la Carta de la OEA y de otros tratados y acuerdos 
internacionales pertinentes; respetará la Constitución y las leyes de la República 
de Colombia; y actuará de conformidad con los principios de operación 
siguientes:  
a. Autonomía: Las labores de la Misión se realizarán en estricta independencia 
del GOBIERNO y de los grupos armados ilegales, observando estrictamente el 
respeto a la soberanía y a la iniciativa de las autoridades políticas colombianas.  
b. Neutralidad: La Misión está destinada a atender, dentro del marco de su 
alcance y mandato, a todos las partes afectadas por la violencia, sin 
discriminación alguna.  
c. Flexibilidad: La dinámica del proceso de paz, sus tiempos y prioridades 
requieren ser atendidos mediante una estructura flexible que pueda adaptarse a 
las cambiantes realidades del proceso, sin perjuicio de la verticalidad de la 
autoridad y del mando.  
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ARTÍCULO III  
OBLIGACIONES DE LAS PARTES PARA EL FUNCIONAMIENTO DE LA 
MISIÓN  
3.2 La SG/OEA se compromete a:  
a. Establecer la MAPP/OEA como una dependencia de la Secretaría General de 
la OEA, la cual contará con un Jefe de Misión y otros Miembros de la Misión, 
de acuerdo con las disposiciones establecidas en el Artículo V a continuación.  
b. Establecer una Sede principal de la MAPP/OEA en el domicilio que 
establezcan de común acuerdo las partes y, de ser necesario, abrir sedes alternas 
donde así se requiera para el cumplimiento de los fines del presente Convenio.  
c. Poner en conocimiento de sus órganos los contenidos del presente Convenio 
y armonizar las actividades de las distintas dependencias de la SG/OEA para el 
logro de los propósitos enunciados.  
d. Efectuar gestiones ante terceras entidades para el apoyo a las actividades de 
la MAPP/OEA y las iniciativas y proyectos que en el marco del mandato de este 
Convenio se establezcan.  
e. Presentar un Informe de la MAPP/OEA anual al Consejo Permanente de la 
Organización.  
3.2 El GOBIERNO se compromete a:  
a. Brindar la más óptima seguridad a los Miembros de la Misión y las sedes de 
la MAPP/OEA, cual será establecida de común acuerdo;  
b. Brindar a la MAAP/OEA, a sus Miembros, a sus bienes, locales y archivos, 
de la Misión los privilegios e inmunidades especificados en el artículo VI del 
presente Convenio.  
c. Poner en conocimiento de las entidades del Estado y sus autoridades civiles y 
militares, los contenidos del presente Convenio, con el propósito de que 
faciliten y coordinen sus actividades con aquellos de la Misión.  
d. Facilitar a la Misión las instalaciones y medios indispensables para su 
funcionamiento y operación.  
e. Responder oportunamente a las solicitudes de la SG/OEA para la aceptación 
y acreditación de Miembros de la Misión de acuerdo con la cláusula 6.1 del 
presente convenio.  
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3.3 Las Partes se comprometen a:  
a. Instar a los países miembros de la OEA y terceras entidades de la comunidad 
internacional a que continúen brindando apoyo al proceso de paz.  
b. Invitar a la comunidad internacional a que apoye y contribuye recursos a la 
Misión.  
ARTÍCULO IV  
REPRESENTACIONES Y NOTIFICACIONES  
4.1. Los representantes de las partes para el objeto del presente Convenio serán:  
a. El GOBIERNO designa al Alto Comisionado para la Paz, Dr. Doctor Luis 
Carlos Restrepo, como su representante.  
b. La SG/OEA designa como Jefe de Misión al Sr. Señor Sergio Caramagna.  
4.2. Todas las comunicaciones y notificaciones que se deriven de este Convenio 
tendrán validez únicamente cuando sean remitidas por correo o vía facsímile y 
estén dirigidas a los representantes coordinadores en las direcciones sus de sus 
oficinas respectivas. Cuando las comunicaciones y notificaciones sean 
transmitidas por correo electrónico tendrán validez siempre y cuando se 
efectúen directamente de la dirección electrónica del representante de una de las 
Partes a la dirección electrónica del representante de la otra.  
4.3. Cualquiera de las Partes podrá cambiar su representante designado, la 
dirección, fax o correo electrónico indicados, notificándolo así a la otra Parte 
por escrito.  
ARTÍCULO V  
MIEMBROS DE LA MISIÓN  
5.1 Serán Miembros de la MAPP/OEA aquellos que, previa aceptación del 
GOBIERNO, hayan sido debidamente y acreditados ante las autoridades del 
GOBIERNO por el Secretario General de la OEA.  
5.2 Los Miembros de la Misión incluirán funcionarios internacionales y locales 
de la SG/OEA y contratistas independientes contratados en el plano local o 
internacional de acuerdo con las normas de la SG/OEA. Los Miembros de la 
Misión desempeñaran funciones de supervisión, de asesoría, de naturaleza 
técnica-profesional, o de servicio general.  
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5.3 La SG/OEA proveerá a cada uno de los Miembros de al Misión de un carné 
de identidad numerado el cual contendrá el nombre completo, la fecha de 
nacimiento, el cargo o rango y una fotografía. Los Miembros de la Misión no 
estarán obligados a entregar dicho carné sino a presentarlo cuando así lo 
requieran las autoridades del GOBIERNO.  
ARTÍCULO VI  
PRIVILEGIOS E INMUNIDADES  
6.1 La MAAP/OEA, todos sus Miembros, sus bienes y haberes, sus sedes, y sus 
archivos gozaran de los mismos privilegios e inmunidades otorgadas a la 
Organización de los Estados Americanos, a los órganos de la Organización, al 
personal de los mismos, y a los bienes, haberes, sedes, y archivos de ellos, de 
conformidad con el Acuerdo sobre Privilegios e Inmunidades de la 
Organización de los Estados Americanos, con respecto a lo que el GOBIERNO 
depositó su instrumento de adhesión del 21 de abril de 1974.  
6.2 Los Miembros Internacionales de la MAAP/OEA además gozarán de los 
privilegios e inmunidades otorgados a agentes diplomáticos de acuerdo con la 
Convención de Viena Sobre Relaciones Diplomáticas del 18 de abril de 
1961.Para los efectos de esta disposición, los Miembros Internacionales de la 
Misión son:  
a. Miembros de la Misión que son funcionarios internacionales nombrados de 
acuerdo con el Reglamento de Personal de la SG/OEA y;  
b. Miembros de la Misión que son personas contratadas para la Misión que no 
son funcionarios de la SG/OEA de acuerdo con sus normas y que no son 
ciudadanos de la República de Colombia.  
6.3 Los Miembros de la Misión colaborarán con las autoridades competentes 
del GOBIERNO para evitar que ocurran abusos en relación con los privilegios e 
inmunidades concedidos. Asimismo, las autoridades competentes del 
GOBIERNO harán todo lo posible para facilitar la colaboración que les sea 
solicitada por los Miembros de la Misión.  
6.4 Sin perjuicio de los privilegios e inmunidades otorgados, los Miembros de 
la Misión respetarán las leyes y reglamentos vigentes en Colombia. El Gobierno 
podrá declarar persona non grata y disponer la expulsión de un extranjero 
protegido por las inmunidades reconocidas en este Acuerdo, comunicando 
previamente tal medida a la SG/OEA a través del Ministerio de Relaciones 
Exteriores.  
6.5 El Gobierno y la SG/OEA tomarán las medidas que sean necesarias para 
procurar un arreglo amistoso para la solución adecuada de:  
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a. las controversias que se originen en contratos u otras cuestiones de derecho 
privado; y  
b. las controversias en que sea parte cualquiera de los Miembros de la Misión 
respecto de materias en que gocen inmunidad.  
6.6 Los privilegios e inmunidades se otorgan a los Miembros de la Misión para 
salvaguardar su independencia en el ejercicio de sus funciones oficiales y no 
para beneficio personal. Por lo siguiente, el Secretario General de la OEA 
renunciará a los privilegios e inmunidades de éstos en caso de que, según su 
criterio, el ejercicio de ellos impida el curso de la justicia y cuando dicha 
renuncia pueda hacerse sin que se perjudiquen los intereses de la OEA.  
6.7 El GOBIERNO reconoce el "Documento Oficial de Viaje" expedido por la 
SG/OEA como documento válido y suficiente para los viajes de los Miembros 
de la Misión. Dicho documento requiere visado oficial para que los Miembros 
de la Misión ingresen en el país y permanezcan en él hasta el término de la 
Misión.  
6.8 La Misión Podrá establecer y operar en el territorio de Colombia un sistema 
de radio-comunicaciones autónomo destinado a proveer enlace permanente 
entre sus Miembros y los vehículos que utilice la Misión con las oficinas y 
sedes regionales, como de éstas con la Sede principal, y de ésta con la Sede de 
la SG/OEA en Washington, D.C., para cuyo logro el Gobierno prestará toda la 
colaboración técnica y administrativa que se considere necesaria.  
6.9 Ninguna disposición establecida en este Convenio constituye una renuncia, 
expresa o implícita, de los privilegios e inmunidades de las Partes y de su 
personal.  
ARTÍCULO VII  
DISPOSICIONES GENERALES:  
7.1 Este Convenio podrá ser modificado por mutuo consentimiento de las 
Partes.  
7.2 Este Convenio entrará en vigor después de firmado por las Partes.  
7.3 Este Convenio tendrá una duración de tres años, prorrogables por el mismo 
tiempo o el que las partes acuerden mediante el intercambio de notas de sus 
representantes.  
7.4 Las Partes pueden dar por terminado el Convenio antes de las fechas 
descritas de mutuo acuerdo o cada una de las Partes en forma independiente, sin 
invocación de causa, poniendo en conocimiento a la otra por escrito con a 
anticipación no menor a un mes de anterioridad a la fecha en que se solicite su 
terminación.  
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EN FE DE LO CUAL, los representantes de las Partes firman dos ejemplares 
iguales, en la ciudad de Bogota, Colombia, a los  
Por el GOBIERNO  
 




















































































Jorge Eliécer Gaitán 






Frente Nacional: Roberto Urdaneta, Alberto LLeras, 
Alfonso López Michelsen, Guillermo León Valencia,  






Incendio de bosque Húmedo Tropical para la posterior siembra de coca 
 
La tala y quema del bosque húmedo tropical genera efectos globales al incorporar al medio 
ambiente dióxido de carbono (CO2), que es un gas que contribuye a incrementar el efecto 
invernadero. En la foto se observa como una quema en una zona de bosque primario, con lo 
cual se aumente el número de especies animales y vegetales en peligro de extinción. Foto 
fuente: Dirección Antinarcóticos - Policía Nacional. 
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LABORATORIO PARA EL PROCESAMIENTO DE LA HOJA DE COCA 
 
Los insumos químicos empleados para la obtención de cocaína tienen efectos nocivos sobre la 
salud personas debido a la mala manipulación y almacenamiento, y generan procesos severos 
de contaminación en el medio ambiente (aguas y suelos especialmente) por ser utilizado como 
lugar de disposición de desechos del procesamiento de la hoja de coca. Foto fuente: Dirección 




Esta fotografía fue premiada por el concurso “Las otras Huellas de la Guerra”, promovido por 
la Fundación Dos Mundos. “mientras la capturaba noté que los niños miraban a la cámara, pero 
sus padres nunca lo hicieron. El padre me explicó que estaba acostumbrado a trabajar y le daba 
vergüenza que tomaran una foto de ellos en esas condiciones: frente a su rancho ... tan 





"Colonos y mestizos salen de sus tierras presionados por la acción de grupos armados(...) El 













Víctimas de las minas antipersonales 




Alto Comisionado para la Paz, Dr. Luis Carlos Restrepo Ramires 







































INSUMOS QUÍMICOS EMPLEADOS PARA LA PRODUCCIÓN DE HOJA COCA EN 
EL AÑO 2000 
Insumo Cantidad Unidad Total 
Herbicidas 13,8 Litros/ha 2.253.402 
Insecticidas 6,9 Litros/ha 1.126.701 
Fungicidas 6,9 Litros/ha 1.126.701 
Total Insumos    Litros 4.506.804 
Fuente: Policía Nacional- Dirección Antinarcóticos- Area de Erradicación de Cultivos. Julio 
2001. 
Insumos empleados para el procesamiento de la hoja en base de coca para el año 2000 
Compuesto Unidad Cantidad por 
hectárea 
Total 
Cemento Kilos 658 107.522.751 
Bicarbonato de sodio Kilos 3 513.380 
Gasolina Litros 2.190 357.741.451 
Acido sulfúrico Litros 10 1.709.379 
Amoniaco Litros 15 2.564.069 
Agua Litros 2.093 341.875.946 
Fuente: Policía Nacional- Dirección Antinarcóticos- Area de Erradicación de Cultivos. Julio 




ENTREGA DE ARMAS POR PARTE DEL BLOQUE CACIQUE NUTIBARA DE LAS 
AUTODEFENSAS UNIDAS DE COLOMBIA 
 
 
ENTREGA DE ARMAS   






 Revólveres  204
 Lanzagranadas 4
TOTAL*  623
ENTREGA DE MUNICIONES Y 
GRANADAS 
 4.490
* El número de armas entregadas por el BCN es más del doble del número de armas entregadas por cerca de 900 
hombres del M-19 en marzo de 1990. 























ENTREGA DE ARMAS POR PARTE DE LA AUTODEFENSAS CAMPESINAS DE 
ORTEGA 
 
ENTREGA DE ARMAS 












MUNICIONES TOTAL 1532 
  UNIFORMES 38 
  RADIOS 2 















• Carlos Castaño, participó en algunas de las reuniones para el proceso de paz que se 
lleva a cabo en la actualidad con las AUC antes de su desaparición y/o asesinato en 
circunstancias no esclarecidas.  Tenia pedido de extradición por parte de Estados 
Unidos 
• Vicente Castaño, hermano de Carlos Castaño no esta en la zona de ubicación ni es parte 

















































AUTODEFENSAS CAMPESINAS DE 
COLOMBIA 
BLOQUE CENTRAL BOLÍVAR Y  
VENCEDORES DE ARAUCA 
ESTADO MAYOR CONJUNTO
Javier Montañés, Julián Bolívar, Sebastián 
Colmenares, Pablo Sevillano, Pablo Mejía, 
Rafael Meza, Eduardo Victoria 
ESTAMENTO MILITAR 
 





















































































































PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
Alto Comisionado para la Paz
Comparativo de infracciones al cese de hostilidades atribuidas a los 



















Ene-Abr 2002 Ene-Abr 2003 Ene-Abr 2004
 
 
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
Alto Comisionado para la Paz
Evolución de los Homicidios atribuidos a los grupos de autodefensas. 

























PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
Alto Comisionado para la Paz
Evolución de las masacres atribuidas a los grupos de autodefensas. 



















PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
Alto Comisionado para la Paz




























PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
Alto Comisionado para la Paz
Infracciones de las autodefensas al Cese de Hostilidades discriminado por 








































BIENES ENTREGADO POR EL BLOQUE CATATUMBO DE LAS AUC A LAS 
AUTORIDADES.  
1. MEDIOS DE TRANSPORTE  
1 Lancha en fibra de vidrio con su respectivo motor Yamaha enduro 200 (Voladora)  
1 Lancha en fibra de vidrio con su respectivo motor Yamaha enduro 75 (Voladora)  
8 Canoas de madera con su respectivo motor Yamaha enduro 40  
5 motores sin canoas en reparación  
2. CASAS Y LOCALES EN LA GABARRA  
   CASAS Y LOCALES EN LA GABARRA  
         
No  CASA O NEGOCIO  UBICACIÓN  
1  ABASTOS EL PORVENIR  CENTRO  
2  BAR GANADERO  SECTOR DE LAS PESAS 
3  BERNABE SANCHEZ  
11 DE NOVIEMBRE 
BAJO  
4  BERNARDO SARABIA  PUERTO PRINCIPAL  
5  BILLAR ANTONIO AYALA  BARRIO EL PROGRESO 
6  BILLARES EL PORTAL  FRENTE A LA IGLESIA 
7  BODEGA EL POLICIA  PUERTO MAREDERO  
8  CASA DE ALIRIO ORTEGA  
11 DE NOVIEMBRE 
BAJO  
9  CASA DE ANTONIO BARRANCA  
11 DE NOVIEMBRE 
ALTO  
10  CASA DE ASDRUBAL  CENTRO  
11  CASA DE BENITO PABON  EL PROGRESO  
12  CASA DE CARLOS RAMIREZ  
11 DE NOVIEMBRE 
BAJO  
13  CASA DE CHAPOLO  EL PROGRESO  
14  CASA DE CHECA  
11 DE NOVIEMBRE 
BAJO  
15  CASA DE CHUNGO-LAVADERO DE CARROS  
11 DE NOVIEMBRE 
BAJO  
16  CASA DE CONTENTO  CENTRO  
17  CASA DE CORREGIDORA  
11 DE NOVIEMBRE 
ALTO  
18  CASA DE CUCARACHO  EL PROGRESO  
19  CASA DE DAVID  ZONA ROSA  
20  CASA DE DIABLO  CENTRO  
21  CASA DE DOÑA CRUZ  EL PROGRESO  
22  CASA DE ELVIA ROJAS  
11 DE NOVIEMBRE 
BAJO  
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23  CASA DE JULIO BELTRAN-  CENTRO  
24  CASA DE LALO QUINTERO  EL PROGRESO  
25  CASA DE LUCIANO ROJAS  
11 DE NOVIEMBRE 
BAJO  
26  CASA DE LUIS ARRIETA  
11 DE NOVIEMBRE 
BAJO  
27  CASA DE LUIS GALLERO  EL PROGRESO  
28  CASA DE MERCEDES  CENTRO  
29  CASA DE MIGUEL ROJAS  11 DE NOVIEMBRE  
30  CASA DE MILLO DURAN  EL PROGRESO  
31  CASA DE MOCO SECO  EL PROGRESO  
32  CASA DE ÑARRI  
11 DE NOVIEMBRE 
ALTO  
33  CASA DE ORFERIS PABON  
11 DE NOVIEMBRE 
BAJO  
34  CASA DE PANA  
11 DE NOVIEMBRE 
BAJO  
35  CASA DE PEPE  EL PROGRESO  
36  CASA DE PROFESORA YANETH  
11 DE NOVIEMBRE 
BAJO  
37  CASA DE RAMON  11 DE NOVIEMBRE  
38  CASA DE RAMON BECERRA  PUERTO PRINCIPAL  
39  CASA DE RAMON BECERRA PISO 2°  PUERTO PRINCIPAL  
40  CASA DE RAMON NIÑO  PUERTO MADERERO  
41  CASA DE REPOLLO  LA CAÑADA  
42  CASA DE RICARDO TOVAR  11 NOVIEMBRE BAJO  
43  CASA DE TRONCO  11 NOVIEMBRE BAJO  
44  CASA DE URBANO  EL PROGRESO  
45  CASA DE VICTOR MANUEL  
11 DE NOVIEMBRE 
ALTO  
46  CASA DEL MONO  EL PROGRESO  
47  CASA DEL NEGRO MANUEL  LA CAÑAGUATERA  
48  CASA DEL NEGRO SARABIA  PUERTO PRINCIPAL  
49  CASETA ANTONIO AYALA  SECTOR DE LAS PESAS 
50  COOPERATIVA  CENTRO  
51  LOCAL DE LA PANADERIA  11 NOVIEMBRE BAJO  
52  LOCAL DE ÑARRI  
11 DE NOVIEMBRE 
ALTO  
53  LOCAL DE URBANO  PUERTO PRINCIPAL  
54  LOCAL PROFESORA YANETH  ZONA ROSA  
55  RANCHON DE ARRIBA  CENTRO  
56  RANCHON DE ABAJO  CENTRO  
57  RESIDENCIA EL POLICIA  PUERTO MADERERO  
58  CASETA TRONCO  PUERTO PLATANERO  
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  3. FINCAS  
FINCAS – LA GABARRA  
• FINCA BONITA (71 HECTAREAS)  
• COORDENADAS FINCA EL POLICIA (49 HECTAREAS)  
• COORDENADAS FINCA LA MOTILONA (22 HECTAREAS)  
• FINCA LAS DELICIAS (39 HECTAREAS)  
   
VEREDA BOCAS DE SAN MIGUEL  
• FINCA DE LEO AREPA (98 HECTAREAS)  
• FINCA DE PABLO MECHAS (67 HECTAREAS)  
   
VEREDA EL MARTILLO  
CATIRE PAEZ 70 HECTAREAS  
GABRIEL ESTUPIÑAN 89 HECTAREAS  
EUGENIO CONTRERAS 125 HECTAREAS  
GILBERTO CASTAÑEDA 68 HECTAREAS  
ARNULFO RODRIGUEZ 56 HECTAREAS  
NERIO CONTRERAS 67 HECTAREAS  
ALFONSO RODRIGUEZ 45 HECTAREAS  
MONO PEÑA 94 HECTAREAS  
BARON BECERRA 300 HECTAREAS  
MARTÍN PEREZ 35 HECTAREAS  
NELSON GALVIS 64 HECTAREAS  
NAIN CONTRERAS 105 HECTAREAS  
ORLANDO MEJIA 63 HECTAREAS  
PATA MULA 52 HECTAREAS  
CARLINA PAEZ 34 HECTAREAS  
MANUEL QUINTERO 73 HECTAREAS  
TOCAYO LEAL 62 HECTAREAS  
WICHE MENDOZA 30 HECTAREAS  
LIBARDO LISARAZO 62 HECTAREAS  
GEÑO CARDENAS 25 HECTAREAS  
MIRO GUERRERO 35 HECTAREAS  
ELUDIO DELGADO 63 HECTAREAS  
VALDEMAR SANCHEZ 42 HECTAREAS  
CARLOS ALVAREZ 35 HECTAREAS  
MANUEL QUINTERO 43 HECTAREAS  
ELOY ALVAREZ 35 HECTAREAS  
ISMAEL DUARTE 40 HECTAREAS  
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ISAIAS MENDOZA 64 HECTAREAS  
TOÑO CARDENAS 72 HECTAREAS  
WILSON CONTRERAS 42 HECTAREAS  
CUSTODIO PEREZ 85 HECTAREAS  
ALFONSO GALVÁN 40 HECTAREAS  
ALVARO MENDOZA 17 HECTAREAS  
PEDRO NALGAS 62 HECTAREAS  
RUBEN CONTRERAS 42 HECTAREAS  
MARIA CARDENAS 82 HECTAREAS  
MARIO LIZARAZO 93 HECTAREAS  
PATE PLOMO 60 HECTAREAS  
VICTOR CONTRERAS 82 HECTAREAS  
JUAN PABLO 80 HECTAREAS  
GERSON CONTRERAS 62 HECTAREAS  
TELLO Y ARTURO 65 HECTAREAS  
LUSIANO ROJAS 150 HECTAREAS  
HENRY GALEANO 72 HECTAREAS  
OSCAR CARDENAS 63 HECTAREAS  
JOVANNY DIAZ 63 HECTAREAS  
MARINA PARRA 80 HECTAREAS  
VEREDA EL SUSPIRO  
• FINCA DE EL CALVO  (92 HECTAREAS)  
• FINCA DE MONO JORGE (92 HECTAREAS)  
• FINCA DE VICTOR (25 HECTAREAS)  
• FINCA DE CAPITAN ARAÑA (66 HECTAREAS)  
• FINCA DE CHUCHO (99 HECTAREAS)  
   
VEREDA VERSALLES  
VERDUREO 32 HECTAREAS  
MECHE COCO 26 HECTAREAS  
HERMES 40 HECTAREAS  
NACHO 54 HECTAREAS  
TRES TOLETES 70 HECTAREAS  
LUCAS 55 HECTAREAS  
JUAN 18 HECTAREAS  
GOMELO 48 HECTAREAS  
ALBEIRO 60 HECTAREAS  
COYERO 29 HECTAREAS  
SEPULVEDA 44 HECTAREAS  








VEREDA CUATRO RANCHOS  
• FINCA DE EL ESCOLTA (56 HECTAREAS)  
• FINCA DEL COMBO (64 HECTAREAS)  
• FINCA DE PATASECA (75 HECTAREAS)  
• FINCA DE ROBINSON (59 HECTAREAS)  
VEREDA CAÑO SALADO  
• FINCA DE MONO GONZALEZ (82 HECTAREAS)  
• FINCA DE DANIEL MANTILLA (45 HECTAREAS)  
• FINCA DE WILSON ALVERNIA (35 HECTAREAS)  
• FINCA DE JULIO VELASQUEZ (120 HECTAREAS)  
• FINCA DE OMAR CONTRERAS (150 HECTAREAS)  
• FINCA DE MILLO DURAN (65 HECTAREAS)  
• INCA DE ALDRUAL (90 HECTAREAS)  
• FINCA DE JULIO VELASQUEZ (70 HECTAREAS)  
• FINCA DE PANA (110 HECTAREAS) 
• FINCA DE CHEMA (50 HECTAREAS)  
• FINCA DE MONO TARZAN (50 HECTAREAS)  
• FINCA DE MACHO NEGRO (30 HECTAREAS)  
• FINCA LUIS ENRIQUE (150 HECTAREAS)  
• FINCA DE LOS GUAJIROS (25 HECTAREAS)  
• FINCA DE DONRI (60 HECTAREAS)  
• FINCA DE MAFRE SANCHEZ (30 HECTAREAS)  
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• FINCA DE RAMON GONZALEZ (70 HECTAREAS)  
• FINCA DE HENRI RODRIGUEZ (53 HECTAREAS)  
 
 
VEREDA MORROFRIO  
• FINCA DE 4 CULOS (155 HECTAREAS)  
• FINCA DE TARZAN (72 HECTAREAS)  
• FINCA DE POLLO (52 HECTAREAS)  
• FINCA DE PEÑATE (86 HECTAREAS)  
• FINCA DE FAVER (48 HECTAREAS)  
• FINCA DE RENSO (70 HECTAREAS)  
• FINCA DE JAIME SOCIO (92 HECTAREAS)  
• FINCA DE JULIO BOGA (92 HECTAREAS)  
























ANEXO E: INDICE FOTOGRAFIAS 
DE CONCENTRACIÓN Y 































































Durante la ceremonia de desmovilización del bloque Calima de las AUC, el alto Comisionado 
para la Paz, Luis Carlos Restrepo, agradeció la "valentía" de quienes asumieron el compromiso 




El alto Comisionado para la Paz, Luis Carlos Restrepo, recibe el arma de parte de un integrante 
del bloque Calima de las AUC, durante su desmovilización. 
Galicia - Valle  
Diciembre 18 de 2004 
Fuentes: 
- Oficina del Alto Comisionado para la Paz 
- Periódico El Tiempo 
- Personal 
